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Advertencia preliminar 


Publicamos, a continuación, dos trabajos de Hans 
Kelsen, aparecidos en Alemania en épocas muy dis- 
tintas : el primero, con el título de « Esencia y valor 
de la democracia », se editó en 1920, y en segunda edi- 

“ción en 1921; el segundo, «Forma del Estado y Fi- 

losofía », en 1933. Entre esas dos publicaciones ha 
acontecido la transformación de la República democrá- 
tica alemana en una dictadura de tipo fascista: sin 
embargo, nada tan justificado como publicar, juntos, 
los dos mencionados trabajos. Porque si las circuns- 
tancias políticas se han alterado tan hondamente, la 
ideología kelseniana ha mantenido, antes como ahora, 
toda su tersa unidad, toda su firme creencia en la esen- 
cialidad de la verdadera democracia. 

Las modificaciones, justificadas, que en el texto del 
primer trabajo pudieran advertirse, no afectan para 
nada al contenido estricto de la obra. Aun a riesgo de 
hacer alguna leve reiteración, los textos se han man- 
tenido casi integramente en su estructura originaria, 
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para que reflejen mejor el ambiente, la situación políti- 
ca en que respectivamente nacieron. Su enorme fuerza 
sugestiva queda totalmente respetada, y esa es, para 
el lector, la mejor garantía de la utilidad que con esta 
edición se persigue. 

L. L. L. 
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Biografía de Hans Kelsen 


El autor de este libro nació en Praga, perteneciente 
entonces al Imperio austrohúngaro, el 11 de octubre 
de 1881, cursando sus estudios en las Universidades de 
Viena, Berlín y Heidelberg. En 1911 pasó a formar par- 
te del profesorado de la primera de ellas, nombrándosele 
agregado (A. O. Professor) en 1915, y catedrático en 
1919. En el año 1930 aceptó, requerido para ello, una 
cátedra en la Universidad de Colonia. 

Sus obras más importantes son las siguientes : 

Hauptprobleme der Staatsrechtslehre, 1911, 2.2 edición, 1923. 
Das Problem der Sowveránitát und die Theorie des Vólkerrechts, 
1928, 2.* edición, 1929. Der soziologische und der juristische Staats- 
begriff, 1922, 2.2 edición, 1928. « Teoría general del Estado », 1934, 
en la « Enciclopedia de Ciencias Jurídicas y Sociales », EDITORIAL 
Labor, S. A., Barcelona. Sozialismus und Staat, año 1920, 2.* edi- 
ción, 1923. Grundriss einer allgemeinen Theorie des Staates (Tra- 
ducción española, 1928). Rapport de systéme entre le droit interne 
et le droit international, 1926. La garantie juridictionnelle de la 
constitution (La Justice constitutionnelle), 1928. Der Hiter der Ver- 
fassung, año 1931. Oesterreichisches Staatsrecht, 1923. Die Bundes - 
exekution, 1928. «El método y los conceptos fundamentales de 
la Teoría pura del Derecho », Madrid, 1933. 

Hans Kelsen es fundador de la llamada escuela del 
Derecho político puro, cuyo propósito es construir una 
teoría de Derecho político libre de toda ideología polí- 
tica interesada. El Gobierno austríaco le confió la con- 


fección del Proyecto de la Constitución de aquel país 
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a raíz de la proclamación de la República, proyecto 
que más tarde fué aprobado pasando a formar la vigente 
Constitución austríaca de 1920. En ella está articulado, 
con arreglo a las lineas trazadas por Kelsen, el Tribunal 
de Justicia constitucional, del cual fué aquél miembro 
y ponente desde el año 1920 a 1930. 

' H. Kelsen fué miembro de la primera directiva del 
Institut international de droit public, al que sigue per- 
teneciendo en la actualidad. Es también individuo de 
la Real Academia de Ciencias, de Bruselas, y de la Ame- 
rican Academy of political sciences, de Filadelfia. 

Actualmente desempeña el cargo de vicepresidente 
de la Asociación de profesores alemanes de Derecho 
político 

Todo lo expresado pone de manifiesto la indiscu- 
tible autoridad internacional de Kelsen, cuyo prestigio 
dentro de su país natal está medido por el hecho de que 
se le requiriese para aportar su caudal científico a la 
ley constitucional futura del Estado austríaco. Sin em- 
bargo, este hecho no ha bastado para hacer desapare- 
cer al catedrático y al hombre de ciencia tras el polí- 
tico militante; la serenidad del filósofo y la severa 
crítica del profesor, aplicadas a los problemas vivos 
de la democracia, tan frecuentemente tratados con ex- 
ceso de pasión, son la característica de las páginas que 
la EprroriaL LABOR ofrece a continuación al lector 
español. 

RAFAEL LUENGO 
WILHELM NEUMANN 
Madrid, octubre de 1933. 


INTRODUCCIÓN 


Las revoluciones civiles de 1789 y 1848 convirtie- 
ron el ideal democrático en un postulado del pensa- 
miento político; aun sus impugnadores sólo osaban 
oponerse a él con una reverencia cortés o al amparo de * 
una estudiada máscara de terminología democrática. 
Ni entre los estadistas significados ni en la literatura 
política de los últimos decenios anteriores a la Gran 
Guerra puede señalarse una afirmación franca y sin 
reservas a favor de la autocracia. No obstante la lucha 
de clases que en este período se agudizó entre la bur- 
guesía y el proletariado, no hubo discrepancias sobre 
la forma democrática del Estado. En esta materia no 
ofrecen diferencia esencial el liberalismo y el socia- 
lismo. La democracia es la consigna que durante los 
siglos xrx y xx domina casi totalmente sobre los es- 
píritus. Precisamente ésta es la razón de que haya 
perdido, como todos los lemas, su sentido intrínseco. 
Copiando la moda política, este concepto — el más 
explotado entre todos los conceptos políticos —- resulta 
aplicado a todos los fines y entodas las ocasiones posi- 
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bles, y adopta significados contradictorios en ciertos 
casos, cuando no ocurre que la irreflexión usual del 
lenguaje político vulgar lo rebaja a una frase con- 
vencional que no responde a ningún sentido deter- 
minado. 

Pero la revolución social desencadenada por la 
Guerra mundial obliga a la revisión de este concepto 
político. Aquel imponente movimiento de masas que 
hasta entonces tendía con la mayor violencia y con 
éxito triunfal hacia la democracia y que compartía sus 
principios fundamentales con el socialismo — como de- 
muestra el propio nombre del partido predominan- 
te (1) —, quedó represado y hasta desunido a partir 
del punto en que se trata de la realización no sólo de 
los principios del socialismo, sino también y ante todo 
de los de la democracia. Mientras una de las corrientes, 
remisa y vacilante al principio, pero resueltamente 
después, ha abrazado de nuevo las antiguas orientacio- 
nes, hay otra que persigue, impetuosa y decididamente, 
un fin completamente nuevo, que se revela con toda 
claridad como una forma de la autocracia. 

Pero no sólo se alza contra el ideal de la democra- 
cia la dictadura del proletariado, surgida teóricamente 
de la doctrina neocomunista y prácticamente realizada 
por el partido bolchevista ruso. La enorme presión ejer- 
cida por este movimiento en Europa sobre los espíritus 
y la política determina como reacción una actitudanti- 


(1) Se refiere al partido social-demócrata común a varios 
países de Europa en el momento de escribirse este libro, y tan de- 
caído ahora. 
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democrática de la burguesía, que encuentra su expre- 
sión teórica y práctica en el fascismo italiano. 

La democracia, por consiguiente, como antes frente 
a la autocracia monárquica, constituye hoy un proble- 
ma frente a la dictadura de los partidos, de izquierdas 
o de derechas. 


La libertad 


En el ideal de la democracia —al que por ahora 
hemos de referirnos, y no a las realidades políticas más 
o menos próximas al mismo — convergen dos postula- 
dos de nuestra razón práctica y reclaman satisfacción 
dos instintos primarios de la vida social. En primer 
lugar, la protesta contra la coacción resultante del es- 
tado social, la reacción contra la voluntad extraña, 
ante la cual la propia tiene que doblegarse, y la retor- 
sión contra la heteronomía, Es la misma Naturaleza 
la que en su ansia de libertad se subleva contra la so- 
ciedad, El peso de la voluntad ajena, impuesto por el 
orden social, es tanto más abrumador cuanto más in- 
tensamente se manifiesta en el hombre la conciencia 
del propio valer al rechazar la superioridad de los de- 
más, y mientras más profundamente alientan contra 
el señor o el imperante los sentimientos de los súb- 
ditos : « Él es un hombre como yo, y todos somos igua- 
les. ¿ De dónde emana su derecho a mandarme ?». Así, 
- la idea absolutamente negativa y antiheroica (1) de la 


(1) KoIGEN, Die Kultur der Demokratie, 1912, pág. 4. 
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igualdad presta base a la aspiración, también negativa, 
hacia la libertad. 

Del supuesto de nuestra igualdad — ideal — puede 
inferirse la tesis de que nadie debe dominar a nadie. 
Pero la experiencia demuestra que para seguir siendo 
iguales necesitamos soportar un dominio ajeno. Por 
esto la ideología política no renuncia jamás a hacer 
solidarias libertad e igualdad, siendo precisamente ca- 
racterística para la democracia la síntesis de ambos 
principios. Así lo expresó Cicerón, maestro de la ideolo- 
gía política, al decir : «Itaque nulla alía in civitate, nisi 
ín qua populi potestas summa est ullum domicilium li- 
bertas habet : qua quidem certe nihil potest esse dulcius 
et quee, si «qua non est, ne libertas quidem est. » 

La compatibilidad de la idea de libertad con los 
principios sociales negados por ella e incluso con el De- 
recho político, sólo es posible mediante un cambio en 
la acepción de aquel término, que desde la negación 
absoluta de los vínculos sociales en general, y, por lo 
tanto, del Estado en particular, pasa a adquirir una 
forma especial de tal modo que bajo ella y bajo su 
antítesis dialéctica — democracia y autocracia—- que- 
dan comprendidas todas las formas del Estado eincluso 
de la Sociedad en general. 

Si la Sociedad y el Estado han de existir, precisa 
también que exista un orden obligatorio para la con- 
ducta recíproca de los hombres, y, por consiguiente, 
una autoridad. Pero ya que hayamos de ser goberna- 
dos, aspiramos al menos a gobernarnos por nosotrós 
mismos. Así, la libertad natural se convierte en liber- 
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tad social o política. Es políticamente libre quien, aun 
estando sometido, lo está solamente a su propia volun- 
tad y no a la ajena. Con esto queda planteada la prin- 
cipal diferencia entre formas del Estado y de la So- 
ciedad. 

Desde el punto de vista de la clasificación de los 
conocimientos, para que la Sociedad sea posible como 
un sistema aparte de la Naturaleza, ha de existir junto 
a las leyes naturales otra ley específica de carácter so- 
cial. A la ley de causalidad se contrapone la norma. Des- 
de el punto de vista de la Naturaleza, y en un sentido 
primitivo, libertad significa la negación de las leyes 
sociales, y desde el punto de vista de la Sociedad, la 
negación de las leyes naturales. El «retorno a la Natu- 
raleza » (o la «libertad natural») sólo significa ruptura 
de los vínculos sociales, mientras que el acceso a la So- 
ciedad (o sea a la libertad social) significa ruptura con 
las leyes naturales. Esta antítesis se resuelve tan pron- 
to como el concepto de «libertad » se interpreta en el 
sentido de una ley específica, principalmente referida 
a lo social (esto es, a lo ético-político y jurídico-estatal), 
y en cuanto la contraposición entre Naturaleza y So- 
ciedad, se reduce a una dualidad de leyes distintas y, 
por consiguiente, de diversos puntos de vista. 

Suele contraponerse la libertad como autodeter- 
minación política del ciudadano y como colaboración 
al resultado de la voluntad política imperante en el 
Estado, esto es, como idea clásica de libertad, a la li- 
bertad de los germanos, cuyo contenido se agota con 
la idea de una exclusión de la autoridad y del Estado 


2, HANS BELSEN: Esencia y valor de la democracia, — 349, 
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en general. Sin embargo, no se trata propiamente de 
una diferencia de carácter histórico-etnográfico. El paso 
de la formación germánica a la llamada idea clásica 
del problema de la libertad es sólo el primer peldaño 
de aquel inevitable proceso de transformación, de aque- 
lla desnaturalización a que está sujeto el instinto pri- 
mitivo de libertad en el camino que recorre la concien- 
cia humana desde el estado de naturaleza al estado de 
orden político coactivo. Esta modificación del concepto 
de la libertad es sumamente característica para la me- 
cánica de nuestro pensamiento social. La importancia 
inmensa, casi inconcebible, que posee la idea de liber- 
tad en la ideología política, solamente es explicable 
buscando su origen en una recóndita fuente del espíri- 
tu humano y en aquel instinto primitivo hostil al Es- 
tado que enfrenta al individuo con la sociedad. Y, sin 
embargo, este pensamiento de libertad, por un fenó- 
meno casi misterioso de autosugestión, se trueca en 
el mero anhelo hacia una determinada posición del 
Individuo dentro de la Sociedad. La libertad de la 
anarquía se transforma en libertad de la democracia. 
Esta transformación es más importante de lo que 
parece a primera vista. Rousseau, tal vez el primer 
teórico de la democracia, plantea la cuestión relativa 
al Estado ideal, que es para él el problema de la de- 
mocracia (1), en estos términos : «¿Cómo podría en- 


(1) Este planteamiento del problema no está libre de prejui- 
cios, porque al investigar la esencia de la democracia no cabe de 
antemano suponerla como la mejor forma del Estado. Tal error apa- 
rece también en la excelente disertación de SrerreN, Das Problem 
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contrarse una forma de sociedad que defienda y pro- 
teja a cada uno de sus miembros, y en la cual cada 
uno, aun uniéndose a los demás, sólo se obedezca a sí 
mismo y mantenga, por consiguiente, su libertad an- 
terior?» (1). La gran importancia que para él tiene 
la libertad como base y eje de su sistema político, está 
manitestada por sus críticas contra el principio parla- 
mentario en Inglaterra. «El pueblo inglés se cree libre, 
pero se engaña extraordinariamente, pues lo es sólo al 
elegir sus diputados ; una vez elegidos, vuelve a la ser- 
vidumbre y queda anulado » (2). Rousseau, como es 
sabido, deduce esta consecuencia de lo indirecto de 
aquella democracia. Aun cuando la voluntad imperante 
en el Estado se ha constituído por decisión inmediata 
del pueblo, el individuo sólo ha resultado libre en un 
momento : el de la votación, y esto suponiendo que 
haya votado con la mayoría y no con la minoría derro- 
tada. Por esto parece que el principio democrático de 
la libertad requiere que se reduzcan al mínimo los casos 
de aplastamiento de las minorías, considerándose como 
garantías para la libertad individual las mayorías cua- 


der Demokratie (3.2 ed., 1917), pues en el deseo de presentar la demo- 
cracia como forma mejor del Estado, niega algunas de sus carac- 
terísticas esenciales sólo porque las considera, tal vez con razón, 
desventajosas. Naturalmente, también es reprobable el defecto 
contrario. No se debe considerar la monarquía constitucional como 
la mejor forma de Estado si se quiere dar una « descripción polí- 
tica » objetiva de la democracia, como ocurre en la obra de HasBacH 
Die moderne Demokratie (1912). 

(D) Du contrat social, libro 1, cap. 6, 

(2) Ía., íd., libro TIL, cap. 15. 
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lificadas, y, a ser posible, la unanimidad de votos. 
Ahora bien, dada la comprobada diversidad de los 
intereses, es esto tan difícil en la vida práctica del Es- 
tado, que incluso un apóstol de la libertad, como lo era 
Rousseau, sólo exigía la unanimidad para el contrato 
social constitutivo del Estado. Esta restricción del prin- 
cipio de la unanimidad al acto hipotético de la crea- 
ción del Estado no se explica solamente por razones 
de oportunidad, como suele suponerse. Del principio de 
la unanimidad, derivado de la aspiración hacia la li- 
bertad, para la celebración del contrato social, resulta- 
ría en rigor que también el mantenimiento de éste de- 
pendería del asentimiento constante de todos, y, por 
consiguiente, que todos estarían autorizados para se- 
pararse de la comunidad y sustraerse a la vigencia del 
orden social mediante la negación de éste. En ello se 
manifiesta claramente el conflicto insoluble entre la 
idea de la libertad individual y la de un orden social, 
el cual en su esencia íntima sólo es posible en un ré- 
gimen que, al fin y al cabo, no depende de la voluntad 
de los sujetos a él. Esta validez objetiva del orden co- 
lectivo permanece intacta ante un criterio específica- 
mente social, aun cuando el contenido de este orden 
sea determinado de algún modo por la voluntad de los 
sujetos a él. Pero la objetividad formal requiere tam- 
bién otra material. En el caso límite en que el imperati- 
vo social « haz esto » está condicionado por un « cuando 
y como quieras», el orden pierde todo el sentido social. 
Por ello, si ha de existir la sociedad en general, y en 
particular el Estado, debe mediar también la posibili- 


ESENCIA Y VALOR DE LA DEMOCRACIA 21 


dad de una diferencia entre el orden y la voluntad 
sujeta a éste. Si la diferencia entre estos dos polos, en- 
tre la idea y la realidad, fuese nula, esto es, si el valor 
de la libertad fuese infinito, resultaría imposible la 
existencia de subordinados. En cuanto la democracia, 
inspirándose, al menos hipotéticamente, en la idea de 
la libertad, desarrolla por determinaciones de la ma- 
yoría el orden inicialmente creado por unanimidad, 
viene a conformarse con una mera aproximación a la 
idea original. Es un paso más en la metamorfosis de 
la idea de libertad que todavía se interprete como 
autodeterminación, o sea como gobierno exclusivo de 
la propia voluntad, el hecho de la sumisión a la volun- 
tad de la mayoría (1). 

Mas ni siquiera el que vote con la mayoría puede 
decir que está exclusivamente sometido a su propia 
voluntad, como puede apreciarlo tan pronto como mo- 
difique la opinión que manifestó en su voto. La inefi- 
cacia jurídica de tal cambio de voluntad le demuestra 


(1) Tampoco el derecho consuetudinario resuelve la contra- 
dicción entre el ideal social y la vida individual, aunque otra cosa 
parezca, pero la reduce a un mínimo en cuanto ordena : «Condúcete 
como tus compañeros acostumbren a conducirse. » La sinrazón de 
la violación del orden se convierte, así, de antemano en una mera 
excepción de la regla. En ello demuestra el derecho consuetudinario 
su carácter democrático frente a la ley, máxime cuando ésta, como 
en tiempos pasados, aparecía como mandamiento de la divinidad, 
de un sacerdote representante de ella o de un rey legendario de 
estirpe divina. Imponiéndose la teoría y la práctica del derecho con- 
suetudinario precisamente en los tiempos -del absolutismo político, 
actúa como principio contrario y contrapeso, a modo de un regu- 
lador del poder. 
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bien claramente la presencia de una voluntad ajena, o, 
para decirlo con más rigor, la validez objetiva del orden 
a que está sujeto. Para recuperar su libertad, precisa- 
ría hallar una mayoría que coincidiese con su cambio 
de opinión. Pero esta concordancia entre la voluntad 
del individuo y la del Estado es tanto más remota, y 
tanto más problemática la garantía para la libertad 
individual, cuanto mayor sea la mayoría necesaria 
para imponer un cambio a la voluntad del Estado. Una 
y Otra resultarían imposibles cuando para esto se exi- 
giese una absoluta unanimidad de votos. De aquí re- 
sulta, en el mecanismo de la política, un contrasentido 
digno de observarse. Lo que antes servía, al fundarse 
el orden del Estado, en congruencia absoluta con la 
idea de la libertad, para la protección de ésta, se con- 
vierte de pronto en una cadena, cuando no es posible 
ya sustraerse al orden. La fundación del Estado, la 
génesis del orden jurídico o de la voluntad del Estado 
no tiene lugar casi nunca en la realidad social, ya que el 
hombre en la mayoría de los casos nace situado dentro 
de un régimen ya constituido, en cuyo surgimiento no 
le ha cabido parte, y que, por lo tanto, se le presenta 
desde el principio como obra de una voluntad ajena. 
Queda, pues, solamente a su alcance el desenvolvi- 
miento y las rectificaciones de aquel orden. Bajo este 
aspecto, el principio de la mayoría absoluta (y no cua- 
lificada) significa la aproximación relativamente mayor 
a la idea de la libertad. 

De ésta debe derivarse el principio de la mayoría, 
y no, como suele hacerse, de la idea de igualdad. Desde 
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luego, es supuesto del principio de la mayoría el valor 
igual de las opiniones de los diversos individuos. Pero 
esta igualdad es sólo una imagen, y no puedesignificar 
la efectiva mensurabilidad de las voluntades o de las 
personalidades humanas ni tampoco la posibilidad de 
sumarlas. Sería imposible justificar el principio de la 
mayoría diciendo que más votos tienen mayor peso que 
menor cantidad de ellos. De la presunción puramente 
negativa de que uno no vale más que otro, no puede 
deducirse positivamente que deba prevalecer la opinión 
de la mayoría. Si se tratase de inferir el principio de la 
mayoría de la sola idea de la igualdad, se le daría el 
carácter mecánico y ausente de espiritualidad que le 
reprochan los partidarios de la autocracia. Sólo sería 
la expresión pobremente formulada de la realidad de 
ser superiores los muchos a los pocos, y la afirmación 
de ser la fuerza antes que el Derecho (Macht geht vor 
Recht), sólo quedaría superada por convertirla en prin- 
cipio jurídico. La sola idea de que, si no todos, sean 
libres el mayor número posible de hombres, es decir, 
que el menor número posible de ellos tenga una volun- 
tad opuesta a la voluntad general del orden social, con- 
duce, de un modo lógico, al principio de la mayoría. 
La prueba de que al mismo tiempo se considera la 
igualdad como un principio fundamental de la demo- 
cracia, consiste en que no se atribuye la libertad a éste 
o aquél por valer más que el otro, sino que se busca 
hacer libres al mayor número posible de hombres. Por 
esto la concordancia entre la voluntad individual y la 
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del Estado es tanto más fácil mientras menos volun- 
tades sean precisas para rectificar en una votación la 
voluntad del Estado. La mayoría absoluta representa 
en la práctica el límite máximo. Con una mayoría me- 
nos cualificada, sería posible que la voluntad del Es- 
tado en el momento de su formación hallase más vo- 
luntades individuales adversas que favorables; con 
otra más cualificada, podría ocurrir que la voluntad 
del Estado en poder de una minoría que impidiese rec- 
tificarla, viniese a estar en contraposición con una ma- 
yoría de voluntades individuales. 

La transformación del concepto de libertad, pasan- 
do de ser representativa de la no sumisión del individuo 
a la autoridad del Estado, a concebirse como una coope- 
ración del individuo en ésta, refleja el tránsito del libe- 
ralismo a la democracia. Puesto que el ideal de la de- 
mocracia se considera logrado desde el punto en que 
los sujetos al orden del Estado participen en la confor- 
mación del mismo, se desentiende aquel ideal de la 
medida en que el orden del Estado afecta a los indivi- 
duos que cooperan a formarlo, es decir, que se despre- 
ocupa del grado en que su «libertad» quede mermada. 
Así, la democracia — siempre que el poder del Estado 
sea exclusivamente determinado por los individuos su- 
jetos a él — es compatible aún con el mayor predominio 
del poder del Estado sobre el individuo e incluso con 
el total aniquilamiento de la «libertad » individual y 
con la negación del ideal del liberalismo. Y la His- 
toria demuestra que el poder del Estado democrático 
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no propende a la expansión menos que el autocrá- 
tico (1). 

A causa de la inevitable discrepancia entre la vo- 
luntad individual, punto de partida de la idea de liber- 
tad, y el orden del Estado, que prevalece sobre aquella 
voluntad aun en el régimen democrático, donde esta 
discrepancia queda reducida a un mínimo, se produce 
una nueva transformación en la representación de la 
voluntad política. La libertad del individuo, que fun- 
damentalmente es imposible, pierde poco a poco im- 
portancia ante la libertad de la colectividad social. La 
protesta contra el poder de quien no es distinto de los 
demás, determina en la conciencia política una trasla- 
ción, un desplazamiento del sujeto del poder — impres- 
cindible hasta en la democracia — mediante la creación 
de la personalidad anónima del Estado, a la que se atri- 
buye el imperio, y no a ninguna persona física. Así, de 
las voluntades y personalidades individuales se abs- 
trae una voluntad colectiva y una personalidad moral 
casi mística. Esta ficticia abstracción se dirige no tan- 
to a la voluntad de los sometidos al poder como a la 

' voluntad de aquellos hombres que de hecho lo ejercen 
y que de esta manera aparecen como meros órganos de 
un sujeto hipostático del poder. La autocracia tiene 


(1) Véase mi Teoría general del Estado, 1925, pág. 40, acerca 
de la medida en que se relaciona el cambio característico desde la 
ideología del liberalismo o anarquismo a la de una democracia esta- 
tal, con la situación de los grupos sociales que mantienen estas 
ideologías en el Estado y, principalmente, con la relación entre el 
poder del Estado y la burguesía y el proletariado. 
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por gobernante a un hombre de carne y hueso, aunque 
elevado a categoría divina, mientras que en la demo- 
cracia funciona como titular del poder el Estado como 
tal. La apariencia del Estado como persona inmaterial 
oculta el hecho del dominio del hombre sobre el hom- 
bre, intolerable para el sentir democrático. La personi- 
ficación del Estado, que viene a ser fundamental para 
la teoría del Derecho político, tiene también, sin duda, 
su raíz en esta ideología de la democracia. 

Una vez eliminada la idea de un hombre que go- 
bierne sobre los demás, cabe admitir que el individuo 
obligado a obedecer el orden político carezca de liber- 
tad, ya que al mismo tiempo que el sujeto del poder, se 
transforma también el sujeto de la libertad, subra- 
yándose, además, que el individuo, en cuanto crea, 
mediante una relación orgánica con otros individuos, 
el orden político, es libre dentro de esta relación, y sólo 
dentro de ella. La tesis de Rousseau, según la cual el 
súbdito renuncia a su libertad para recuperarla como 
ciudadano, es muy característica, porque en esta dis- 
tinción entre súbdito y ciudadano está la clave para 
comprender los dos diversos órdenes de las relaciones 
sociales y el planteamiento completo del problema. El 
súbdito es el individuo aislado dentro una teoría in- 
dividualista de la sociedad, mientras que el ciudadano 
es parte integrante de un todo orgánico superior, miem- 
bro perteneciente a una entidad colectiva dentro de 
una teoría universalista de la sociedad, a una entidad 
colectiva que partiendo de la estimación puramente 
individualista de la libertad, alcanza un carácter tras- 
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cendental y metafísico (1). El desplazamiento es tan 
radical que dentro de estos principios no puede soste- 
nerse ya, o cuando menos no es menester exigir que el 
ciudadano aislado sea libre. La consecuencia lógica- 
mente deducida por algunos autores, es que siendo libre 
el ciudadano sólo en cuanto pertenece al Estado, no 
debe ser libre el ciudadano individual en sí, sino la 
persona del Estado. Esto se expresa también diciendo 
que únicamente es libre el ciudadano de un Estado 
libre. El lugar de la libertad del individuo es ocupado 
por la soberanía del pueblo, o, en otros términos, el 
Estado libre como supuesto fundamental. 

Éste es el último grado en la metamorfosis de la 
idea de libertad. Quien no pueda o no quiera seguir el 
desenvolvimiento autemático que este concepto reco- 
rre a impulso de la lógica inmanente, póngalo en cuen- 
ta a la contradicción existente entre el sentido origina- 
rio y el definitivo, y renuncie a la comprensión de las 
conclusiones deducidas por el más diestro expositor de 
la democracia, el cual no retrocede ante la afirmación 

_de que el ciudadano sólo es libre merced a la volun- 
tad colectiva y que, por lo tanto, al que se niegue a 


(1) Volonté générale de Rousseau — expresión antropomor- 
fista para designar el orden objetivo del Estado subsistente con in- 
dependencia de las voluntades individuales, de la volonté de tous — 
es completamente incompatible con la teoría del contrato social 
del Estado, que es una función de la subjetiva volonté de tous. 
Esta contradicción entre principios subjetivistas y objetivistas, O, 
si se quiere, esta trayectoria desde un punto de partida subjetivo 
hasta un resultado final objetivo, no es menos característica para 
Rousseau que para Kant y FICHTE. 
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someterse a esta voluntad, debe obligársele a ser libre 
sometiéndole de modo coactivo a la voluntad del Es- 
tado. Más que una paradoja, es un símbolo de la de- 
mocracia, que en la República genovesa se leyese en las 
puertas de las cárceles y en las cadenas de los galeo- 
tes la palabra «Libertad ». (1) 


(1) Según RoussEau, ob. cit., libro IV, cap. II. 


1 


El pueblo 


La metamorfosis de la idea de libertad conduce de 
la idea a la realidad de la democracia. Su naturaleza 
sólo puede comprenderse a través de la antítesis entre 
ideología y realidad tan peculiar y característica en el 
problema de la democracia. Gran parte de la incom- 
prensión que se advierte en las controversias en torno 
a la democracia, procede de que uno se refiere única- 
mente a la idea y otro a la realidad del fenómeno, y 
ambos yerran, porque ninguno concibe la totalidad, 
esto es, la realidad iluminada por la ideología que sobre 
ella se alza, y la ideología en contacto con la realidad a 
" que sirve de base (1). Este antagonismo entre idea y 
realidad no sólo tiene importancia sobre la idea de li- 
bertad, principio fundamental de la democracia, sino 
que también se hace sentir en los elementos construc- 
tores de ésta, y especialmente en el concepto de pueblo. 


(1) Acerca del dualismo entre Ideología y Realidad, caracte- 
rístico para todas las formas sociales, cfs. mi ponencia en las 
«Actas del 5,” Congreso alemán de Sociología », Tlbingen, 1926, 


página 38. 
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La democracia es la idea de una forma de Estado o 
de Sociedad en la que la voluntad colectiva, o más exac- 
tamente, el orden social, resulta engendrado por los 
sujetos a él, esto es, por el pueblo. Democracia significa 
identidad de dirigentes y dirigidos, del sujeto y objeto 
del poder del Estado, y gobierno del pueblo por el pue- 
blo. Ahora bien, ¿qué es el pueblo? Parece ser un 
supuesto fundamental de la democracia que una plu- 
ralidad de hombres se reduzca mediante ella a una uni- 
dad. Para la democracia, el pueblo, como unidad, es 
tanto más importante cuanto que actúa, más bien que 
como objeto, como sujeto del poder o, por lo menos, 
así ocurre en teoría. Sin embargo, para una investiga- 
ción atenta a la realidad de los hechos, no hay precisa- 
mente nada más problemático que aquella unidad 
designada con el nombre de «pueblo ». Fraccionado por 
diferencias nacionales, religiosas y económicas, repre- 
senta —según el criterio sociológico -— más bien una 
aglomeración de grupos que una masa compacta de na- 
turaleza homogénea (1). Sólo puede considerársele como 
unidad en sentido normativo, pues la unidad del pue- 
blo como coincidencia de los pensamientos, sentimien- 
tos y voluntades y como solidaridad de intereses, es un 
postulado ético-político afirmado por la ideología na- 
cional o estatal mediante una ficción generalmente em- 
pleada y, por ende, no sometida a revisión. En defini- 
tiva, la unidad del pueblo es sólo una realidad jurídica 


(1) Cfs. sobre ello mi obra Der soziologische und der juristische 
Staatsbegriff, 2.2 edición, 1928, pág. 4. 
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que puede ser descrita con alguna precisión en los si- 
guientes términos : Unidad de ordenación jurídica del 
Estado reguladora de la conducta de los hombres su- 
jetos a ella (1). Mediante ella se realiza — como con- 
tenido de las normas jurídicas integrantes del orden — 
la unidad de una pluralidad de acciones, que es lo que 
caracteriza al «pueblo » como elemento de la ordena- 
ción social específica calificada de Estado. Como tal 
unidad, el pueblo no es —como supone la acepción 
corriente — una masa o un conglomerado de hombres, 
sino un sistema de actos individuales regidos por la 
ordenación jurídica del Estado. El hombre nunca per- 
tenece en su totalidad, o sea con todas sus funciones y 
actividades espirituales y físicas, a la colectividad so- 
cial, ni siquiera al Estado, que es quien más puede ab- 
sorberle (2), y mucho menos en un Estado cuya forma 
se inspire en el ideal de la libertad. Siempre son sola- 
mente muy determinadas las manifestaciones del indi- 
viduo afectadas por la ordenación política, y siempre 


(1) «Desde el punto de vista democrático no existe voluntad 
popular con entidad propia. El pueblo se compone de las manifes- 
.taciones de voluntad de muchos individuos. Cuando éstos entran 
en relaciones legales y sancionan un derecho, la mayoría de sus 
voluntades se convierte en voluntad popular. Los ideólogos de la 
democracia no ven que la fuerza creadora del Derecho, además de 
la garantía para las libertades individuales, encierra en sí una es- 
pecie de voluntad colectiva » (KoIGEx, ob. cit., pág- 142). En este 
párrafo palpita la idea de que la unidad del pueblo sólo es posible 
como organización, esto es, como orden jurídico. De aquí la pregunta 
de Ko1cEN ¿Por ventura los conceptos pueblo y derecho son con- 
gruentes ? » (ob. cit., pág. 7). 

(2) Cfs. sobre esto mi Teoría general del Estado, págs. 196 y ss, 
EnrrorIan Lamor, S, A., Barcelona, 
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ha de quedar fuera de ésta una parte más o menos 
grande de la vida humana, permaneciendo, por consi- 
guiente, exenta del Estado una determinada esfera del 
individuo. Por esto es una ficción que se pretenda 
reemplazar la unidad de una pluralidad de actos hu- 
manos constituída por la ordenación jurídica del Esta- 
do, que es lo que denominamos « pueblo », por un con- 
junto homogéneo de hombres, y presumir así que todos 
los seres humanos, que sólo pertenecen al pueblo del 
Estado en razón de determinados actos individuales 
prescritos o prohibidos por el orden jurídico, sean 
quienes forman aquel elemento del Estado con la in- 
tegridad de su naturaleza. Esta ilusión es la que des- 
truye Nietzsche en su «Zarathustra » al señalar el 
«nuevo ídolo » con las palabras: «El Estado es el más 
glacial de los monstruos. Miente fríamente, y de suboca 
sale esta falacia: Yo, el Estado, soy el pueblo » (1). 

Si la unidad del pueblo es sólo la unidad delos actos 
humanos regidos por la ordenación jurídica del Esta- 
do, queda el pueblo reducido — dentro de esta esfera 
normativa en la cual aparece el «poder » como vínculo 
normativo y como imposición de una ley —a un objeto 
del poder en cuanto unidad. Como sujeto del mismo, 
sólo pueden ser reputados los hombres, puesto que ellos 
han colaborado para instituir la ordenación política. 
Y precisamente en esta función substancial para la 
idea de la democracia, precisamente en el momento 
en que el « pueblo » influya en el proceso de la erección 


(1) «Así hablaba Zarathustra », Parte 1, 
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de las normas, se manifiesta la diferencia inexcusable 
entre este «pueblo » y el « pueblo » como masa de los 
sometidos a las normas. Es tan necesario que no todos 
los que perteneciendo al pueblo como sujetos a las 
normas o al poder participen en el proceso de la crea- 
ción de aquéllas — condición consabida para el ejer- 
cicio del poder —, no pudiendo, por consiguiente, ser 
titular del mismo el pueblo, que los ideólogos demócra- 
tas no aprecian en la mayoría de los casos el abismo 
que salvan al identificar el « pueblo » en ambas acep- 
ciones. La participación en la formación de la voluntad 
colectiva es el contenido de los llamados derechos polí- 
ticos. El pueblo, como conjunto de lostitulares de estos 
derechos, representa, aun en una democracia radical, 
sólo un pequeño sector de la totalidad de los sometidos 
a la ordenación política, o sea del pueblo como objeto 
del poder. Ciertos límites naturales, como la edad, la 
capacidad mental y moral, se oponen a la generaliza- 
ción de los derechos políticos y restringen al pueblo en 
el sentido activo, en tanto que para el concepto del 
pueblo en el sentido pasivo no existe restricción algu- 
. na. Es característico que en la ideología democrática 
quepan las mayores restricciones del pueblo como con- 
-junto de los partícipes en el poder. La exclusión de los 
esclavos y la que hoy subsiste todavía para las mujeres 
en el disfrute de los derechos políticos no impide que 
se considere democrática la ordenación política. Esto 
aparte del privilegio dimanante de la nacionalidad, con- 
siderada como institución necesaria y elemental — error 
que procede precisamente de la tendencia señalada a 


3. HANS KELSEN: Esencia y valor de la democracia. —349. 
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la restricción de los derechos políticos (1). Sin embar- 
go, la experiencia del moderno desarrollo constitucio- 
nal demuestra que los derechos políticos no son in- 
herentes a la nacionalidad. Así, por ejemplo, la Cons- 
titución de la Rusia soviética, derribando una barrera 
milenaria, concede la igualdad política a los extran- 
jeros residentes en Rusia por razón de su trabajo. Al 
hacerlo así, sienta la Constitución de los Soviets un 
hecho de trascendencia histórica en el desarrollo jurí- 
dico tan peculiar para el paulatino progreso de la Hu- 
manidad, dentro del cual el extranjero fué origina- 
riamente un enemigo proscrito, equiparado más tarde 
y tras un lento proceso al nacional en sus derechos 
civiles, y privado todavía hoy, casi en general, de dere- 
chos políticos. Por otra parte, el retroceso en otros 
aspectos es todavía más flagrante, quedando excluí- 
das de los derechos políticos ciertas categorías de ciu- 
dadanos como consecuencia de su posición en la lucha 
de clases. 

Si se quiere pasar del concepto ideal del pueblo a 
su concepto real, no basta conformarse con reemplazar 
el conjunto de todos los sujetos al poder por el sector 
mucho más limitado de los titulares de derechos polí- 
ticos, sino que es preciso dar un paso más y tomar en 
cuenta la diferencia existente entre el número de estos 
últimos y el de los que, en realidad, ejercen sus dere- 
chos políticos ; esta diferencia varía según la tensión 
del interés político, pero siempre representa una cifra 


(1) Cfs. mi Teoría general del Estado, pág. 208. EbrrorraL 
Labor, S. A., Barcelona. 
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considerable y sólo puede ser mermada por la prepa- 
ración sistemática para la democracia. Como el «pue- 
blo », soporte de la idea democrática, es el «pueblo » 
gobernante y no el gobernado, sería admisible desde 
un punto de vista realista una limitación todavía más 
estrecha del concepto en cuestión. Dentro de la masa 
de aquellos que ejerciendo efectivamente sus derechos 
políticos toman parte en la formación de la voluntad 
del Estado, habría que distinguir entre los que sin opi- 
nión ni criterio propios obedecen a la influencia de 
otros, y los pocos que por su propia iniciativa — en 
armonía con la idea de la democracia — imprimen una 
dirección al proceso de formación de la voluntad co- 
lectiva. Semejante investigación conduce al descubri- 
miento de la virtualidad de uno de los elementos más 
destacados de la democracia real : los partidos políticos, 
que reúnen a los afines en ideas con objeto de garanti- 
zarles una influencia eficaz en la marcha de la vida 
pública. Estas organizaciones sociales tienen todavía 
un carácter casi siempre amorfo, presentándose bajo la 
forma vaga de asociaciones libres, y en ocasiones no 
llegan siquiera a serlo, sino que carecen hasta de per- 
sonalidad jurídica. Y, sin embargo, brota de su seno 
una parte muy esencial de la formación de la voluntad 
colectiva : la preparación decisiva para la dirección de 
aquella voluntad, proceso que, alimentado por los im- 
pulsos de los partidos políticos y por muchas fuentes 
anónimas, sólo sale a la superficie en la Asamblea na- 
cional o en el Parlamento, donde encuentra un cauce 
regular. La democracia moderna descansa, puede de- 
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cirse, sobre los partidos políticos, cuya significación 
crece con el fortalecimiento progresivo del principio 
democrático. Dada esta realidad, son explicables las 
tendencias — si bien hasta ahora no muy vigorosas — a 
insertar los partidos políticos en la Constitución, con- 
formándolos jurídicamente con lo que de hecho son 
ya hace tiempo : órganos para la formación de la vo- 
luntad estatal. Esto constituiría solamente un fenó- 
meno parcial de aquel proceso que se ha denominado 
de «racionalización del poder» (1), y que va apare- 
jado con la democratización del Estado moderno. De 
todos modos, no son pocos los obstáculos que se oponen 
a esta racionalización en general y a la consagración de 
los partidos políticos como órganos constitucionales del 
Estado en especial. No hace mucho tiempo todavía las 
legislaciones desconocían oficialmente la existencia de 
los partidos políticos, adoptando frente a ellos una ac- 
titud abiertamente negativa, y aun hoy no se tiene 
plena conciencia de que la hostilidad de las antiguas 
monarquías centroeuropeas contra los partidos, y la 
contraposición esencial establecida por la ideología de 
la monarquía constitucional, sobre todo entre los par- 
tidos políticos y el Estado, no era sino una enemistad 
mal disimulada contra la democracia. Es patente que 
el individuo aislado carece por completo de existencia 
política positiva por no poder ejercer ninguna influen- 


(1) Cís. sobre ello Die Rationalisierungs der Macht im neuen 
Verfassungsrecht, por B. MIRKINE-GUETZÉVICH, en la Zeitschr. f. 
Off. Recht, tomo IIL pág. 259. 
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cia efectiva en la formación de la voluntad del Estado, 
y que, por consiguiente, la democracia sólo es posible 
cuando los individuos, a fin de lograr una actuación 
sobre la voluntad colectiva, se reúnen en organizacio- 
nes definidas por diversos fines políticos, de tal manera 
que entre el individuo y el Estado se interpongan aque- 
llas colectividades que agrupan en forma de partidos 
políticos las voluntades políticas coincidentes de los 
individuos (1). Así no puede dudarse que el descré- 
dito de los partidos políticos por parte de la teoría y la 
doctrina del derecho político de la monarquía consti- 
tucional encubría un ataque contra la realización de la 
democracia. Sólo por ofuscación o dolo puede sostenerse 
la posibilidad de la democracia sin partidos políticos. 
La democracia, necesaria e inevitablemente requiere 
un Estado de partidos. 

Ésta es la mera comprobación de una realidad que, 
estando demostrada por el desarrollo de todas las de- 
mocracias históricas, refuta una tesis, todavía muy 
extendida, según la cual la naturaleza de los partidos 


(1) Dada la tendencia absorbente de los partidos dentro de 
los cuales el individuo se halla todavía más deprimido que dentro 
del Estado, cuyo orden le reconoce derechos subjetivos y le concede 
la situación de un sujeto de derecho, debe considerarse como un 
desconocimiento de la naturaleza de los partidos el considerar a 
éstos como resultado de un «concepto atomísticoindividualista 
del Estado », tal como lo hace TrIEPEL en Die Staatsverfassung 
und die politischen Parteien. Berlín, 1927, pág. 31. El individua- 
lismo es, naturalmente, contrario al partidismo. Así se manifiesta, 
por ejemplo, en RoussEau, como tiene que reconocer el mismo 
TrIEPEL (ob. cit., pág. 10), 
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políticos es incompatible con la naturaleza del Estado, y 
éste, con arreglo a ella, no puede alzarse sobre grupos 
sociales, como son los partidos políticos. 


TRIEPEL es el típico representante de este dogma, y su obra 
antes citada está dedicada fundamentalmente a propugnarlo. 
«¿Cómo sería posible — dice — hacer depender el orden jurídico 
y la formación central de la voluntad del Estado de la voluntad 
de organizaciónes sociales que con arreglo a su existencia, órbita 
y carácter constituyen conjuntos de masa de la mayor volubilidad, 
que surgen y desaparecen súbitamente o cambian sus principios, de 
tal modo que a los pocos decenios no queda de sus fundamentos 
más que los nombres, y que en algunos Estados están construídas 
a base de principios completamente indefinidos o políticamente 
insignificantes ? » Nadie podrá sostener que esta caracterización 
de los partidos políticos responda a la realidad de las grandes demo- 
cracias, como, verbigracia, los Estados Unidos o Inglaterra con sus 
partidos relativamente tan sólidos, como el republicano y el demo- 
crático en la primera, y el conservador, el liberal y el laborista en 
la segunda. TRIEPEL mismo dice que en aquellos países «el parti- 
dismo se ha convertido en un rígido sistema de dos partidos ». Pero 
ni siquiera en Alemania y Austria ni tampoco en Francia reflejan 
la realidad las palabras de TriEPEL. Al describir los partidos 
sigue diciendo : « Por su naturaleza se fundan en el egoísmo, y por 
esto repugnan en principio la inclusión en la comunidad orgánica 
del Estado; ni siquiera afirman el Estado como tal, y su actividad 
predilecta consiste en la lucha. » Más tarde volveremos a referirnos 
en otro aspecto al «egoísmo » como base de los partidos. Baste por 
ahora la observación de que si el «egoísmo » de los partidos impi- 
diera su inclusión en la comunidad del Estado, sería más proble- 
mática la existencia del Estado que la de los partidos, pues la na- 
turaleza de los hombres cuya comunidad pretende ser el Estado, es 
egoísta en un grado mucho mayor. El egoísmo de los partidos sólo 
puede provenir de los hombres que los forman. Apenas existen par- 
tidos que nieguen el Estado como tal. Hasta la organización par- 
tidista del anarquismo — prescindiendo de su ideología — tiende, 
en realidad, igual que todos los partidos no conservadores, a'la 
transformación del orden estatal. TrieEPEL concluye : «En general, 
el Estado de partidos lleva en sí una contradicción difícilmente 
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conciliable. » Presenta como opinión predominante en Europa — y 
puede imaginarse que es la fórmula con la cual expresa la suya 
propia — la siguiente : El partidismo moderno «es el síntoma de 
una enfermedad », de una «decadencia » (pág. 29). Es, por consi- 
guiente, la misma tesis que, según la propia referencia de TRIEPEL, 
profesaban los « burgueses alemanes en la época de la crinolina ». 
Éstos «consideraban los partidos como un peligro para la tranqui- 
lidad del Estado, e incluso llegaban a ver en ellos una derivación 
moral » (pág. 10). Pero esto no era tanto porque los burgueses de 
aquel tiempo — como TRIEPEL cree — no fuesen «demócratas, 
sino liberales », ya que los liberales de aquella época no eran más 
que demócratas, como porque la ideología de la Monarquía, pro- 
ducto de la doctrina del Derecho político, había ejercido su in- 
fluencia sobre los burgueses « de la época de la crinolina ». 


La realidad política demuestra lo contrario. Lo que 
se pretende denominar «naturaleza » o «esencia » del 
Estado es, en verdad, con gran frecuencia un determi- 
nado ideal, y en este caso, un ideal antidemocrático. 


Si 'se quiere deducir de la esencia del Estado o del orden jurí- 
dico del Estado — para defender un postulado político — que los 
partidos políticos son incompatibles con aquél, será preciso chocar 
con la realidad no sólo del proceso social, sino del Derecho posi- 
tivo y del Estado históricamente existente. TRIEPEL se propone 
la hipótesis de que el Estado moderno, y especialmente el alemán, 
adoptase la naturaleza de un Estado de partidos, esto es, de un 
Estado que asimilase tan intensamente a su organización los par- 
tidos políticos que la voluntad y la acción del Estado en los asuntos 

_ decisivos dependiese siempre de la voluntad y la acción de los par- 
tidos (pág. 7). Plantea la cuestión refiriéndola a la realidad tanto 
en el sentido sociológico como en el jurídico ; pero la respuesta que 
él da se inspira en principios que no corresponden a la realidad, 
porque al demostrar TrrePELque el Estado y los partidos se hallan en 
contraposición esencial, lo hace para probar que el Estado moderno 
no es un Estado de partidos, porque éste no puede existir, según 
la doctrina de TrIEPEL sobre la naturaleza del Estado y de los par- 
tidos. «En la esfera de la legislación y del gobierno, en el campo de 
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la «integración » política, que es lo que nos interesa, el partido es 
un fenómeno extraconstitucional, y sus resoluciones son, bajo el 
aspecto jurídico, manifestaciones no obligatorias ni coactivas de un 
organismo ajeno al Estado. Por consiguiente, la aspiración de que 
el Estado moderno se funde en los partidos no puede ser man- 
tenida jurídicamente (págs. 24 y 25). Pero el mismo TRIEPEL se 
ve obligado a conceder que, « bajo la presión de las circunstancias », 
se ha transformado la actividad del orden jurídico estatal, origi- 
nariamente adversa a los partidos. Con esto se refiere al orden 
jurídico del Estado monárquico (págs. 15 y 16), y él mismo enumera 
una profusión de preceptos de Derecho positivo, en los que se re- 
conoce al partido político como factor de la formación de la volun- 
tad del Estado, particularmente en el proceso electoral. Sería 
absurdo negar que este desarrollo fuese susceptible de continuación. 
Es una apreciación subjetiva la que considera « extrañas » y « grotes- 
cas » algunas producciones de los partidos (pág. 22), que no pueden 
alterar el Derecho positivo. ¿Qué sentido tiene, pues, la declara- 
ción categórica de TRIEPEL sobre la «extraconstitucionalidad » de 
los partidos ? Por otra parte, llega a admitir que respecto a la efi- 
cacia del partido, las circunstancias reales se han desarrollado muy 
por encima de lo que el orden jurídico reconoce, y que estos fenó- 
menos no son arbitrarios ni casuales, sino resultantes de un proceso 
completamente natural (pág. 27), si bien ello no le impide denomi- 
narlos «síntomas », «enfermedades y degeneraciones ». Hasta llega 
a decir que «sería desentenderse de la realidad negar que la reali- 
dad de la vida política coincida totalmente con el cuadro del De- 
recho positivo. En verdad, son, a pesar de todo, los partidos polí- 
ticos los que determinan la gobernación del Estado » (pág. 26). 
Finalmente, confiesa que «también en Alemania se ha realizado el 
Estado de partidos » (pág. 27). ¿Es el mismo Estado de partidos 
que, según TRrIEPEL, es un contrasentido en sí mismo, y respecto 
al cual dice que «es una pretensión jurídicamente insostenible 
afirmar que el Estado se edifique sobre partidos intolerables como 
entidades jurídicas, por ser fenómenos extraconstitucionales » ? 
(páginas 24 y 25). ¿ Acaso Alemania ha dejado de ser un Estado, y 
los partidos han dejado de serlo por constituir Alemania un Estado 
de partidos ? 

TRIEPEL ha reprochado en ocasiones a mi Reine Rechtslehre 
(Doctrina del derecho puro) su formalismo, contraponiendo a ella 
una doctrina de derecho estatal “más acomodada a la vida », que 


Po 
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se propone «relacionar íntimamente las normas de derecho estatal 
con las fuerzas políticas que las crean y elaboran, y que, a su vez, 
son dominadas por el derecho estatal » (Staafsrecht und Politik, 
1926 págs. 17 y 18). Temo que la doctrina del derecho estatal 
de TrIEPEL, por lo menos en lo que respecta al problema de los 
partidos políticos, padece de un formalismo mucho más distanciado 
de la vida que la doctrina del derecho puro, pues ésta sólo pretende 
ser una teoría del Derecho positivo, y seguramente seguirá siendo 
útil aun cuando adopte un contenido no ajustado a criterios teóri- 
cos. Precisamente lo que motiva su «pureza » es que prefiere ser 
tachada de formalista — aunque inmerecidamente y sin que TrIE- 
PEL justifique este reproche — antes de consentir en ceñirse a una 
«vida » que le sea políticamente simpática y de tratar en poner las 
normas del derecho estatal en estrecha concordancia solamente 
con aquellas «fuerzas políticas» que subjetivamente considere 
estimables. 

¡ Sin embargo, éste es el método típico para la teoría tradicio- 
nal del Derecho político 1 Lo que políticamente se considera ape- 
tecible, se atribuye a la esencia o al concepto del Estado, y lo que 
se repugna, considérase incompatible con tales esencia y concepto. 
Pero ¿no es ésta propiamente la jurisprudencia casuística ? Como 
es natural, semejante método pretende aislar el Derecho político 
de la Política, y no puede extrañar que los adversarios políticos, 
mediante él lleguen a demostrar tesis opuestas. 


¿A qué se debe que se considere como esencialmente 
inconciliables con el Estado a los partidos políticos ? 
- Suele decirse que éstos constituyen una mera comunidad 
de intereses de grupo, fundándose así en el egoísmo, 
en tanto que el Estado representa el interés colectivo, 
estando por encima de los intereses de grupo y más 
allá de los partidos políticos organizados. 

En primer lugar, junto a los partidos de intereses 
existen partidos doctrinales, si bien hay que reconocer 
que tampoco pueden desentenderse en absoluto de la 
coincidencia de intereses básicos, así como también es 
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un hecho palpable que los Estados históricos repre- 
sentan casi siempre, bajo la aureola ideológica de que 
se rodea todo poder, organizaciones puestas al servi- 
cio de los intereses del grupo gobernante. Su preten- 
sión de obrar como instrumentos del interés colectivo 
de una comunidad solidaria significaría en el mejor 
caso tomar el ideal por la realidad; pero, por regla gene- 
ral, no pasan de idealizar la realidad por motivos polí- 
ticos, o sea de pretender justificarla. Por lo demás, el 
ideal de un interés colectivo superior a los intereses de 
grupo y, por consiguiente, «suprapartidista », esto es, 
la solidaridad de intereses de todos los miembros de la 
colectividad sin distinción de confesión, nación, clase, 
etcétera, viene a ser una ilusión metafísica o, mejor 
dicho, « metapolítica », que suele denominarse con ter- 
minología bastante confusa comunidad «orgánica » o 
articulación « orgánica » de ella y contraponerse al lla- 
mado «Estado de partidos », esto es, a Ja democracia 
mecánica. 

Al tratar de la cuestión relativa a qué otros gru- 
pos políticos podrían sustituir a los partidos como 
factores de la formación de la voluntad del Estado, se 
demuestra lo infundado de esta argumentación contra 
los partidos políticos, siendo casi el único recurso con- 
ceder a los grupos profesionales la función que hoy 
desempeñan los partidos. El carácter interesado de 
estos grupos, cuya trascendencia política analizare- 
mos más adelante, no es inferior, sino probablemente 
más intenso todavía que el de los partidos políticos, 
puesto que en aquéllos sólo pueden mediar intereses 
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materiales (1). La voluntad colectiva, dentro de la 
inevitable pugna de intereses acreditada por la expe- 
riencia, si no ha de ser la expresión unilateral del inte- 
rés de un grupo, sólo puede consistir en la resultante o 
transacción de intereses divergentes, y la articulación 
del pueblo en partidos políticos significa propiamente 
la creación de condiciones orgánicas que hagan posible 
aquella transacción y permitan a la voluntad colecti- 
va orientarse en una dirección equitativa. La actitud 


(1) TrrePEL, que rechaza a los partidos políticos como ele- 
mentos constitutivos del Estado a causa de su «egoísmo », cree 
que «las organizaciones profesionales podrían servir de fundamento 
al Estado siempre que poseyesen tanta homogeneidad y una igual- 
dad tan perfecta entre los intereses de sus miembros que no cupiera 
en ellas la posibilidad de una brecha que los partidos políticos pu- 
dieran utilizar » (pág. 30). Que los partidos políticos se inspiren en 
el «egoísmo », quiere decir únicamente que presiguen «intereses » 
comunes. Por consiguiente, no se les pueden contraponer como en- 
tidades heterogéneas las organizaciones profesionales, que son igual- 
mente comunidades de intereses. Podrán competir con los partidos 
políticos — y éste es el sentido de las palabras de TrrePEL— sólo 
cuando las comunidades de intereses representadas por ellos sean 
más coherentes. 

Rechazando así, en principio, el Estado de partidos, que es 

_tanto como decir la democracia moderna, se ve TRIEPEL en el caso 
de señalarle un sustitutivo, como lo hace diciendo que «la concep- 
ción atomística-individualista del Estado », considerada errónea- 
mente por TRIEPEL como raíz de los partidos, debe ser «abando- 
nada, reemplazándola por una concepción orgánica ». ¿En qué 
consistiría, pues, este organismo ? El cambio se efectuará lenta- 
mente según él. Pero no tardará en sonar la hora del Estado de 
partidos. Ya hay otras fuerzas colectivas en plena actividad, «que 
poco a poco, siguiendo una evolución natural » — aunque también 
el Estado de partidos, según TrIEPEL, ha surgido de un «proceso 
natural »— «conducirán a una nueva articulación del pueblo, 
convirtiendo la masa pasiva en una unidad viva dentro de la plura- 
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adversa a la constitución de los partidos, y hostil, en 
el fondo, a la democracia, sirve, consciente o incons- 
cientemente, a fuerzas políticas que tienden a la hege- 
monía de un solo grupo de intereses, que en la misma 
medida en que se niega a tomar en cuenta otro interés 
ajeno, procura disfrazarse ideológicamente como inte- 
rés colectivo «orgánico », «verdadero » y «compren- 
sivo ». Toda vez que la democracia como Estado de 
partidos insiste en deducir la voluntad colectiva de la 


lidad ». El hecho de que el pueblo en la democracia — TRIEPEL 
siempre habla del Estado de partidos — sea una masa pasiva, no 
contribuye a dar una idea de su «organización » en el Estado fu- 
turo; la «unidad dentro de la pluralidad » es otra expresión que 
nada dice. TrIEPEL continúa : «Muchos creerán mi profecía una 
ilusión romántica. » Pero esto no es de temer, pues la « profecía » es 
completamente vana. En vista de lo que indica sobre el Estado 
futuro, al que consagra sus simpatías, resulta incomprensible su 
afirmación de que «no son duendes ni fantasmas, sino seres vivien- 
tes los que desde la sociedad mecánica de la actualidad van a evolu- 
cionar hacia formas orgánicas ». Tampoco es una contestación para 
la pregunta relativa a cómo será el « Estado orgánico », la afirma- 
ción de que la sociedad actual sea mecánica. No pasa de decir que 
será un «organismo ». « Cuando se Jogre poner al servicio del Estado 
las fuerzas que con pujanza incontrastable brotan del seno del 
pueblo, articuladas en una nueva autonomía económica y espiri- 
tual » — la «autonomía » es una institución puramente democrá- 
tica — « que lejos de dispersarlo lo coordinen, cuando el Estado no 
sea disgregado, sino edificado desde los cimientos, entonces será 
un organismo genuino ». TRIEPEL expresa, finalmente, el deseo de 
«llegar a ver con sus propios ojos una generación feliz que hoy sólo 
podemos imaginar como ilusión para el futuro » (pág. 31). Con todo 
respeto, tras estas palabras no existe más que el despego hacia la 
democracia. Pero constituyen una documento característico para 
el concepto « orgánico » del Estado contrapuesto a las concepciones 
democráticas, 
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voluntad de los partidos, puede prescindir de la ficción 
de una voluntad colectiva «orgánica » y «supraparti- 
dista ». Un avance incontable conduce en todas las 
democracias a la división del pueblo en partidos polí- 
ticos, o, mejor dicho, ya que preliminarmente no exis- 
tía el «pueblo » como potencia política, el desarrollo 
democrático induce a la masa de individuos aislados a 
organizarse en partidos políticos, y con ello despierta 
originariamente las fuerzas sociales que con alguna 
razón pueden designarse con el nombre de «pueblo ». 
Si las Constituciones de las repúblicas democráticas 
— que en éste como en tantos puntos se hallan toda- 
vía bajo el influjo de la ideología de las monarquías 
constitucionales — niegan el reconocimiento jurídico a 
los partidos políticos, no es desde luego con la intención 
que perseguían aquéllas, o sea la obstrucción a la de- 
mocracia, sino por ceguera ante la realidad. 

La inserción constitucional de los partidos políticos 
crea también la posibilidad de democratizar la forma- 
ción de la voluntad colectiva dentro de su esfera. Esto 
es tanto más necesario cuanto que puede suponerse 
que es precisamente la estructura amorfa de este ám- 
bito lo que da lugar al carácter señaladamente aristo- 
crático-autocrático que tienen los procesos deformación 
de la voluntad colectiva dentro del mismo (1), aun en 
partidos de programa radicalmente democrático, La 
realidad de la vida del partido, en la que los personajes 


(1) Así lo ha señalado RoBerTOo MicHELS en su obra Zur 
Soziologie des Parteiwesens, 2.* ed. 
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destacados pueden influir mucho más intensamente de 
lo que podrían hacerlo dentro de los límites de una Cons- 
titución democrática, de aquella actividad en que toda- 
vía alienta la llamada « disciplina del partido » — cuan- 
do en las relaciones entre los partidos, esto es, en la 
esfera parlamentaria de la formación de la voluntad 
no existe en modo alguno una disciplina análoga del 
Estado —, asigna, por regla general, al individuo un 
campo muy exiguo de autodeterminación democrática. 

La transición del concepto ideal del «pueblo »a su 
realización supone un cambio no menos profundo que 
la metamorfosis de la « libertad » natural a la política. 
Por esto debe admitirse que la distancia entreideología 
y realidad, e incluso entre la ideología y el máximo de 
su posible realización, es siempre extraordinaria. Así, 
puede considerarse como algo más que una hipérbole 
retórica la célebre frase de Rousseau, según el cual una 
democracia en el sentido propio de la palabra no ha 
existido ni podría existir por repugnar al orden natu- 
ral que gobierne el mayor número y sea gobernado la 
menor parte restante (1). 

Con ello, o sea con la reducción de la libertad natu- 
ral a la autodeterminación política mediante el fallo 
de la mayoría, que restringe el concepto ideal del pue- 
blo al concepto mucho menos amplio del conjunto de 
los titulares de derechos políticos, o, más bien, de los 
ejercientes de tales derechos, no pueden darse todavía 
por terminadas las mermas que sufre la idea de la.de- 


(1) Ob. cit., libro HI, cap. 4. 
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mocracia en la realidad social. Sólo en la democracia 
directa, que, dada la magnitud de los Estados modernos 
y la diversidad de sus fines no puede encarnar en nin- 
guna forma política viable, es factible la creación de la 
ordenación social por acuerdo de la mayoría de los titu- 
lares de derechos políticos mediante el ejercicio de 
éstos en la Asamblea del pueblo. La democracia del 
Estado moderno es una democracia mediata, parla- 
mentaria, en la cual la voluntad colectiva que prevalece 
es la determinada por la mayoría de aquellos que han 
sido elegidos por la mayoría de los ciudadanos. Así, 
los derechos políticos — en los que consiste la libertad— 
se reducen en síntesis a un mero derecho de sufragio. 
De todos los elementos mencionados hasta ahora como 
restrictivos de la idea liberal y, por consiguiente, de la 
democracia, -el parlamentarismo es tal vez el más pode- 
roso. Por ello es preciso comprenderlo para entender 
también la verdadera naturaleza de aquellas formas 
que hoy se consideran como democracias. 


HI 
El Parlamento 


La lucha reñida a fines del siglo xv1H1 y a principios 
del xx contra la autocracia, era fundamentalmente 
una lucha por el parlamentarismo (1). De una Cons- 
titución que concediese a los representantes del pueblo 
una participación decisiva en la formación de la volun- 
tad política y que terminase con la dictadura del mo- 
narca, absoluto o con los privilegios de la ordenación 
jurídica estamental, se esperaban todos los progresos 
políticos imaginables: la constitución de un nuevo 
orden de sociedad y el amanecer de una era nueva y 
mejor. 

Y aunque el parlamentarismo como forma de Esta- 
do de los siglos xrx y xx pueda jactarse de una labor 
muy respetable, consistente en la emancipación de la 
ciudadanía frente a los privilegios hereditarios de las 
clases y más tarde en la igualdad política del proleta- 
riado, que tuvo por consecuencia el comienzo de la 


(1) Cís. para lo siguiente mi obra Das Problem des Parlamen- 
arismus, 1925, y la bibliografía citada en ella. 
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emancipación económica respecto de la clase capitalis- 
ta, los historiadores contemporáneos y la ideología polí- 
tica de hoy dictan un fallo desfavorable para el parla- 
mentarismo. Los partidos extremistas, tanto de la 
derecha como de la izquierda, lo rechazan cada vez 
más decididamente, pidiendo con fervor la dictadura 
o un orden de representaciones profesionales, e incluso 
los partidos del centro no ocultan cierto escepticismo 
respecto al ideal anterior. No nos engañemos sobre ello : 
se padece hoy de cierta fatiga producida por el parla- 
mentarismo, si bien no cabe hablar — como hacen al- 
gunos autores — de una crisis, una «bancarrota » o 
una «agonía » del parlamentarismo. 

Ya a mediados y a fines del siglo xix empezaron 
a suscitarse dudas sobre las ventajas del principio 
parlamentario, aunque, como es lógico, no pudieron 
adquirir gran importancia tales tendencias adversas al 
parlamentarismo bajo el imperio de la monarquía cons- 
titucional; el movimiento democrático, que aumen- 
taba lenta, pero irresistiblemente, y poseía su apoyo 
principal en el Parlamento, hizo que quedasen inefica- 
ces. Ahora bien, las circunstancias toman otro cariz 
completamente distinto cuando tales dudas sobre el 
parlamentarismo surgen allí donde el mismo principio 
parlamentario domina ilímitadamente, como en nues- 
tra época ocurre. Dentro de la república democrática- 
parlamentaria, el problema del parlamentarismo es de 
importancia trascendental. La existencia de la demo- 
cracia moderna depende de la cuestión de si el Par- 
lamento es un instrumento útil para resolver las nece- 


4. HANs KELSEN: Esencia y valor de la democracia. — 349. 
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sidades sociales de nuestra era. Aunque la democracia 
y el parlamentarismo no son idénticos, no cabe dudar 
en serio — puesto que la democracia directa no es 
posible en el Estado moderno — que el parlamentaris- 
mo es la única forma real en que puede plasmar la idea 
de la democracia dentro de la realidad social presente. 
Por ello, el fallo sobre el parlamentarismo es, a la vez, 
el fallo sobre la democracia. 

La llamada crisis del parlamentarismo ha sido sus- 
citada, en gran parte, por una crítica que interpreta 
equivocadamente la esencia de esta forma política y 
que, por consiguiente, no comprende bien su valor. 
Pero ¿ cuál es la esencia del parlamentarismo ? ¿ Cuál 
es la esencia objetiva que no debe confundirse con la 
interpretación subjetiva que, por motivos conscientes 
o inconscientes, tratan de dar los partícipes o interesa- 
dos en esta institución ? El parlamentarismo significa : 
Formación de la voluntad decisiva del Estado mediante 
un órgano colegiado elegido por el pueblo en virtud de un 
derecho de sufragio general e igual, o sea democrático, 
obrando a base del principio de la mayoría. 

Al intentar exponer las ideas que determinan el 
sistema parlamentario, se verá pronto que domina 
entre ellas la idea de la autodeterminación democrá- 
tica, esto es, la idea de la libertad. La lucha por el par- 
lamentarismo era la lucha por la libertad política. Este 
hecho se olvida hoy, con frecuencia, dirigiendo críticas, 
muchas vecesinjustas, contra el parlamentarismo. Una 
vez conquistada la libertad — que se ha llegado a con- 
siderar como natural —, no apreciándola, por lo tanto, 
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debidamente y que, sin embargo, tiene su garantía en 
el parlamentarismo, se cree poder renunciar a ella como 
valor político. Sin embargo, la idea de la libertad es y 
será el centro eterno y fundamental de toda especula- 
ción política, no obstante — o quizá —, por negar en 
su sentido más profundo todo lo social y, por ende, todo 
lo político, formando así el contrapunto de toda teoría 
social y de toda la práctica de Estado. Precisamente 
por esto la libertad, como ya hemos visto, no cabe en 
sus puros principios dentro de la esfera de lo social o 
de lo político-estatal, sino que debe amalgamarse con 
ciertos elementos extraños a ella. 

Así, la idea de la libertad se muestra también dentro 
de los principios parlamentarios bajo un doble aspecto 
que merma su vigor primitivo. Primero, por el principio 
de la mayoría, cuya relación con la idea de la libertad 
se ha investigado ya anteriormente, y a cuya función 
real dentro del sistema parlamentario tendremos que 
referirnos más adelante todavía. El segundo elemento, 
acusado por un análisis del parlamentarismo, es lo 
indirecto de la formación de la voluntad, o sea el hecho 
de que la voluntad del Estado no sea producida inme- 
diatamente por el mismo pueblo, sino por un Parlamen- 
to, aunque éste haya sido creado por el pueblo. 

En este sentido se liga la idea de la libertad, como 
idea de la autodeterminación, con la necesidad ineludi- 
ble de la división del trabajo, es decir, de la diferencia- 
ción social, o sea con una tendencia contrapuesta al 
carácter fundamental y primitivo de la idea democrá- 
tica de la libertad, pues, según ésta, toda la voluntad 
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del Estado en sus múltiples manifestaciones debería 
ser formada directamente por una misma asamblea de 
todos los ciudadanos con derecho a votar. Toda diferen- 
ciación del organismo del Estado destinada a la división 
del trabajo y toda transferencia de cualquier función 
oficial a un órgano distinto del pueblo, significa necesa- 
riamente una restricción de la libertad. 

De ello resulta que el parlamentarismo se presenta 
como transacción entre la exigencia democrática de 
libertad y el principio, imprescindible para todo pro- 
greso de la técnica social, de la distribución diferenciada 
del trabajo. Se ha tratado de ocultar la considerable 
restricción que experimenta el ideal democrático por el 
hecho de que la voluntad estatal sea formada no por 
el pueblo, sino por un Parlamento muy distinto del 
mismo, aunque elegido por él. Por una parte, en vista 
de lo complicado de las circunstancias sociales, no podía 
aceptarse la forma primitiva de la democracia directa, 
ya que era imposible renunciar a las ventajas de la 
división del trabajo. Cuanto más grande es la colecti- 
vidad política, tanto menos capaz se muestra el « pue- 
blo », como tal, de desenvolver la actividad creadora de 
la formación directa de la voluntad política, y tanto 
más obligado se ve —aunque sólo fuese por razones 
técnicosociales — a limitarse a crear y controlar el 
verdadero mecanismo que forma la voluntad política. 
Por otra parte, se trataba de hacer creer que también 
en el parlamentarismo se expresaba exclusivamente la 
idea de la libertad democrática, y ninguna otra. A este 
fin sirve la ficción de la representación, es decir, la idea 
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de que el Parlamento no es más que el lugarteniente 
del pueblo, y que el pueblo puede exteriorizar su volun- 
tad solamente dentro de y por el Parlamento, aunque 
el principio parlamentario en todas las Constituciones 
existentes encierra en sí la condición de que los dipu- 
tados no tienen que recibir de sus electores mandatos 
imperativos, lo que significa que el Parlamento se halla 
en una función jurídicamente independiente del pue- 
blo (1). Sólo con esta independencia del Parlamento 
frente al pueblo nace el Parlamento moderno y se dis- 
tingue claramente de las antiguas Asambleas estamen- 
tales, cuyos miembros, como es sabido, dependían de 
mandatos imperativos dados por sus electores, ante los 
que respondían de aquéllos. La ficción de la represen- 
tación ha sido instituída para legalizar el parlamenta- 
rismo bajo el aspecto de la soberanía del pueblo. Sin 
embargo, esta patente ficción, destinada a ocultar la 
verdadera y esencial restricción que experimenta el 
principio de la libertad por el parlamentarismo, ha 
facilitado a los adversarios el argumento de que la de- 
mocracia se funda en un engaño manifiesto. Así, la 
ficción de la representación no ha podido cumplir al 
cabo del tiempo su tarea consistente en justificar el 
Parlamento desde el punto de vista de la soberanía del 
pueblo; ahora bien, ha realizado otra función distinta 
de la que se proponía o de la que se intentaba mediante 
ella : ha mantenido en un nivel sensato el movimiento 


(1) Acerca de la ficción de la representación, cfs. mi Teoría 
general del Estado, pág. 397, EDITORIAL LABOR, S. A., Barcelona. 
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político de los siglos xrx y xx, que se hallaba bajo la 
inmensa presión de la idea democrática; haciendo 
creer que la gran masa del pueblo se determinaba polí- 
ticamente a sí misma en el Parlamento elegido, impidió 
una hipertrofia excesiva de la idea democrática en la 
realidad política, hipertrofia que no hubiera carecido 
de peligro para el progreso social porque hubiese deter- 
minado una excesiva pobreza de la técnica política. 
Como es natural, el carácter ficticio de la idea de la 
representación no se ha manifestado con toda claridad 
en la conciencia política mientras la democracia lucha- 
ba todavía contra la autocracia y mientras el propio 
parlamentarismo no se había implantado del todo con- 
tra las exigencias de los monarcas y los estamentos. 
Bajo el imperio de la monarquía constitucional, du- 
rante el cual debía considerarse el Parlamento elegido 
por el pueblo como máxima posibilidad de lo que se 
podía conseguir del monarca antes absoluto, carecía de 
objeto criticar la forma del Estado desde el punto 
de vista de si el Parlamento, en realidad, podía repre- 
sentar completamente la voluntad del pueblo. Pero en 
cuanto el principio parlamentario triunfó plenamente 
— en especial mediante la República — y en cuanto 
el gobierno parlamentario ocupó el lugar de la Monar- 
quía constitucional invocando, al mismo tiempo, el 
principio de la soberanía popular, no pudo la crítica 
desconocer ya la crasa ficción radicante en la teoría — 
desarrollada a partir de la Asamblea Nacional francesa 
de 1789 — de que el Parlamento, con arreglo a su na- 
turaleza, no sea más que un representante del pueblo, 
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cuya voluntad no puede manifestarse más que en los 
actos de aquél. Así, no hay que extrañar que entre 
los argumentos alegados hoy contra el parlamentarismo 
figure en primer lugar la revelación de que la voluntad 
del Estado formada por el Parlamento no es, en modo 
alguno, la voluntad del pueblo, y que el Parlamento 
no puede expresar la voluntad del pueblo por el mero 
hecho de que con arreglo a las Constituciones de los 
Estados parlamentarios no es posible formar una volun- 
tad del pueblo, salvo para la elección de sus represen- 
tantes. 

Este argumento es exacto, pero solamente resulta 
aplicable contra el parlamentarismo en cuanto se trate 
de legitimarlo por el principio de la soberanía del pue- 
blo, creyendo poder fundar su naturaleza exclusiva- 
mente en la idea de la libertad. En tal caso precisa que 
el parlamentarismo ha prometido una labor que des- 
pués no llevó a cabo y que nunca estará en situación 
de poder efectuar. Pero el contenido del parlamentaris- 
mo, como antes se indicó, puede ser también concebido 
sin auxilio de la ficción de la representación, justifican- 
do su valor como medio específico y técnicosocial para 
la estructuración de un orden estatal. Si el parlamenta- 
rismo se concibe como la transacción necesaria entre 
la idea rudimentaria de la libertad política y el princi- 
pio de la diferenciación del trabajo, puede presentirse 
claramente desde luego el rumbo a tomar para una posi- 
ble reforma del parlamentarismo. Pero antes de pro- 
ceder a tratar de ello, puede suscitarse la cuestión de si 
la eliminación completa del parlamentarismo está al 
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alcance de las posibilidades políticas actuales, esto es, 
de si puede intentarse desterrar el Parlamento de la 
organización del Estado moderno. 

No es, seguramente, ninguna casualidad que en 
toda colectividad de cierto progreso técnico exista al- 
guna especie de Parlamento, sino que en ello más bien 
ha de verse una ley de la construcción de los organismos 
sociales. Da que pensar especialmente el hecho de que 
incluso en las autocracias genuinas el monarca se vea 
en la necesidad de invocar en su apoyo una asam- 
blea de personas que, como consejeros de Estado o con 
otra denominación análoga, le asisten, dedicándose, 
sobre todo, a la preparación, asesoramiento e informe 
de las ordenanzas y normas generales que se promul- 
gan en nombre del monarca. Si en una colectividad 
de gran amplitud no se halla la totalidad del pueblo en 
condiciones de fijar la voluntad colectiva de manera 
directa, tampoco el autócrata, por sí solo, tiene me- 
dios de hacerlo, lo que en parte obedece a las mismas 
razones, a saber: falta de conocimientos y capacidad, 
aptitudes y temor a la responsabilidad. El hecho de 
que los miembros de la Asamblea deban su nombra- 
miento en un caso al autócrata, y al pueblo en otro, 
tiene ciertamente importancia ; pero es mayor todavía 
la que tiene desde el punto de vista ideológico que des- 
de el de la realidad social, el cual atiende a las funcio- 
nes desempeñadas por el órgano. También varían mucho 
las cosas según estas funciones sean únicamente con- 
sultivas o decisorias, si bien un examen de las conse- 
cuencias definitivas, y más bien de la eficacia psicoló- 
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gica que de la forma jurídica, no encontrará distancia 
desmesurada entre el Parlamento legislativo de una 
democracia y el Consejo de Estado de un monarca 
absoluto, especialmente si se tiene en cuenta que una 
parte muy importante, aunque no muy manifiesta, 
del trabajo legislativo no radica, ni aun en las moder- 
nas democracias, en el proceso parlamentario, sino en 
el Gobierno, cuya iniciativa directa e indirecta tiene 
que ser ejercitada con igual intensidad en las demo- 
cracias parlamentarias que en las monarquías consti- 
tucionales, y que, por otra parte, la autoridad de las 
personalidades congregadas en estas corporaciones ase- 
gura con frecuencia, frente al monarca, una influencia 
mucho más vigorosa que la resultante de preceptos 
constitucionales. 

Parece ser exigencia de todo desarrollo social, y 
resultante de la naturaleza del proceso formativo de la 
voluntad estatal, que, dentro de un organismo social 
de cierto nivel, exista junto al órgano del Gobierno 
y a los mecanismos administrativos subordinados al 
mismo, otro órgano colegiado para la legislación. 
Al hacerlo así se presupone que el fenómeno que me- 
tafóricamente acostumbra a denominarse « voluntad » 
colectiva en general, y en particular, «voluntad» del 
Estado, no es ninguna realidad psíquica, puesto que en 
el orden psicológico no existen más que voluntades in- 
dividuales (1). La llamada «voluntad » del Estado no 


(1) Cfs. mi obra Hauptprobleme der Staatsrechislehre, 2.* ed. 
1925, pág. 97, y Teoría general del Estado, pág. 85, EDITORIAL 
Labor, S. A., Barcelona, 
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es más que la denominación antropomorfista del orden 
ideal de la comunidad que entre una profusión de actos 
individuales se manifiesta como su sentido. El orden 
social, como sentido resultante de tales actos, es un 
complejo de normas, de preceptos obligatorios deter- 
minantes de la conducta de los hombres pertenecientes 
a la comunidad. La obligación de conducirse de cierta 
manera los miembros de la comunidad — contenido 
espiritual en el que consiste el orden colectivo — es una 
relación absolutamente moral que se expresa mas diá- 
fana y comprensiblemente para la gran masa a que la 
misma se refiere, diciendo : «La comunidad, el Estado 
quieren —como un hombre o un superhombre — que 
sus miembros se conduzcan de modo determinado ». El 
imperativo del orden político se imagina así como una 
voluntad estatal personificada. Por consiguiente, la for- 
mación de la voluntad del Estado no significa sino el 
proceso de creación del orden estatal. 

Este proceso se caracteriza esencialmente por el 
tránsito desde una forma inicialmente abstracta, a tra- 
vés de más o menos gradaciones, hasta otra concreta, 
pasando de un complejo de normas generales a un sis- 
tema de actos individuales del Estado. A diferencia 
de la formación de la voluntad psicológica en el hom- 
bre, se trata de un proceso de concreción e individuali- 
zación, dentro del cual se dibujan dos funciones o gra- 
dos completamente distintos : uno, la formación de las 
normas generales o abstractas, y otro, la resolución de 
los asuntos concretos e individuales. El realce de esta 
diversidad de funciones es problema que incumbe a la 
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fenomenología jurídica (1). Ambas funciones o grados 
de la formación de la voluntad colectiva se dejan ad- 
vertir incluso en los grupos sociales más primitivos, 
aunque no se puede menos de admitir que el estímulo 
para la creación de un órgano especial destinado a dic- 
tar normas generales nace cuando este grado de la for- 
mación de la voluntad colectiva se eleva desde la sumi- 
sión inconsciente y consuetudinaria a las normas, hasta 
un proceso consciente. Sólo una mirada superficial, o 
limitada a los grupos más primitivos, puede imaginar 
que la voluntad colectiva que constituye el grupo social 
pueda surgir a la vida directa y exclusivamente en 
forma de órdenes y actos de autoridad individuales, 
desconociendo la necesidad de un orden colectivo, si no 
impuesto conscientemente, viviente por lo menos en la 
conciencia de todos o de cierta parte de los agrupados 
para hacer posible el funcionamiento de órganos indi- 
viduales productores de actos colectivos. Se olvida 
también que precisamente los órganos de un grupo pri- 
mitivo, mucho menos todavía que los de un Estado 
moderno, pueden decidir y disponer con un arbitrio 
libre de normas generales, sino que, por lo contrario, 
se sienten ligados en grado máximo a normas cuya 
autoridad es mayor a causa de su carácter religioso 
o mágico. La comunidad social vive en la conciencia 
de los individuos mucho más por las normas generales 
del trato mutuo que por los actos colectivos emanantes 
de un individuo. La producción de normas generales 


(1) Merxz, Allgemeines Verwaltungsrecht, 1928, págs. 85 y 157. 
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siempre muestra la tendencia a emanar de órganos 
colegiados y no individuales. 

Por consiguiente, el intento de eliminar por com- 
pleto el Parlamento de entre los órganos de un Estado 
moderno, no podría prosperar en definitiva. Sólo puede 
examinarse el modo de convocar y componer el Par- 
lamento, y la índole y extensión de su competencia. 
En último término, todos los ensayos hacia la articu- 
lación estamental del Estado o hacia la dictadura, aun 
cuando en sus programas lleguen a incluir la desapari- 
ción del régimen parlamentario, vienen a conformarse 
con una mera reforma del mismo. 


Siguiendo la opinión de CarLos MARX acerca de la Commune de 
París en 1871, según la cual ésta debió de haber sido un organis- 
mo ejecutivo y no parlamentario, y el sufragio universal, en lugar 
de decidir cada tres o seis años los miembros de la clase domi- 
nante que habían de componer 0, mejor dicho, desacreditar el 
Parlamento, debió de haber servido al pueblo para intervenir direc- 
tamente en la administración (Búrgerkrieg in Frankreich, 3.2 ed., 
página 47), exigía Leniw en sus obras clásicas sobre la teoría del 
heocomunismo la supresión del parlamentarismo (Estado y Revolu- 
ción, 1918). Así creía acertar con la verdadera democracia, pero no 
logró su objeto en cuanto al parlamentarismo. El sistema de re- 
presentación implantado por la Constitución de los Soviets, que, 
naturalmente, no podían ni querían, por razones prácticas, pres- 
cindir de una forma representativa, no sólo no es, en este punto 
concreto, ninguna superación de la democracia, sino más bien un 
retorno a ella. La corta duración del mandato, la posibilidad de 
revocar en cualquier momento las representaciones conferidas por 
el pueblo a sus diputados en los diversos soviets, y la consiguiente 
dependencia absoluta respecto de los electores, el contacto estrecho 
con la fuente original de la voluntad popular, todo ello es caracte- 
rístico de la democracia más pura. La sola exigencia de relaciónes 
permanentes y vivas entre los representantes del pueblo y sus elec- 
tores presupone que los últimos se conserven siempre unidos para 
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ejercer un control eficaz sobre sus diputados, pues no bastarían 
para este fin las reuniones periódicas de los electores. Pero cuando 
los diversos industriales, las fábricas, los talleres y los regimientos 
se convierten en organismos electores en los que los votantes se 
hallan estrechamente compenetrados, por su reunión, en una Co- 
munidad de trabajo, cuando cada industria vota para el Soviet 
local, cada Soviet local para el Soviet provincial, y cada uno de 
éstos para el Parlamento, que es el Congreso panruso de los Soviets 
de los obreros, campesinos y soldados, que por su parte transfiere 
sus funciones legislativas y ejecutivas a un Comité ejecutivo cen- 
tral compuesto de 200 miembros, entonces no sólo se ofrece la posi- 
bilidad de formar una voluntad permanente del pueblo, sino tam- 
bién la mejor garantía de que esta voluntad no responda al acaso 
de una convocatoria electoral, sino a una inspiración inmanente, 
manifestada en el contacto constante e íntimo de la convivencia 
cotidiana. Por otra parte, la intervención de los obreros en el ré- 
gimen de las Empresas, o incluso la absoluta dirección de éstas, no 
significa sino la democratización de la Economía. Si ésta es realizable 
o adecuada, no constituye tema propio de este lugar. Sólo debe 
ponerse de relieve que el socialismo únicamente aplica un principio 
de organización democrática con este punto de su programa. 

El sentido democrático de la organización electoral a base de 
industrias, tan característico de la Constitución soviética, no ha 
sido tal vez intentado — como demuestra su historia — desde el 
principio. Mas la mayoría de las instituciones sociales, en el curso 
de su desarrollo, toman significado distinto del inicial. Asíha ocu- 
rrido con aquel sistema de organización, que no fué ni pudo ser 
llevado a cabo consecuentemente. Aun cuando sólo los trabajadores 
tienen el derecho de sufragio, como sucede en la Constitución de 
los Soviets, hay muchos de ellos que no pertenecen a la industria, 
como los trabajadores intelectuales, pequeños artesanos, y, en 
primer término, los pequeños campesinos. Por consiguiente, la 
Constitución de los Soviets tiene que valerse, por una parte, de 
otras organizaciones complementarias, por ejemplo, de los Sindica- 
tos, y, por otra, ha de prescindir en absoluto de las organizaciones 
a base de industrias para los electores ocupados en la agricultura. 
Para éstos, la base del sistema electoral consiste en la unidad 
territorial, o sea el pueblo. Como es natural, de la interferencia de 
estos sistemas de organización surgen múltiples inconvenientes, 
de los que no podemos ocuparnos en este lugar, así como tam- 
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poco de la cuestión aun más importante relativa a los posibles 
«peligros para la producción económica resultante de la invasión po- 
lítica, consecuencia del empleo de la industria como unidad elec- 
toral permanente. Hay que reconocer que la experiencia en Rusia 
confirma estos temores. Pero este defecto es tan característico 
para la democracia directa, que ya las antiguas ciudades-Estados 
sólo podían mantenerse por estar separado radicalmente el grupo 
de ciudadanos con derechos políticos del de trabajadores de la eco- 
nomía, principalmente los esclavos. 

Dada la imposibilidad práctica de la democracia directa en los 
grandes Estados de cultura y economía avanzadas, el esfuerzo 
para poner la voluntad popular en la relación más constante y 
estrecha posible con los indispensables representantes del pueblo, 
y la tendencia a abreviar en lo posible la representación indirecta, 
lejos de conducir a una reducción o eliminación del parlamentaris- 
mo, determinan una sorprendente hipertrofia del mismo. La Cons- 
titución soviética de Rusia, en consciente y calculada oposición 
contra la democracia representativa de la burguesía, lo prueba 
así claramente. En lugar de un Parlamento único convocado por 
sufragio universal, existe un sistema de Parlamentos innumerables 
y escalonados, denominados « Soviets » o Consejos, que no son más 
que órganos representativos. Paralelo a este aumento en la exten- 
sión del parlamentarismo es el de su intensidad. Los Parlamentos, 
según el neocomunismo, deben transformarse, de meras « tertulias » 
en organismos de trabajo positivo, lo que significa que no deben 
limitarse a dictar leyes, normas y principios generales, sino también 
encargarse de las tareas ejecutivas, llevando el proceso de la pro- 
ducción del Derecho hasta el último grado de la concreción, hasta 
a los actos individuales del Estado, a los negocios jurídicos espe- 
ciales. También es debido a esta tendencia que desde el Parlamento 
central se extienden en forma radial los Parlamentos locales y 
profesionales dentro de sus respectivas jurisdicciones hasta llegar 
a la empresa singular. En ello alienta el deseo de democratizar 
además de la legislación, la administración. El funcionario burocrá- 
tico, es decir, designado autocráticamente, facultado para imponer 
su voluntad a los súbditos, dentro del espacio, con frecuencia muy 
amplio, de la ley, queda reemplazado por el propio súbdito hasta 
entonces administrado. El objeto de la administración pasa a con- 
vertirse en sujeto de ella, si bien no de un modo directo, sino a 
través de representantes elegidos. La democratización del poder 


ESENCIA Y VALOR DE LA DEMOCRACIA 63 


ejecutivo es, por lo pronto, sólo una aplicación del parlamentarismo. 
Cfs. sobre ello mi obra Sozialismus und Staat, 2.2 ed., 1923. 
También el fascismo comenzó con una lucha apasionada contra 
la democracia y el parlamentarismo, mientras que hoy invoca su 
carácter plebiscitario, es decir, directa y radicalmente democrá- 
tico, y hasta ahora no ha suprimido el Parlamento, sino únicamente 
modificado el derecho de sufragio para asegurar la mayoría al par- 
tido fascista. Cfs. sobre ello RoBerTO MicHELs, Sozialismus und 
Faszismus in Italien, 1925, pág, 298. En la pág. 301 señala que el 
fascismo en su tendencia antiparlamentaria se funda en la tesis de 
WinrreDO Parero, cuyo «testamento político » (Testamento 
politico, Pochi punti d'un futuro ordinamento costituzionale, en 
el Giornale Economico, 1, núm. 18), dice que «el Gobierno precisa el 
asentimiento de la masa, pero no su colaboración. Pretender apo- 
yarse en una mayoría parlamentaria resultaría insuficiente, puesto 
que toda mayoría está expuesta al peligro de la disgregación y disi- 
dencia. Tampoco es recomendable gobernar por la mera violencia. 
El Gobierno debe confiar no sólo en el poder, sino también en el 
aplauso de la opinión pública. Para este objeto prestan servicios 
muy útiles el Parlamento y el referéndum ». Por esto PARETO noO 
se inclina hacia la supresión del Parlamento, diciendo que una vez 
instituída la representación popular, se la debe mantener. La fun- 
ción del estadista se limita a discutir medios precautorios de los 
peligros parlamentarios. Los medios propuestos por PARETO son 
el referéndum y la libertad de Prensa, ambos elementos radical- 
mente democráticos, con lo cual su teoría, de gesto aristocrático, 
antidemocrático y antiparlamentario, cuando trata de formular 
proyectos de política práctica, converge exactamente con la teoría 
que impugna. Y cuando PARETO, según la referencia de MICHELS 
(página 312), dice : « El gobierno del pueblo no tiene mucho valor, 
pero siempre lo tiene mayor que el gobierno de los representantes 
del pueblo; por tanto, es preciso conservar el parlamentarismo como 
elemento decorativo para salvar las ideologías democráticas man- 
tenidas todavía por el pueblo, y al mismo tiempo hacerlo innocuo », 
no se trata, como dice MIcHELs, de un maquiavelismo, sino simple- 
mente de una insinceridad, puesto que la teoría política no conoce 
ninguna forma de Estado mejor que el parlamentarismo restringido 
por el referéndum. El considerar esta forma de Estado como un mal, 
aunque como mal relativamente menor, corresponde seguramente 
a los principios absolutamente liberales característicos de PARETO. 


IV 
La reforma del parlamentarismo 


Podría intentarse la reforma del parlamentarismo 
en el sentido de intensificar sus elementos democráticos. 

Aun cuando no sea posible, por razones de técnica 
social, dejar que el pueblo forme directamente y en 
todos sus grados el orden estatal, es factible concederle 
en las funciones legislativas mayor participación de 
la que se le otorga en el sistema parlamentario, en el 
que queda reducida al acto electoral. No puede negar- 
se que la reglamentación de muchas cuestiones tendría 
distinto aspecto si la decisión no incumbiese exclusi- 
vamente al Parlamento, sino que necesitase el refrendo 
del cuerpo electoral. No tratamos de discutir si tal 
apelación al pueblo implicaría una ventaja para la 
formación de la voluntad del Estado. Basta indicar 
solamente ante el argumento de la exclusión del pueblo 
con que se combate el parlamentarismo, que la institu- 
ción del referéndum admite y necesita mayor amplitud, 
manteniendo en lo fundamental el principio parlamen- 
tario. Aprovecharía al principio parlamentario que los 
políticos profesionales que integran hoy el Parlamento 
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reprimiesen su explicable desvío contra la institución 
del plebiscito y admitiesen no sólo el llamado referén- 
dum constitucional, como ya lo hacen algunas Consti- 
tuciones modernas, sino también un referéndum legis- 
lativo, si no obligatorio, facultativo cuando menos. La 
experiencia aconseja que en estos casos se someta a 
votación popular el acuerdo parlamentario, y no la 
ley ya promulgada y puesta en vigor. Hasta ahora se 
han considerado motivos de consulta a la opinión popu- 
lar los de conflicto entre las Cámaras, petición por 
parte del Jefe del Estado o de una minoría calificada. 
Si ha de satisfacerse la tendencia creciente hacia una 
intervención lo más directa posible del pueblo en la 
formación de la voluntad del Estado, cada vez que la 
decisión plebiscitaria se ponga en contradicción con 
los acuerdos del Parlamento, procederá la disolución 
de éste seguida de la elección de otro nuevo, del cual 
no podrá afirmarse, desde luego, que exprese la volun- 
tad popular, pero sí, por lo menos, que no será contra- 
rio a ella. 

También la llamada iniciativa popular pertenece a 
las instituciones que, por facilitar una relativa ingeren- 
cía del pueblo en la formación de la voluntad estatal, 
deben contribuir al mantenimiento de los principios par- 
lamentarios. Consiste en que un determinado mínimo 
de ciudadanos políticamente capaces puedan presen- 
tar un proyecto de ley, a cuya toma en consideración 
se halle obligado el Parlamento. También esta insti- 
tución merecería más amplitud de la que se le concede 
en las Constituciones antiguas y aun en las modernas, 
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Podría, por ejemplo, facilitarse el proceso de la aspi- 
ración popular, exigiendo sólo que la iniciativa popular 
diese unas líneas generales sin descender a un proyecto 
elaborado. Ya que los electores no puedan dar instruc- 
ciones obligatorias a sus representantes, debe quedar, 
por lo menos, la posibilidad de que en el seno del pue- 
blo se manifiesten inspiraciones a las cuales ajuste el 
Parlamento su actividad legislativa. 

No cabe restablecer el mandato imperativo en su 
forma antigua (1); pero innegablemente, las tenden- 
cias que hoy persiguen este fin son susceptibles de 
realización en formas compatibles con la estructura 
del mecanismo político moderno. Ya la implantación del 
sistema de representación proporcional ha traído con- 
sigo la necesidad de una organización de los partidos 
más sólida de lo que exigía el sencillo sistema de ma- 
yorías, aparte de lo cual no sería inconveniente un 
control permanente de los diputados por los grupos de 
electores organizados en los partidos políticos. La posi- 
bilidad jurídica de hacerlo-así está siempre expedita, y 
un contacto entre diputados y electores de permanencia 
garantizada por la ley reconciliaría a las grandes masas 


(1) La influencia del criterio con arreglo al cual se juzgue la 
teoría, se manifiesta claramente en la actitud adoptada por STEFFEN 
y HasBach frente a la democracia directa y especialmente al man- 
dato imperativo. STEFFEN, para quien la democracia es la mejor 
forma de Estado, lo declara antidemocrático y perjudicial (ob. ci- 
tada, pág. 93), y HasBAcH, por tener un ideal político contrario a 
la democracia, no vacila en atribuir el mandato imperativo, que 
también juzga nocivo, a la soberanía del pueblo (ob. cit., pág. 322). 
En este caso, es el adversario de la democracia quien se halla en 
lo cierto, 
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con el principio parlamentario. La irresponsabilidad 
de los diputados frente a sus electores, que sin duda 
es uno de los principales motivos de descontento que 
hoy se alega contra la institución parlamentaria, no es 
en modo alguno elemento esencial del sistema parla- 
mentario, como suponía la doctrina del Derecho político 
del siglo xrx. Así, en las Constituciones modernas exis- 
ten ciertos indicios dignos de atención y susceptibles 
de un desenvolvimiento más alto. 

En primer lugar, es preciso suprimir o, por lo me- 
nos, restringir considerablemente aquella irresponsabi- 
lidad de los diputados, denominada inmunidad, e invo- 
cada no respecto de los electores, sino ante las autori- 
dades, y especialmente las de orden judicial, que ha sido 
constantemente considerada como característica del sis- 
tema parlamentario. El hecho de que un diputado sólo 
pueda ser perseguido judicialmente o detenido por un 
delito cuando el Parlamento lo autorice, supone un pri- 
vilegio surgido en la época de la Monarquía estamen- 
tal, es decir, en los tiempos de la competencia más 
violenta entre el Parlamento y el Gobierno monárqui- 
co ; y podría tener aún justificación en una Monarquía 
constitucional en que esta contraposición entre el Par- 
lamento y el Gobierno subsiste, aunque en sentido 
distinto al anterior — y atenuada esencialmente, de 
todos modos, por la independencia del Poder judicial —, 
no hallándose todavía eliminado totalmente el riesgo 
de que un Gobierno arbitrario privase a los diputados 
del ejercicio de su cargo parlamentario. Pero dentro de 
una Rep ¿blica parlamentaria, en que el Gobierno no es 


68 HANS KELSEN 


sino una emanación del Parlamento y se halla bajo el 
control de la oposición y la opinión pública en general, 
a la vez que la independencia del Poder judicial no 
está menos asegurada que en la Monarquía constitu- 
cional, carece de sentido tratar de proteger al Parla- 
mento frente a su propio Gobierno. Ni siquiera puede 
tener aplicación este privilegio para proteger a las 
minorías contra el albedrío de las mayorías — cambio 
de sentido que experimentan muchas instituciones to- 
madas de las monarquías constitucionales al ser tras- 
plantadas a las repúblicas democráticas —, por la sola 
razón de que semejante protección no es posible mien- 
tras la mayoría pueda acordar la entrega de un dipu- 
tado a la autoridad que lo persiga. En modo alguno 
puede tratarse de un derecho necesario a tal protección, 
y menos si se observa que en el privilegio de la inmuni- : 
dad se trata prácticamente de una disminución de las 
garantías judiciales del honor ante los ataques proce- 
dentes de los diputados. Hoy resulta completamente 
inadecuada la práctica de sancionar los actos delictivos 
cometidos por un diputado dentro del desempeño de 
sus funciones, en ocasión de un discurso parlamentario, 
con el solo empleo de los medios disciplinarios destina- 
dos al mantenimiento del orden en la Cámara, como 
son una llamada al orden o a la cuestión, etc. Si el par- 
lamentarismo durante el largo período desu existencia 
no sólo no ha sabido merecer las simpatías de las gran- 
des masas, sino todavía menos de los intelectuales, no 
ha sido ello ajeno al abuso del anacrónico privilegio de 
la inmunidad. 
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En cuanto a la irresponsabilidad de los diputados 
ante los electores, se trata de un principio quebrantado 
ya por algunas de las Constituciones modernas, cuyos 
preceptos disponen que el diputado no esté obligado a 
seguir las instrucciones de sus electores, pero pierde su 
mandato al separarse o ser expulsado del partido por 
el cual fué designado. Tales disposiciones resultan por 
consecuencia natural en los casos de sistema electoral 
por listas, pues en ellos los electores no designan al 
diputado por su persona, sino que su voto más bien 
significa un acto de adhesión a un partido determinado, 
de manera que el candidato obtiene su representación 
sólo en virtud de su filiación al partido del elector, 
siendo lógico que el diputado pierda su mandato tan 
pronto deje de pertenecer al partido que le ha enviado 
al Parlamento. Esto presupone, desde luego, una orga- 
nización sólida y relativamente continua de los parti- 
dos electorales. Es imposible una disposición que haga 
depender la vida del mandato de la permanencia en el 
partido por el cual ha sido designado el diputado den- 
tro de los partidos políticos formados con un exclusivo 
objeto electoral, para disolverse una vez terminadas 
las elecciones. Como quiera que en los casos particula- 
res puede resultar difícil la determinación de si un 
diputado pertenece todavía a su partido — por ejem- 
plo: ¿puede considerarse a un diputado disidente de 
él por haberse pronunciado en alguna ocasión contra 
los propósitos del mismo ? —, es recomendable no pre- 
ceptuar la pérdida del mandato sino a causa de una 
separación n expulsión expresa del partido. No ofrece 
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tanta dificultad la cuestión relativa a quién debe resol- 
ver sobre el acaecimiento de esta condición y la consi- 
guiente pérdida del mandato — pues, sin duda, sería 
lo más conveniente confiarla a un tribunal objetivo e 
imparcial —, como la concerniente a quién debe estar 
facultado para proponer la incoación del procesamien- 
to en el que ha de declararse la pérdida del mandato. 
Si se confiere esta función a los propios diputados, se 
corre el riesgo de que si la exclusión del partido que 
lleva aparejada la pérdida del mandato resulta moti- 
vada en interés de la mayoría o facilitando la creación 
de una nueva mayoría, no sea presentada la propuesta 
respectiva. Deben ser precisamente los mismos parti- 
dos políticos, cuyo interés resulta amenazado por la ex- 
clusión, quienes estén facultados para presentar la pro- 
puesta de caducidad del acta. 

La Constitución de los Soviets llega mucho más allá. 
Según sus preceptos, los miembros de los distintos 
Soviets pueden ser depuestos en cualquier momento 
por sus electores. Esta circunstancia ha provocado 
precisamente muchas simpatías hacia la Constitución 
de los Soviets entre el proletariado de otros países. Si 
se llegase a la organización legal de los partidos y a 
una aplicación consiguiente de la idea de la represen- 
tación proporcional hasta el punto de fijar el número 
de diputados concedidos a cada partido en proporción 
a su importancia numérica, no habría inconveniente 
en conceder el derecho a revocar los mandatos a favor 
de los partidos acogidos a la Constitución. Hasta se 
podría plantear la idea de no obligar a los partidos polí- 
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ticos a enviar un número de diputados individualmente 
designados, y siempre los mismos, en proporción a la 
importancia del partido, que hubiesen de colaborar en 
la resolución de todas las cuestiones, incluso las detec- 
nicismos más diversos, sino que se podría permitir a 
los partidos delegar de su propio seno, según la opor- 
tunidad de cada caso, los expertos con que pudieran 
contar para participar en la deliberación y adopción de 
acuerdos sobre las diversas leyes, expertos que en cada 
caso influirían en la resolución con el número de votos 
asignados proporcionalmente a sus respectivos parti- 
dos políticos (1). 

Con una reforma en este sentido se podría neutrali- 
zar el argumento que con más frecuencia se ha esgri- 
mido en los últimos tiempos contra el parlamentaris- 
mo, después del relativo al divorcio respecto del pueblo. 
Se reprocha al Parlamento moderno que, partiendo de 
su misma composición, carece de todos los tecnicismos 
necesarios para la elaboración de buenas leyes sobre 
los diversos sectores de la vida pública. Mientras que 
la afirmación de falsear el Parlamento la voluntad del 
pueblo se formula en nombre de la idea de libertad 
no realizada, al menos suficientemente, por el parla- 
mentarismo, el argumento relativo a la impericia del 
Parlamento apunta hacia otra dirección, que es la de 
la división diferenciada del trabajo. 

Siguiendo este principio de la división del trabajo, 
se intenta reemplazar el organismo legislativo central 


(1) R. M. DeLanNoY, Von der gebundenen Liste zur reinen 
Parteiwahl, Der ósterreichische Volkswirt, año 17, núm. 34, pág. 930. 
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y enciclopédico elegido con arreglo a principios demo- 
cráticos y carente de capacidad para cualquier activi- 
dad especial, por Parlamentos especializados en los di- 
versos terrenos de la legislación, que se ajustarían, por 
ejemplo, a la división en departamentos aplicada en la 
Administración. 

Este sistema ya se ha iniciado al crear las Comisio- 
nes adscritas a los Ministerios en los Parlamentos, las 
cuales, tomando sobre sí la labor fundamental, per- 
miten reducir el pleno a un organismo decisorio pura- 
mente formal. En cuanto estos Parlamentos técnicos 
— que no llegan a hacer superfluo un Parlamento po- 
lítico general como órgano coordinador — no pueden 
proceder de la masa mediante unas elecciones genera- 
les, sino de grupos de electores constituídos sobre bases 
profesionales, no debe considerarse en modo alguno esta 
aspiración como contraria a la democracia, sino como 
reformadora de ella, y especialmente del parlamen- 
tarismo en el sentido de una organización profesional 
de la formación de la voluntad del Estado. Es princi- 
palmente la idea de un Parlamento económico la que 
recientemente lucha por su realización, en primer tér- 
mino como organismo asesor y dictaminador junto al 
antiguo Parlamento, tal vez dotado de veto suspensivo, 
y en cuya composición han de equilibrarse las discre- 
pancias múltiples inherentes a la producción, como son 
las existentes entre agricultura e industria, fabricación 
y comercio, pero igualmente las que median entre pro- 
ductores y consumidores, patronos y obreros. 
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Pero esta idea de encomendar a un Parlamento polí- 
tico general constituído conforme a principios demo- 
cráticos la formación de la voluntad estatal, compartién- 
dola con una Cámara representativa organizada a base 
profesional, con iguales derechos para ambas, es pro- 
blemática en más de un sentido. No siendo posible la 
tramitación de la mayoría de los asuntos con separa- 
ción exacta de los puntos de vista económico y polí- 
tico, puesto que, en general, participan de ambos aspec- 
tos, sería preciso resolver todas las materias de alguna 
importancia por acuerdo unánime de ambas Cámaras, 
sin que pueda presumirse qué sentido tendría un órga- 
no legislativo compuesto de dos partes formadas sobre 
tan diversos principios. En general, sólo casualmente se 
lograría una concordancia entre las dos Cámaras así 
construídas. 


v 


La representación profesional 


Hay muchos que aspiran a más que una simple 
reforma del sistema parlamentario democrático, y piden 
con espíritu conservador su sustitución por una organi- 
zación profesional, de tal modo que el pueblo no se 
artícule de manera «mecánica », sino «orgánica », 
y la formación de la voluntad estatal no responda al 
azar de la mayoría, sino que todo grupo del pueblo 
— organizado por profesiones — tenga en ella la parti- 
cipación que le corresponda según el papel que desem- 
peñe en el conjunto nacional (1). 

Analizando la organización profesional que muchos 
quieren poner en lugar del «anacrónico » parlamentaris- 
mo, se advierte que la realización de esta idea tropieza 
con dificultades extraordinarias y hasta en parte inven- 
cibles. Ante todo, no cabe desentenderse del hecho de 
no englobar en la organización profesional, que cardi- 


(1) Cfs. mi Das Problem des Parlamentarismus, pág. 21, y 
bibliografía citada allí. 
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nalmente es una organización según intereses comunes, 
todos los elementos que intervienen en la formación de 
la voluntad estatal. Los intereses profesionales con- 
curren con otros completamente heterogéneos, a veces 
vitales, como, por ejemplo, los de índole religiosa, mo- 
ral pública, estética. Aunque se sea agricultor o aboga- 
do, no por ello se pierde el interés hacia otras cuestio- 
nes que no sean las profesionales de la agricultura o la 
abogacía. Para legislar sobre el derecho matrimonial, 
sobre las relaciones entre el Estado y la Iglesia, y, 
en general, para una ordenación de conjunto, todos 
están interesados, por encima de los estrechos límites 
de sus profesiones, en lograr unos términos justos, 
equitativos o, por lo menos, aceptables. Pero ¿ dónde 
está el grupo profesional capaz de resolver todas estas 
cuestiones vitales ? 

Añádase a ello — como repetidamente hemos pues- 
to ya de relieve — que una organización profesional 
lleva consigo una tendencia natural hacia la más am- 
plia diferenciación, puesto que la idea profesionalista 
sólo puede cumplirse cuando los grupos profesionales 
se forman a base de una perfecta coincidencia de inte- 
reses. Cuando la economía y la técnica alcanzan cierto 
progreso, llegan a cientos, si no a miles, las diversas pro- 
fesiones que pueden reclamar una organización propia, 
y hasta al formarlas resultaría arbitraria la división 
entre unas y otras. Naturalmente, entre los diversos 
grupos profesionales no media comunidad de intereses, 
antes bien divergencia de ellos, divergencia más agu- 
dizada todavía por la organización en grupos profesio- 
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nales aislados. ¿ Cómo habrían, pues, de resolverse las 
pugnas entre grupos diversos ? Cierto que las cuestio- 
nes puramente profesionales podrían quedar resueltas 
con relativa facilidad mediante una autonomía de los 
respectivos grupos, aunque faltaría saber si el mejor 
espíritu de concordia entre patronos y obreros de un 
mismo grupo profesional, prometido con tanta fre- 
cuencia como resultado de aquélla, no sería debido 
principalmente al hecho de que los más débiles desde 
el punto de vista económico carecerían de todo apoyo 
por parte de sus compañeros de clase pertenecientes a 
otros grupos. Pero muchas cuestiones, y tal vez la ma- 
yoría de ellas, no podrían considerarse como exclusi- 
vamente internas e interesantes sólo para los miem- 
bros del grupo, pues su resolución afectaría también a 
otros grupos profesionales y casi siempre de distinto 
modo que al grupo inmediatamente interesado. Precisa- 
mente de la resolución de estos conflictos depende todo. 
A base de la ideología del principio profesionalista no 
es posible encontrar una respuesta a esta cuestión fun- 
damental. 

La única solución puede consistir en confiar la supre- 
ma decisión sobre las desarmonías de intereses entre los 
grupos profesionales a una autoridad erigida según 
leyes ajenas al principio profesionalista, sea a un Par- 
lamento elegido democráticamente por el pueblo ente- 
ro, sea a un órgano de carácter más o menos autocrático. 
La organización profesional no puede contraponer un 
principio de integración, a la tendencia de diferencia- 
ción, cada vez más amplia, consiguiente a su propia 
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naturaleza. Con gran justicia se ha subrayado que para 
la formación de la voluntad del Estado, siempre que 
no se trate de asuntos puramente internos confiados a 
la autonomía de los grupos profesionales, sólo podría 
estatuirse, como principio de una Constitución profe- 
sionalista, el de la unanimidad entre el conjunto de 
los grupos o entre los interesados en cada decisión, lo 
que prácticamente resultaría imposible. Ello demuestra 
lo vacuo e inaplicable de la fórmula con que el principio 
profesionalista pretende superar al principio parlamen- 
tario democrático : Que a cada grupo se reconózca en 
la formación de la voluntad estatal una participación 
proporcional a su importancia en el conjunto nacional. 
En primer lugar, esta base profesional no podría supri- 
mir el principio de representación, esto es, el parla- 
mentarismo, como a veces se afirma, sino que sólo 
reemplazaría el sistema democrático por otro sistema 
de representación. La única diferencia consistiría en 
que no funcionarían como grupos electorales, direc- 
tos o indirectos, los partidos políticos, como ocurre 
en la democracia, sino las organizaciones profesiona- 
les, ya que tampoco en el sistema profesionalista es 
viable la formación directa de la voluntad mediante 
los grupos profesionales. Por consiguiente, sólo se 
trataría de la realización de otro Parlamento, si bien 
estamental. 

Además, sería preciso saber a quién competiría 
graduar la importancia correspondiente a cada grupo 
profesional, y qué procedimiento debería adoptarse 
para ello. Y aun cuando se resolviesen estos puntos, 
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insolubles en verdad, y aunque se constituyese una 
Cámara representativa estamental en la que los diver- 
sos grupos profesionales tuviesen una representación 
proporcionada a su influencia, quedaría todavía pen- 
diente el problema relativo a los principios según los 
cuales habría de considerarse formada la voluntad de 
dicha Cámara. ¿ Habría de recurrirse, en definitiva, al 
principio «mecánico » de la mayoría ? Y si así fuese, 
¿tendría alguna justificación fundar esta Cámara sobre 
una organización profesional ? Si en ella decidiese la 
mayoría contra la minoría, sería más razonable insti- 
tuir este Parlamento sobre un orden en el que cada elec- 
tor no apareciese interesado sólo como miembro de 
una determinada profesión, sino también como parte 
del Estado en su conjunto, con intereses no limitados a 
las cuestiones de su profesión, sino, en general, exten- 
sivos a todas las que son objeto del orden del Estado. 
Ésta es, en último término, la razón por la que jamás 
podrá sustituir una organización estamental al Parla- 
mento democrático, sino sólo coexistir con él —o con 
un monarca —como factor consultivo, pero no deci- 
sorio, limitándose su función principal a ilustrar sobre 
los intereses que las leyes han de regular, esto es, a 
informar al legislador propiamente dicho. Por lo tanto, 
las soluciones de la organización estamental no bastan 
para dar satisfacción al problema de la forma del Es- 
tado. La disyuntiva fundamental entre democracia y 
autocracia permanece intacta a través de aquéllas. 

En vista de ello no debe extrañar que la organiza- 
ción profesional, doquiera que ha adquirido realidad, 
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haya tenido por consecuencia que uno o más grupos 
pretendiesen imponerse a los restantes, lo que permite 
sospechar sin temeridad que en la aspiración reiterada 
recientemente en pro de una organización estamental 
late no tanto el anhelo de una participación orgánica y 
justa de todos los grupos profesionales en la elaboración 
de la voluntad del Estado, como la ambición hacia el 
poder sentida por algunos sectores interesados a quienes 
la Constitución democrática no ofrece, al parecer, pro- 
babilidades de éxito. ¿ No es raro que el clamor tras la 
organización estamental parta de las esferas burguesas 
precisamente, en el momento en que se dibuja la posi- 
bilidad de que la representación del proletariado, redu- 
cida hasta ahora a una minoría, se convierta en una 
mayoría, y en que el parlamentarismo democrático 
amenace a aquel grupo cuyo predominio político había 
asegurado hasta ahora ? Si la articulación profesional 
aspira a ser una organización integral a base de comu- 
nidades de intereses, no puede mantener ninguna espe- 
ranza de convertirse en un factor concluyente en la 
formación de la voluntad del Estado, por inspirarse 
ésta en otros intereses más poderosos que los puramente 
profesionales. Mientras los proletarios de las profesio- 
nes más diversas —con razón o sin ella — se sientan 
unidos entre sí por una comunidad de intereses más 
efusiva que con los patronos capitalistas del mismo 
grupo profesional, y mientras ante esta realidad in- 
negable se inclinen también los patronos a una solidari- 
dad que supere las barreras profesionales, no podrá 
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brotar de las circunstancias sociales una organización 
profesional capaz de acabar con la actual forma par- 
lamentariodemocrática de Estado, si no es aproxi- 
mándose a un régimen autocrático, y erigiendo, en 
definitiva, un poder dictatorial de una clase sobre las 
restantes. 


vI 


El principio de la mayoría 


El principio de la mayoría parlamentaria es muy 
adecuado para evitar la hegemonía de una clase, siendo 
característico que en la práctica resulte conciliable con 
los derechos de las minorías. Por su mismo concepto, 
la mayoría supone la existencia de una minoría, y, por 
consiguiente, el derecho de la primera también implica 
el derecho de la segunda a existir, resultando de ello, 
ya que no la necesidad, por lo menos la posibilidad de 
una protección para la minoría frente a la mayoría. 
Esta protección constituye la función esencial de los 
llamados derechos públicos subjetivos, derechos polí- 
ticos o garantías individuales consignados en todas las 
Constituciones modernas de las democracias parlamen- 
tarias. En el fondo representan un amparo al individuo 
contra el Poder ejecutivo, que, basándose todavía en 
los principios jurídicos de la Monarquía absoluta, está 
facultado en «interés público » para toda invasión, no 
prohibida expresamente por la ley, en la esfera indivi- 
dual. Pero tan pronto como — según ocurre en la Mo- 
narquía constitucional y en la República democrática— 


6, HANS KELSEN: Esencia y valor de la democracia, — 349, 
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la Administración y los Tribunales ven limitada su 
acción a lo que expresamente les autoriza la ley, y a 
medida que se infiltra más claramente en las concien- 
cias este principio de la legalidad del Poder ejecutivo, 
sólo se reconocen estos derechos subjetivos cuando su 
declaración tiene lugar mediante un procedimiento 
constitucional específico (1), esto es, que sólo puede 
autorizar las intromisiones del Poder ejecutivo en la 
esfera de los derechos subjetivos una ley aprobada no 
según el procedimiento normal, sino con arreglo a otro 
especial. La forma típica que distingue la adopción de 
leyes constitucionales de las que no lo son, consiste en 
un quórum elevado y mayoría especial, como, por ejem- 
plo, de dos tercios o de tres cuartos. Si bien sería asi- 
mismo posible teóricamente, en la democracia directa, 
una distinción análoga entre leyes constitucionales y 
comunes, prácticamente sólo en el proceso legislativo 
parlamentario existe una base para tal diferenciación. 
La conciencia de su propia fuerza está demasiado pre- 
sente en las Asambleas del pueblo para que sea posible 
otra cosa que la sumisión a la mayoría absoluta, o para 
que una mayoría absoluta renuncie constantemente 
a la imposición de su voluntad frente a una minoría 
determinada. Sólo en el procedimiento parlamenta- 
rio es factible semejante autolimitación como institu- 
ción constitucional. Ésta significa que el catálogo de 
los derechos políticos pasa, de protección del individuo 
contra el Estado, a ser protección para una mino- 


(1) Cfs. mi Teoría general del Estado, pág. 202, EDITORIAJ, 
Lanor, S, A. Barcelona, 
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ría, para una minoría cualificada contra la mayoría 
simplemente absoluta. Significa también que en ciertas 
esferas de intereses, nacionales, religiosos, económicos 
o morales, sólo pueden dictarse normas con el asenti- 
miento de una minoría cualificada y no contra su vo- 
luntad, es decir, que solamente son posibles mediante 
acuerdo entre mayoría y minoría. Aunque en un tiem- 
po se entendía que el principio de la mayoría absoluta 
era el más adecuado relativamente para realizar la 
idea de la democracia, hoy, por lo contrario, se recono- 
ce que en ciertos casos el principio dela mayoría cuali- 
ficada puede constituir un camino más derecho para 
la idea de la libertad, porque puede significar cierta 
tendencia a la unanimidad en la formación de la volun- 
tad colectiva. 

El procedimiento parlamentario acredita que tam- 
bién en el principio de la mayoría hay que distinguir 
entre ideología y realidad. Ideológicamente, esto es, 
en el sistema ideal de la libertad, dicho principio signi- 
fica formación de la voluntad colectiva con el mayor 
acercamiento posible a la voluntad de los individuos 
sometidos. Cuando sean más las voluntades individua- 
les que estén en armonía que las que estén en pugna 
con la voluntad colectiva, como ocurre, según hemos 
visto, en las resoluciones por mayoría, se habrá alcan- 
zado el máximo valor de la libertad, entendiendo por 
libertad la autodeterminación. Dejando aparte la fic- 
ción de que la mayoría represente a la minoría, y la 
voluntad de la mayoría sea una voluntad colectiva, el 
principio de la mayoría aparece como principio de 
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imperio de la mayoría sobre la minoría. Pero en reali- 
dad no es así. Primeramente, la realidad social se resiste 
contra lo que en ocasiones se ha llamado con razón el 
«azar de la aritmética ». En realidad, la mayoría numé- 
rica en sí misma nada determina, sino que también cabe, 
dentro de la plena vigencia del llamado principio de 
mayoría, el imperio de la minoría numérica sobre la 
mayoría numérica, sea de modo encubierto, cuando 
el grupo gobernante sólo constituye en apariencia una 
mayoría en virtud de coaliciones de carácter electoral, 
sea de modo abierto, como ocurre en el caso de los 
llamados Gobiernos de minoría, que si bien ideológica- 
mente se hallan en contraposición con el principio de 
la mayoría y de la democracia, resultan, en cambio, 
perfectamente compatibles en la práctica con el tipo 
real de la última. En un análisis fundado sobre la rea- 
lidad social, el sentido del principio de la mayoría no 
consiste en que triunfe la voluntad del mayor número, 
sino en aceptar la idea de que bajo la acción de este 
principio, los individuos integrantes de la comunidad 
social se dividan en dos grupos fundamentales. Así re- 
sulta que de la tendencia a formar y a lograr una ma- 
yoría se deriva la consecuencia de constituirse dos 
grupos adversos que luchan por el poder, reduciendo 
las innumerables tendencias de disgregación y diferen- 
ciación dentro de la comunidad a una sola y cardinal 
contraposición. Estos dos grupos pueden diferir más 
o menos en su fuerza numérica, pero no difieren en 
igual medida en su importancia política y potencia 
social. Es, ante todo, esta fuerza de integración social 
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la que caracteriza sociológicamente el principio de la 
mayoría. 

El hecho de que en la práctica del principio de la 
mayoría no tenga suma importancia la mayoría numé- 
rica, consiste en que la realidad social no conoce ningún 
imperio absoluto de la mayoría sobre la minoría, por- 
que la voluntad colectiva creada con arreglo al llama- 
do principio dela mayoría no constituye una dictadura 
de la mayoría sobre la minoría, sino un resultado de 
las influencias recíprocas entre ambos grupos, como 
consecuencia del choque de sus intenciones políticas. 
Además, una dictadura constante de la mayoría sobre 
la minoría resulta imposible, porque una minoría pri- 
vada por completo de influencia renunciaría al fin y al 
cabo a su intervención, puramente formal y, por con- 
siguiente, inútil e incluso perjudicial en la formación 
de la voluntad colectiva, despojando así a la mayoría 
— que por su concepto no puede serlo sin minoría — 
de su carácter de tal. Precisamente en este recurso dis- 
pone la minoría de un medio para pesar sobre los 
acuerdos de la mayoría, sobre todo en una democracia 
parlamentaria. En efecto, todo el procedimiento par- 
lamentario con su técnica, con sus controversias dialéc- 
ticas, discursos y réplicas, argumentos y refutaciones, 
tiende a la consecución de transacciones. En ello estriba 
el verdadero sentido del principio de la mayoría en la 
democracia genuina, y por esto es preferible darle el 
nombre de «principio de mayoría y minoría ». Al que- 
dar agrupada en dos sectores esenciales la totalidad de 
los ciudadanos, brota la posibilidad del convenio o 
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transacción para la formación de la voluntad colectiva. 
La transacción consiste en posponer lo que estorba a 
la unión, en favor de lo que contribuye a ella. Todo 
cambio, todo contrato, es una transacción, pues 
transacción es la acción de transigir. Las ventajas que 
ofrece el principio de mayoría dentro del sistema par- 
lamentario como principio de transacción y elemento 
de equilibrio entre los términos políticos opuestos, son 
apreciables a primera vista en la práctica parlamen- 
taria. Todo el procedimiento parlamentario descansa 
sobre la fijación de una línea media entre los intereses 
opuestos como resultante de la pugna sostenida por las 
fuerzas sociales. Es la garantía para que los distintos 
intereses de los grupos representados en el Parlamento 
se manifiesten y puedan darse a conocer en un procedi- 
miento público. Y si tiene algún sentido profundo el 
proceso especial, dialéctico-contradictorio del Parla- 
mento, sólo puede consistir en que llegue a resultar 
una síntesis de la contraposición entre la tesis y antíte- 
sis de los intereses políticos. Esto no significa el logro 
de una verdad «más elevada » o absoluta, ni la con- 
quista de un valor absoluto también y superior en cuanto 
tal a los intereses de grupo, como erróneamente se atri- 
buye al parlamentarismo, confundiendo su realidad con 
su ideología, sino solamente el logro de una transacción. 

Hay que plantear, pues, la cuestión del sistema 
electoral sobre el que debe ser erigido el Parlamento, 
del sistema electoral preferible desde el punto de vista 
de la democracia parlamentaria, o sea de la opción 
entre el procedimiento de mayorías o el de representa- 
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ción proporcional. El fallo debe ser favorable a este 
último, como resultado de un análisis que descubra el 
sentido político de este sistema electoral. Al exigir que 
cada partido obtenga un número de puestos con arreglo 
a su fuerza numérica, pidiendo así para cada uno de 
ellos una representación «propia » y proporcional, se 
abandona el supuesto de que el «pueblo », en su con- 
junto, cree el organismo representativo, considerando a 
éste como una unidad. Al exigir un sistema electoral 
tan elaborado técnicamente que cada partido refleje 
en la elección su verdadero fuerza, se aspira a conside- 
rar como sujeto del sufragio, no al cuerpo electoral en 
su conjunto, sino a fracciones del mismo que—a diferen- 
cia de los sistemas electorales con división en circuns- 
cripciones —no estén fundadas en un ilógico criterio 
territorial, sino en un principio de personalidad. El 
cuerpo electoral que adjudique los mandatos vacantes 
no debe estar integrado por los habitantes de un te- 
rritorio arbitrariamente delimitado, sino por los afilia- 
dos a un partido, por todas las personas de una misma 
convicción política (1). Dentro de este cuerpo elec- 
toral no puede entablarse ninguna lucha, a causa de su 
homogeneidad. Aun cuando no todos los votos del par- 
tido coincidan de modo uniforme sobre los candidatos 
propuestos por el mismo — punto en el que admiten 


(1) De aquí el contrasentido que supone la combinación del 
sistema de representación proporcional con el de circunscripcio- 
nes, o división territorial de los electores. Lo que era para el sistema 
electoral de mayorías una condición necesaria, se convierte en un 
obstáculo orgánico para el sistema de representación proporcional. 
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diversas soluciones los distintos sistemas de represen- 
tación proporcional —, el hecho de que los candidatos 
de un mismo partido puedan obtener diferentes núme- 
ros de votos tiene un sentido distinto que en la lucha 
electoral dentro de un mismo cuerpo de electores con 
aplicación del sistema de mayoría. Así como en el sis- 
tema de representación proporcional la suma de votos 
emitidos por los afiliados a un partido no está contra- 
puesta, sino yuxtapuesta por la suma de los votos de 
otro partido, tampoco los votos otorgados a favor 
de los candidatos del mismo partido son opuestos, sino 
paralelos entre sí, prestándose mutuamente apoyo con 
miras al resultado total. En el caso ideal de la elección 
proporcional no hay vencidos por no existir una mayo- 
ría triunfante. Para resultar elegido no es preciso obte- 
ner una mayoría de votos, sino que basta lograr un 
«mínimo », cuyo cálculo es lo específico de la técnica 
de la representación proporcional. Apreciando el re- 
sultado total de la elección y comparando el organismo 
representativo emanado de la elección proporcional 
como unidad, con la totalidad del cuerpo electoral, 
puede admitirse en cierto sentido —lo que a veces se 
considera como peculiaridad de este sistema — que 
esta representación ha surgido con el voto de todos y 
sin el voto en contra de ningún elector, esto es, por 
unanimidad. Claro es que esto sólo ocurre en teoría, 
porque las minorías no representadas, que no obtengan 
el número de votos necesario para la adjudicación de 
algún puesto, existirán siempre en la práctica. La 
idea de la proporcionalidad se realiza tanto mejor cuan- 
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to más mandatos vacantes haya en proporción al nú- 
mero de votantes. Uno de los casos límites es que sólo 
exista un mandato por otorgar. Sería erróneo pretender 
que la idea de la proporcionalidad sea por completo 
irrealizable en talcaso, ya que se cumpliría si todos los 
electores diesen sus votos a una misma persona. El 
otro caso límite consiste en que llegase a estar repre- 
sentado proporcionalmente el partido más pequeño 
imaginable, compuesto por un solo elector. Pero esto 
significaría la desaparición del sistema representativo, 
porque en tal caso harían falta tantos candidatos como 
electores. Éste es, sin embargo, el caso de la democracia 
directa. No llevamos hasta este caso límite la idea de 
la elección proporcional para reducirla al absurdo, sino 
porque sólo la revelación de los fines últimos inheren- 
tes a esta idea descubre su sentido más hondo, y con él 
sus principios más íntimos, que contribuyen a que mu- 
chos consideren el sistema de la representación propor- 
cional como el más «justo » porque es el ideal de la li- 
bertad y de la democracia radical. Así como cada uno 
quiere acatar la ley en cuya elaboración ha participado, 
también quiere únicamente reconocer como represen- 
tante suyo en la formación de la voluntad del Estado 
a quien haya sido elegido por él, y no contra su inten- 
ción. Así, pertenece la idea proporcional a la idea de 
la democracia, pero su consumación sólo tiene lugar 
en la realización de la segunda, o sea en el parlamenta- 
rismo, como resulta de las siguientes reflexiones. 

Si el sistema de mayorías imperase exclusivamente 
en la elección del Parlamento y tuviese aplicación sin 
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el azar del fraccionamiento en circunscripciones, estaría 
representada en el Parlamento exclusivamente la ma- 
yoría, sin minoría ninguna. El procedimiento de la 
representación proporcional, en el fondo sólo significa 
la racionalización del método perseguido al combinar el 
sistema de mayorías con la división en circunscripciones 
a fin de llevar una oposición al Parlamento, sin la cual 
el proceso parlamentario no podría cumplir sus pro- 
pósitos substanciales. La más acabada realización de 
estos propósitos no se satisface con la presencia de una 
minoría en el Parlamento, sino que es de la más alta 
importancia que todos los grupos políticos se hallen 
representados en el mismo, proporcionalmente a su 
fuerza, para que el planteamiento real de los intereses, 
que es el primer supuesto para el logro de una transac- 
ción, quede reflejado exactamente por el Parlamento. 
Con esto se refuta la objeción tan frecuentemente diri- 
gida contra la proporcionalidad, según la cual carece de 
razón procurar una representación proporcional para 
todas las minorías cuando, en último término, los acuer- 
dos del Parlamento han de ser dictados por la mayoría. 
Pero la influencia que la minoría ejerza sobre la forma- 
ción de la voluntad de la mayoría tendrá que ser tanto 
mayor cuanto más nutridas sean en el Parlamento la 
minoría o las minorías. El sistema de la representación 
proporcional vigoriza aquella tendencia liberal a impe- 
dir que la voluntad de la mayoría domine ilimitada- 
mente sobre la minoría. . 

Se ha objetado especialmente contra el sistema de 
representación proporcional, que inspira la formación 
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de partidos pequeños y hasta minúsculos, trayendo así 
consigo una atomización en partidos. Esto es exacto y 
tiene, sin duda, por consecuencia la posibilidad de que 
ningún partido disponga de la mayoría absoluta, dificul- 
tando así la formación de una mayoría imprescindible 
para el proceso parlamentario. Pero viéndolo más de 
cerca, el sistema de representación proporcional sólo 
significa en este aspecto una necesidad de la coalición 
de partidos, esto es, la necesidad de salvar las peque- 
ñas diferencias entre los partidos y llegar a puntos de 
acuerdo sobre los intereses comunes más importantes, 
necesidad que desde el cuerpo electoral trasciende al 
Parlamento. La integración política consiguiente a la 
coalición de partidos, lograda merced al principio de 
la mayoría, es inevitable y no significa en modo algu- 
no un mal, sino, al contrario, un progreso. Pero no 
puede negarse que es más fácil esta integración dentro 
del Parlamento que dentro de la gran masa de los elec- 
tores. La varia diferenciación en grupos de intereses 
políticos, acarreada por el sistema de representación 
proporcional, no es más que el supuesto necesario para 
una integración conveniente, garantizada por el princi- 
pio de mayorías. El sistema de representación propor- 
cional, más que cualquier otro, exige la articulación de 
los ciudadanos en partidos políticos, y allí donde la or- 
ganización de éstos está insuficientemente desarrolla- 
da, tiene la pronunciada tendencia a acelerar y conso- 
lidar este desarrollo. Es un paso decisivo en el rumbo 
ya esbozado antes hacia la conversión de los partidos 
políticos en órganos constitucionales para la formación 
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de la voluntad estatal. Ahora bien, aun cuando no 
haya llegado la proporcionalidad a este efecto, ha con- 
seguido otro que hemos reconocido como resultado de 
aquella lucha de fuerzas característica del Estado de- 
mocrático de partidos, y es el de no erigir en voluntad 
del Estado el interés de un solo grupo, sino determinar- 
lo por un proceso en el que varios grupos de intereses 
organizados por conveniencias de partido deliberan 
hasta llegar a una transacción. Pero si la voluntad del 
Estado no debe ser la expresión del interés de un solo 
partido, se precisan garantías de que todos los demás 
puedan manifestarse y entrar en concurrencia, sin lo 
que no podrían llegar a la transacción. Precisamente 
el Parlamento construído sobre el sistema de represen- 
tación proporcional brinda un procedimiento en el que 
existen aquellas garantías (1). 


(1) Hay un riesgo en el sistema de representación proporcio- 
nal, cuyo remedio no se ha ideado todavía. Cuando el partidismo 
ha adquirido cierto arraigo entre los ciudadanos, de tal modo que 
no sean verosímiles mudanzas importantes en la proporcionalidad 
de las fuerzas políticas dentro de un plano previsible, y cuando se 
haya establecido directa o indirectamente un sistema de dos par- 
tidos predominantes, a lo que contribuye el principio de la mayoría 
parlamentaria, surgirá dentro de la representación proporcional el 
riesgo de un entumecimiento del sistema político. Aquel grupo 
político que disponga de una mayoría, por pequeña que sea, se 
perpetuará en el poder, en tanto que el otro, a pesar de su impor- 
tancia, quedará relegado a la oposición permanente. Así se frustra 
la posibilidad de los beneficiosos cambios del Gobierno y del « sis- 
tema de péndulo » consistente en que dos grandes grupos alternen 
en la dirección del Estado y, por ende, enla responsabilidad: Una 
oposición que poco tiempo antes haya sido todavía Gobierno y 
que confíe en volverlo a ser en breve, se conduce respecto de la 
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Una vez reconocido el sentido propio del principio 
de mayorías dominante en el procedimiento parlamen- 
tario, puede juzgarse documentadamente uno de los 
problemas más difíciles y peligrosos del parlamenta- 
rismo : el de la obstrucción. Los preceptos reguladores 
del proceso parlamentario, y especialmente los dere- 
chos concedidos a las minorías, pueden ser utilizados 
por éstas para entorpecer e incluso imposibilitar la 
realización de determinados propósitos de la mayoría 
mediante la paralización transitoria del mecanismo 
parlamentario. Cuando se emplean medios reglamen- 
tarios, como discursos prolongados, provocación de 
votaciones nominales, presentación de cuestiones ur- 
gentes y previas a los puntos del orden del día, u otros 
métodos semejantes, la obstrucción se llama «técnica», 
mientras que la obstrucción «física» consiste en la inte- 


mayoría gobernante con mucha mayor comprensión y benevo- 
lencia que la que se vea excluida continuamente del gobierno del 
Estado. En este último caso fermenta un encono que lleva consigo 
una obstrucción de la minoría contra la mayoría, no suficiente para 
derrotar a ésta, pero sí para entorpecerla. En tal situación, no sería 
injustificado el deseo de retroceder al sistema de elección por ma- 
yorías y división en circunscripciones, porque éste ofrece en la 
situación hipotética a que nos referimos, y precisamente por la 
irracionalidad del factor aleatorio que lleva consigo, la posibilidad 
de que también el partido que sólo dispone de una fuerte minoría 
en el pueblo, por el azar de la división en distritos, llegue a una 
mayoría en el Parlamento y, por consiguiente, al Gobierno, hasta 
volver a la minoría y a la oposición por otro proceso análogo, por- 
que también, dentro de la relativa constancia de la distribución 
de!los partidos en el territorio del Estado, son posibles, por muchos 
motivos, alteraciones de la 'misma dentro de las distintas circuns- 
cripciones, 
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rrupción del proceso parlamentario por medio de actos 
de violencia directos o indirectos, como tumultos, des- 
trucción del mobiliario, etc. Estos últimos medios, por 
su misma ilegalidad carecen de justificación, e incluso 
los primeros deben ser considerados como contrapro- 
ducentes al sentido y espíritu de la ordenación parla- 
mentaria, puesto que impiden totalmente la formación 
de la voluntad del Parlamento. Pero no es posible re- 
chazarlos de plano como incompatibles con el principio 
de la mayoría, a menos que éste se identificase con el 
imperio de la mayoría, lo que no puede hacerse. En rea- 
lidad, la obstrucción ha sido no pocas veces un medio 
que en lugar de imposibilitar la formación de la volun- 
tad parlamentaria la ha encauzado hacia una transac- 
ción entre mayoría y minoría. 

Con esto se destaca una diferencia ostensible entre 
el tipo real de la democracia y el de la autocracia, en 
la cual no es posible, o lo es en grado muy exiguo, la 
posibilidad de un equilibrio entre orientaciones polí- 
ticas contrapuestas, por carecer de expansión las co- 
rrientes y contracorrientes políticas. Así, la democracia 
y la autocracia se distinguen por la diversidad de su 
situación psíquicopolítica. Mientras la mecánica de las 
instituciones democráticas tiende directamente a elevar 
los efectos políticos de la masa a nivel de la concien- 
cia social para que ésta les sirva de freno, el equili- 
brio social en la autocracia consiste, por lo contrario, 
en la relegación de los afectos políticos a una esfera 
que con un símil de psicología individual podría com- 
pararse a la subconsciencia, De ello resulta, paralela» 
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mente a las teorías del moderno psicoanálisis, mayor 
predisposición revolucionaria. Por esto la sumisión del 
individuo a la voluntad imperante tiene en la auto- 
eracia un sentido algo distinto que en la democracia, 0, 
mejor dicho, está acompañada, en general, de otro tono 
sentimental. La conciencia de que la ley que uno tiene 
que acatar ha sido formada por sus elegidos, y que se 
ha llegado a ella con su asentimiento, o siquiera con 
su participación, más o menos influyente, crea cierta 
predisposición a la obediencia, la que tampoco falta en la 
dictadura, si bien ésta inspirada, en este caso, por otros 
móviles psicológicos. La teoría democrática del con- 
trato social es, ciertamente, una ficción ideológica. 
Pero en la realidad psicológica de la democracia, el 
equilibrio social tal vez descansa de hecho en la mutua 
concordia, mientras que en la dictadura autocrática 
sólo se trata de sobrellevar el peso común del Gobierno. 

La aplicación del principio de la mayoría se halla 
limitada por ciertas barreras naturales. La mayoría y 
la minoría deben ser capaces de entenderse mutuamente 
si quieren vivir en armonía. Los supuestos efectivos 
para la mutua comprensión de los partícipes en la for- 
mación de la voluntad del Estado son: en primer 
lugar, una sociedad de cultura relativamente homogé- 
nea, y en especial de la misma lengua. Si la nación se 
concibe en primer término como una comunidad de 
cultura y lengua, el principio de la mayoría sólo puede 
alcanzar su pleno sentido en un organismo de naciona- 
lidad única, de lo que resulta que en comunidades de 
nacionalidad heterogénea debe sustraerse al Parlamen-» 


E 
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to central la resolución de las cuestiones de cultura 
nacional, transfiriéndolas a los organismos autónomos, 
esto es, a las corporaciones representativas de las dis- 
tintas comunidades organizadas a base nacional. El 
consabido argumento de que el principio de la mayoría 
aplicado a la sociedad actual considerándola como 
una unidad conduciría a consecuencias absurdas, no 
puede referirse al principio en sí mismo, sino solamente 
a su exageración al aplicarlo a una centralización ex- 
cesiva. 

Desde este punto de vista hay que analizar también 
la tesis sostenida por los marxistas, según la cual el 
principio de mayoría sólo tiene aplicación para una 
sociedad fundada en una plena comunidad de intereses 
entre sus miembros, pero no en la que esté dividida por 
una contraposición de clase, porque sólo es adecuado 
para resolver discrepancias secundarias, meramente 
técnicas, por ejemplo, y no para la nivelación de con- 
flictos sobre intereses vitales (1). Prescindamos de 
que no existe sociedad humana en que de antemano 
reine en todos los sentidos una armonía sobre los inte- 
reses esenciales, puesto que sólo puede ser conseguida 
por transacciones constantes y siempre renovadas, por- 
que aun las más secundarias discrepancias son suscep- 
tibles de complicarse hasta constituir conflictos sobre 
intereses vitales. Aun así, esta repulsa del principio 
de la mayoría como base de la democracia y especial- 


(1) Cfs. Max AnLER, Die Staalsauffassung des Marzismus, 
1923, pág. 116, y mi obra Sozialismus und Staat, pág. 123, 
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mente del parlamentarismo para la sociedad dividida 
en clases, se funda no tanto en el reconocimiento de la 
insuficiencia del principio en cuestión para este caso, 
como en la aspiración — injustificada —a resolver la 
lucha de clases no mediante un equilibrio pacifico, sino 
por la violencia revolucionaria, es decir , no democráti- 
camente, sino autocrática-dictatorialmente. Se repele 
el principio de mayorías porque con razón o sin ella se 
rechaza la transacción que constituye el supuesto del 
principio de mayorías. Precisamente porque la transac- 
ción es la verdadera aproximación a la unanimidad 
exigida por la idea de la libertad en la creación del orden 
social por los sujetos al mismo, se ajusta el principio 
de la mayoría en este sentido a la idea de la libertad 
política. Y considerando exacta la concepción materia- 
lista de la Historia, según la cual el progreso social con- 
duce necesariamente a una situación en que existen 
esencialmente sólo dos clases de intereses adversos, y 
considerando también — como han demostrado re- 
cientemente los teóricos marxistas (1) — que en las 
relaciones entre estas clases puede llegar un estado de 
equilibrio (y al parecer llegará necesariamente, como 
ha llegado ya en ocasiones) cuyo trastorno o desapari- 
ción por razones económicas no es de temer en un plazo 
previsible, no puede plantearse a la teoría socialista la 


(1) Orro Bauer, Die ósterreichische Revolution, 1923, pági- 
na 16. Cfs. también mi recensión de esta obra en Kampf, 1924, pá- 
gina 50, y la réplica de Orro BAuER bajo el título «El equilibrio 
de la lucha de clases », pág. 57, así como Max ApLeEr, Politische 
oder Soziale Demokratie, 1920, pág. 112. 
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disyuntiva entre democracia formal o dictadura, como 
con frecuencia se ha hecho, porque siendo la democra- 
cia la única expresión natural y adecuada de las bases 
del poder, será también la forma de expresión política 
a que siempre volverá el orden social, frente a las inten- 
tonas pasajeramente triunfantes en pro de la dictadu- 
ra. Así, la democracia constituye el punto medio entre 
las oscilaciones del péndulo político hacia la derecha y 
la izquierda. Y si todo depende, como subrayan las 
críticas marxistas contra la llamada democracia burgue- 
sa, de reflejar exactamente las verdaderas circunstan- 
cias sociales del poder, la forma de Estado democrática 
con su principio de mayoría y minoría constituye la 
verdadera expresión de la sociedad actual dividida 
siempre en dos clases esenciales. Si existe alguna forma 
que ofrezca la posibilidad de apartar esta contraposi- 
ción abismal, tan deplorable como real, de la catástrofe 
a que conduciría el camino de la revolución sangrienta, 
llevándola al de una armonía pacífica y gradual, sólo 
puede ser la de la democracia parlamentaria, cuya 
ideología es, en verdad, una libertad no asequible en 
la práctica social, pero cuya realidad es la paz. 


vi 


La Administración 


El hecho de que la voluntad colectiva o el orden 
social no se desenvuelvan en un plano único, sino esca- 
lonadamente y, por lo menos, en dos categorías : la de 
las normas generales y la de los actos individuales, así 
como la circunstancia de que en el proceso de la for- 
mación de la voluntad social se distingan dos funcio- 
nes absolutamente distintas, determinan, como hemos 
visto ya, bajo el imperio de la ley de división del trabajo 
social, la tendencia común a toda comunidad política 
u otra análoga hacia la constitución de una especie de 
órgano parlamentario, erigiendo así una barrera para 
las aspiraciones ideológicas de la libertad. Resulta 
también de esta naturaleza graduada de la volición 
colectiva una restricción mucho más sensible de la li- 
bertad, inadvertida durante largo tiempo. La concien- 
cia de ella ha surgido por vez primera cuando, llegados 
al poder los partidos democráticos, han tratado de 
realizar técnica y socialmente el ideal de la democra- 
cia. Las aspiraciones hacia ésta se habían satisfecho 
hasta entonces con clamar por una formación especí- 
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fica de un órgano legislativo, esto es, del órgano para 
el establecimiento de las normas generales, por el su- 
fragio universal y por el referéndum. Logradas estas 
conquistas, se planteó el problema de la democratiza- 
ción del segundo grado en el proceso de la volición esta- 
tal, sentándose el postulado de la génesis democrática 
de aquellos actos individuales de voluntad del Estado 
que se incluyen bajo los enunciados de administración 
de justicia y administración pública, integrantes de la 
función ejecutiva en sentido amplio. 

Es característico que esta aspiración casi nunca 
provenga de los partidos democráticos encargados del 
poder, a causa de su mayoría y como ejecución de su 
programa democrático, sino, con más frecuencia y 
ahínco, de los partidos minoritarios, aunque no sien- 
tan gran afán por los principios democráticos. También 
ocurre que el mismo partido que hallándose en minoría 
insta la democratización de las funciones ejecutivas, 
una vez que alcanza la mayoría abandona esta preten- 
sión o sólo la acomete lentamente o con grandes reser- 
vas. Este último hecho no significa que los partidos 
democráticos, una vez obtenido el poder, sean infieles 
a los principios de la democracia, sino, al contrario, 
que los defienden, porque la estructura peculiar del 
proceso de la formación de la voluntad del Estado, su 
división en categorías y la diferente naturaleza de las 
dos funciones sucesivas traen por consecuencia que la 
democratización de una de ellas tenga efectos comple- 
tamente distintos de los de igual transformación en la 
otra. La primera, consistente en la creación de las nor- 
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mas generales, o legislación, es, al menos relativamente, 
una libre formación de voluntad, mientras que la otra, 
la llamada función ejecutiva, es también, relativamente, 
una formación reglamentada de voluntad. La función 
ejecutiva está sometida esencialmente a la idea de 
legalidad, y ésta es incompatible, en cierto grado de la 
volición estatal, con la idea democrática. 

No ocurre en modo alguno, como a primera vista 
puede parecer, que la democratización de la función 
ejecutiva sea sólo una consecuencia de la democratiza- 
ción de la ley y que la idea democrática quede servida 
tanto mejor mientras más influyan las formas demo- 
cráticas sobre el proceso de la función ejecutiva. Su- 
puesta una legislación democrática, su existencia no 
implica que la legalidad de la función ejecutiva quede 
garantizada de modo óptimo por formas democráticas 
aplicadas a ella. Hay que admitir que en la forma de- 
mocrática de elección de los órganos ejecutivos supe- 
rior (ministros) por el Parlamento, y en su responsabili- 
dad ante éste, existe una cierta garantía — aunque de 
ningún modo la única posible — para la actuación 
legal de estos órganos, es decir, para la ejecución de la 
voluntad del pueblo. Pero la sola circunstancia de la res- 
ponsabilidad ante el Parlamento demuestra que el 
sistema ministerial más autocrático, es decir, el que 
encomienda las funciones ejecutivas a órganos indivi- 
duales, es más adecuado a ellas que el sistema demo- 
crático con órganos colegiados que no sólo atenúan el 
sentimiento de responsabilidad de los individuos, sino 
también dificultan la exigencia de responsabilidades, 
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La incompatibilidad del principio de legalidad con el 
de la democracia se agrava en la misma medida en 
que en la organización de una gran colectividad se ma- 
nifiesta la precisión, ineludible desde el punto de vista 
técnico-social de una descentralización, es decir, de una 
desmembración territorial del cuerpo social. También 
en este aspecto resalta la diversidad funcional de los 
dos estadios en que se desarrolla el proceso de la voli- 
ción estatal. La génesis de los actos individuales del 
Estado que pertenece a la esfera de la llamada función 
ejecutiva, admite y requiere la descentralización en 
medida mucho mayor que el acto de la formación de la 
voluntad general, o sea la llamada legislación. Y una 
democratización radical de los organismos medios e 
inferiores creados por la descentralización significa el 
peligro inminente de un aniquilamiento de la democra- 
cia en la legislación. Si el territorio del Estado se divide 
en grandes demarcaciones administrativas o regio- 
nes y éstas en distritos, confiando su administración 
con arreglo a la idea democrática a Colegios elegidos 
por los habitantes de estas circunscripciones, de tal 
modo que se halle la representación de las regiones 
a las órdenes inmediatas del Gobierno, y la de los dis- 
tritos a las órdenes de aquéllas, es más que probable 
que estos organismos de administración autónoma 
— especialmente cuando su composición política y 
sus mayorías y minorías sean distintas que en la Cá- 
mara legislativa central — no consideren como su prin- 
cipal norma la legalidad de sus actos, sino que se dejen 
llevar fácilmente a una consciente contraposición res- 
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pecto del Parlamento central. Así se ve la voluntad 
colectiva, tal como la expresa la Cámara legislativa 
central, en peligro de quedar frustrada por la volun- 
tad de las partes autónomas. La idea de la libertad en 
la desnaturalización a que la lleva su aplicación a las 
autonomías, conserva su tendencia originalmente anár- 
quica, disgregadora del todo social en sus átomos in- 
dividuales. Seguramente hay medios de técnica orga- 
nizadora para oponerse a este peligro y evitar actos 
ilegales de las entidades democráticamente organiza- 
das y de las corporaciones autónomas. Pero todos esos 
medios son contrarios a una democratización de la 
formación de la voluntad en el ámbito administrativo, 
y se presentan más bien como restricciones. La lega- 
lidad de la función ejecutiva — que significa en una 
legislación democrática « voluntad popular» y, por 
consiguiente, « democracia » — se mantiene indudable- 
mente en los organismos regionales y locales mucho 
mejor que por las corporaciones autónomas por órga- 
nos individuales nombrados por el Poder central y 
responsables ante él, es decir, por una organización 
autocrática de este sector de la formación de la volun- 
tad estatal. 

Esto significa, además, que el principio de la lega- 
lidad debe ser seguido por la introducción del sistema 
burocrático en la organización del Estado democrática- 
mente constituído. Éste es el principal motivo para que 
también en los Estados en que el principio democrá- 
tico ha llegado a quedar a salvo de todas las luchas de 
partidos, como ocurre en los Estados Unidos, la buro- 
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cratización aumenta en la misma medida en que crecen 
las tareas administrativas del Estado, y con ellas las 
funciones ejecutivas. Sería equivocado ver en ello sola- 
mente una claudicación de la democracia, porque sólo 
ante un criterio puramente ideológico y no realista 
pueden considerarse democracia y burocracia como 
términos absolutamente contradictorios (1). La bu- 
rocratización significa más bien, en ciertas condicio- 
nes, el mantenimiento de la democracia, puesto que el 
principio democrático sólo puede trazar las grandes 
directrices, pero no, sin exponerse él mismo, es decir, 
su vigencia en el ámbito de la formación de la voluntad 
general, acometer los pormenores de aquel proceso en 
que el organismo del Estado se renueva incesante- 
mente (2). 

La contraposición funcional existente entre la de- 
mocracia de la legislación y la de la función ejecutiva, 
y la tendencia que de ella resulta a poner en conexión 
una legislación democrática con una función ejecutiva 
autocráticoburocrática, implican que una democrati- 
zación de la función ejecutiva, y especialmente de 
la Administración, sólo puede tener efecto a costa de la 
intensificación de la función legislativa. Para eliminar 
todo lo posible el peligro de la infracción de la ley en 
la actividad de los órganos ejecutivos democráticamente 
organizados, esto es, de las corporaciones autónomas 


(1) Cfs. sobre ello la opinión distinta sostenida en la primera 
edición de esta obra, pág. 23. ; 

(2) Cfs. Anonr MerkL, Demokratie und Verwaltung, 1923, y 
mi Teoría general del Estado, pág. 456, 
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— teniendo presente que en tales corporaciones autó- 
nomas está suprimida, o poco menos, la responsabili- 
dad, que es la primera garantía de la legalidad —, es 
preciso restringir el campo de las funciones consentidas 
por la ley. La administración democrática sólo puede 
desarrollar una función acertada disfrutando de am- 
plia autonomía, lo que significa que la democracia 
administrativa lleva consigo una enérgica tendencia 
hacia la descentralización, porque la libertad de los 
órganos sólo puede desenvolverse a expensas de la vo- 
luntad del organismo. Atribuyendo la vigilancia sobre 
la legalidad de las funciones consentidas por la ley a 
los órganos regionales y municipales a otros órganos 
autocráticos nombrados por las jerarquías superiores 
o al menos responsables ante ellos y amovibles, se 
acepta para la organización administrativa provincial 
y municipal un sistema mixto de elementos democrá- 
ticos y autocráticos. En esto consiste la peculiaridad 
de la Monarquía constitucional, sólo que en ella la com- 
binación de las formas democráticas y autocráticas 
afecta incluso al grado más alto de la formación de la 
voluntad estatal, o sea a la legislación, lo que abre 
la posibilidad de un colapso de la democracia por la 
autocracia, o viceversa, mientras que allí donde impera 
el principio de la forma mixta de Estado en los grados 
provincial y municipal, pero no en los superiores, es- 
tando reservada en éstos la volición estatal a los órga- 
nos democráticos exclusivamente, no puede temerse 
ningún riesgo, antes bien, un fortalecimiento de la de- 
mocracia, 
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Una vez reconocido que la idea de la legalidad, no 
obstante conducir a restricciones de la democracia, 
debe ser mantenida para la realización de ésta, se hace 
necesario instar para ella todas las instituciones de 
control que puedan asegurar la legalidad de la función 
ejecutiva y que sólo pueden ser consideradas como in- 
compatibles con la democracia por una demagogia 
miope. La primera de ellas es la jurisdicción conten- 
ciosoadministrativa, cuya competencia debe extender- 
se en el mismo grado y medida en que los actos ad- 
míinistrativos sean accesibles a influencias ejercidas 
por el partidismo político. No sólo los actos adminis- 
trativos individuales son susceptibles y necesitan de 
un control judicial, sino también las normas generales 
de los reglamentos, y especialmente las leyes, sin otra 
diferencia sino que el control de los primeros se refiere 
a su legalidad, y el de las segundas, a su constituciona- 
lidad. Este control incumbe a la jurisdicción constitu- 
cional, cuya función es tanto más importante para la 
democracia cuanto que el mantenimiento de la Cons- 
titución dentro del proceso legislativo representa un 
interés eminente para la minoría, para cuya protección 
se han ideado los preceptos sobre quórum, mayoría 
cualificada, etc. Por esto si la minoría debe tener ase- 
gurada su existencia y eficacia políticas, tan valiosas 
para la esencia de la democracia, si no ha de estar ex- 
puesta a la arbitrariedad de la mayoría y sila Consti- 
tución no ha de ser una lex imperfecta, o sin sanción, 
debe concederse a aquélla la posibilidad de apelar 
directa o indirectamente a un tribunal constitucional. 
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La suerte de la democracia moderna depende en gran 
proporción de que llegue a elaborarse un sistema de 
instituciones de control. Una democracia sin control 
será siempre insostenible, pues el desprecio de la auto- 
rrestricción que impone el principio de la legalidad 
equivale al suicidio de la democracia (1). 

Cuando el principio democrático — en interés de su 
mismo mantenimiento —se limita esencialmente al 
proceso legislativo y a la designación de los órganos 
ejecutivos superiores, y se aparta, en cambio, de los 
estadios de la volición del Estado — administración 
pública y de justicia — que componen la función ejecu- 
tiva, queda trazada la línea divisoria que debe limitar 
el radio de acción de los partidos políticos. El princi- 
pio de la legalidad, a que está sujeta necesariamente 
toda función ejecutiva, excluye cualquier influencia 
partidista sobre la aplicación de las leyes por los tri- 
bunales o autoridades administrativas. Éste es el único 
significado legítimo que puede tener la aspiración a eli- 
minar de las funciones del Estado la política dentro de 
la democracia y de cualquier otra forma de Estado. 
Sólo en este sentido es admisible, porque sustraerse la 
legislación a la política sería tanto como destruirse ella 
misma. En efecto, para la determinación del contenido 
de las leyes no hay otros caminos que el de la dicta- 
dura de uno solo o el de la transacción entre varios inte- 


(1) Cfs. acerca de esto mi obra La garantie jurisdictionnelle 
de la Constitution (Revue de Droit Public et de la Science Politique 
en France et d PÉtranger, 1928) París, Marcel Giard, 1928, pág. 54. 
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reses de grupos. Ahora bien, una vez consagrado como 
derecho positivo, mediante la sanción de una ley, un 
determinado valor político, queda afirmada constitu- 
cionalmente una determinada dirección política, no 
pudiendo, por consiguiente, surgir en su ejecución una 
lucha de intereses políticos adversos. Así resulta perfec- 
tamente compatible la justificada aspiración a eliminar 
la política, en el sentido limitado a una exoneración de 
los partidos políticos, de la influencia sobre el Poder 
ejecutivo, con el reconocimiento más amplio de dichos 
partidos y de la inserción de su régimen en la Consti- 
tución. Los límites que eviten la actuación ilegal de 
los partidos políticos quedan, así, perfectamente tra- 
zados. La esfera de su influencia es la legislativa y no 
la ejecutiva. 

La circunstancia de que tanto la democracia como 
la autocracia traten de crear en el curso de su proceso 
un órgano legislativo y colegiado que funcione a base 
de una división del trabajo a la manera del Parlamento, 
y que, por otra parte, tanto la autocracia como la 
democracia, obedeciendo a motivos análogos, estén 
forzadas a crear una burocracia, conduce a cierta 
afinidad en la estructura efectiva de los Estados 
modernos, desde el punto en que han rebasado deter- 
minada magnitud mínima y han alcanzado cierto 
nivel de civilización. Esta afinidad de las circunstan- 
cias de hecho se da cuando subsiste una diversidad de 
ideologías. Es la misma tendencia hacia la unificación, 
que puede comprobarse tanto en la esfera de Ja Consti- 
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tución, relativa a la formación de la voluntad del Es- 
tado, como en la del resto de las leyes, en cuanto a su 
contenido o derecho material. Porque no puede des- 
conocerse que los Estados modernos caminan hoy 
hacia una aproximación, cada vez mayor, en los órdenes 
civil y penal. 


VIT! 


La selección de dirigentes 


Parece casi inverosímil, teniendo presente el cuadro 
general que ofrece la realidad de un Estado democrá- 
tico y confrontándola con la ideología democrática de 
la libertad, que pueda perdurar una divergencia tan 
extraordinaria entreideología y realidad. Podría creerse 
que la función especial de la ideología democrática con- 
siste en mantener una ilusión insostenible en la realidad 
social, como si la melodía sonora de la libertad, grata 
siempre a los anhelos de los hombres, pretendiese amor- 
tiguar los motivos sombríos con que suenan las férreas 
cadenas de la realidad social. La ideología de la liber- 
tad democrática desempeña, al parecer, frente a la 
realidad de los vínculos sociales, coexistente con ella, 
un papel análogo al de la ilusión ética del libre albedrío 
frente a la ineludible determinación causal de la volun- 
tad humana demostrada psicológicamente. No sólo 
existe entre estos dos complejos de problemas un para- 
lelismo exterior, sino también una comunicación íntima. 

Si se quisiese juzgar la realidad social considerada 
como democracia con el criterio de su propia ideología, 
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sería menester conceder la razón a los lamentos pesi- 
mistas de Rousseau. Pero no cabe limitarse a adoptar 
la ideología en su pleno sentido como medida para 
apreciar la realidad a que está condicionada. Más bien 
hay que tratar de investigar las leyes y sentido de la 
realidad, no completamente independientes, pero sí 
muy distintas, a veces, de la ideología, para poder con- 
cretar, además del sentido subjetivo del proceso social, 
su sentido objetivo. 

El ideal de la democracia envuelve la ausencia de 
dirigentes. De las entrañas de su espíritu provienen las 
palabras que Platón pone en boca de Sócrates en su 
Estado (III, 9), al preguntarle cómo se trataría a un 
hombre de cualidades excelsas, a un genio en un Esta- 
do ideal: «Le veneraríamos como a un ser divino, 
maravilloso y digno de ser amado; pero, después de 
haberle advertido que en nuestro Estado no existía ni 
podía existir un hombre así, ungiéndole con óleo y 
adornándole con una corona de flores, le acompaña- 
ríamos a la frontera.» La democracia no deja lugar 
a los temperamentos de caudillo. Pero el ideal de la 
libertad democrática, la ausencia de imperantes y 
caudillos, no es ni remotamente realizable, porque la 
realidad social lleva consigo el gobierno y el caudillaje, 
quedando sólo por resolver cómo formar la voluntad 
imperante y cómo crear al caudillo. Para la democracia 
no es tan característico que la voluntad gobernante sea 
la voluntad del pueblo, como que una gran parte de 
éste, la mayor que pueda ser, participe en el proceso 
de la formación de la voluntad, incluso limitándose, al 
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menos, por regla general, a determinado estadio de 
este proceso, denominado legislación, y aun en ésta, a 
la creación del órgano legislador. Ello tiene por conse- 
cuencia que los caudillos destacados de la masa hayan 
de limitarse a su función específica, consistente en la 
ejecución de las leyes. Desde luego, el Gobierno, for- 
ma jurídicopolítica del caudillaje, puede influir esen- 
cialmente en la legislación. Sin embargo, es carac- 
terístico el hecho de que haya de poner en movimiento 
a otro órgano para procurarse la base de su actuación. 
Pero el mecanismo del aparato-parlamentario, caracte- 
rizado por la antítesis de mayoría y minoría, erige, 
aun para los Gobiernos apoyados en la mayoría, una 
barrera eficaz, lo que representa una diferencia no 
despreciable respecto de aquel régimen político en que 
el mismo gobernante estatuye las leyes que él mismo 
lleva a la práctica mediante la organización ejecutiva 
a sus órdenes. En todo caso, la creación de un órgano 
legislativo colegiado junto al órgano gobernante res- 
ponde a una tendencia general, como hemos observado 
ya, resultante de la naturaleza de la volición colectiva. 
Advirtiendo ya en la diferenciación entre el órgano 
parlamentario y el gobernante, así como en las res- 
tricciones consiguientes para el segundo, un rasgo 
típico de la democracia práctica, puede comprobarse 
la tendencia hacia la forma democrática como general 
a todos los Estados modernos. En esta misma tenden- 
cia radica aquella peculiar diferenciación de órganos 
que ya tuvo su expresión en la doctrina de la división * 
de poderes. La cuestión relativa a si la separación de 
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poderes es o no un principio democrático no puede 
quedar resuelta de manera terminante, y a la vez 
satisfactoria, para los encontrados puntos de vista de 
la ideología y de la práctica. Desde el punto de vista 
ideológico, la separación de los poderes y la distribu- 
ción de los poderes legislativo y ejecutivo entre órga- 
nos diversos no es inherente a la idea de que el pueblo 
deba gobernarse por sí mismo (1), pues esta tesis de- 
bería tener como consecuencia que todo el poder y con 
él todas las funciones de la volición estatal se concen- 
trasen en el pueblo o en el Parlamento que lo represen- 
ta. Tampoco la intención política con que se ha justi- 
ficado desde Montesquieu el dogma de la separación 
de poderes ha sido la de allanar el camino a la demo- 
cracia, sino que más bien servía para dar al monarca, 
más o menos postergado por el Poder legislativo, una 
última posibilidad para desenvolver su poder en la 
esfera de la función ejecutiva. El dogma de la separa- 
ción de poderes es la piedra angular en la ideología 
de la Monarquía constitucional. De aquí la teoría 
monárquica completamente incompatible en el Dere- 
cho político, con el concepto y la naturaleza de la fun- 
ción ejecutiva, reservada a los monarcas, según la cual 
ésta frente a la función legislativa goza de igualdad e 
independencia. Esta teoría es de gran alcance en la 
práctica de la Monarquía constitucional, porque, dada 


(1) Ya HasbacH (ob. cit., pág. 17) señala que la doctrina de 
MONTESQUIEU sobre la separación de los poderes es incompatible 
con la idea de la soberanía popular. 
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la forma en que en el Estado se hallan conjugadas las 
fuerzas, la separación de los poderes tiene como con- 
secuencia que el policéfalo órgano legislativo, único re- 
presentante del pueblo, no pueda imponerse de modo 
supremo. Confiado el Poder ejecutivo a un monarca y 
equiparado al legislativo en lugar de hallarse subordi- 
nado a él como correspondería a su naturaleza, demues- 
tra la experiencia que este monarca se enfrenta, como 
superior a ella, con la representación popular encar- 
gada del Poder legislativo. Esto demuestra que, en 
general, se concede importancia exagerada a la función 
legislativa por sí sola. Es casi una ironía de la Historia 
que una República como los Estados Unidos de América 
acepte ciegamente el dogma de la separación de poderes 
y lo eleve a la cúspide en nombre de la democracia, 
cuando el puesto del Presidente de los Estados Unidos 
está copiado conscientemente del del que ocupa el 
rey de Inglaterra. Al atribuir en la llamada República 
presidencial el Poder ejecutivo aun presidente no desig- 
nado por el Parlamento, sino elegido directamente por 
el pueblo, y al garantizar también en otros aspectos 
la independencia del Poder ejecutivo, encomendado al 
presidente frente a la representación del pueblo, se 
ocasiona, por paradójico que parezca, más bien un 
ataque que un apoyo a la soberanía del pueblo, aunque 
sea lógico presumir un deseo en este último sentido. 
Porque al enfrentarse un solo elegido con millones de 
electores, pasa a lugar muy secundario la idea de la 
representación popular. Lo que sería aún posible en 
un Parlamento compuesto por todos los partidos popu- 
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lares, a saber: que de la cooperación de todas estas 
fuerzas resulte algo parecido a una voluntad popular, 
sería completamente inadecuado dentro de la masa 
inmensa e incapaz de acción del pueblo entero, cuyo 
presidente, elegido directamente y, por consecuencia, 
independiente en absoluto del Parlamento, sería tan. 
incontrolable como el monarca hereditario, e incluso 
en aquel sistema son mayores que en el último las posi- 
bilidades de una autocracia, aunque limitada temporal- 
mente. Por consiguiente, la procedencia del título carece 
de importancia. La escasa consubstancialidad de la 
idea representativa con los principios democráticos se 
manifiesta en el hecho de que la autocracia se valga 
de aquella misma ficción. Lo mismo que el monarca, y 
en particular lo mismo que el monarca absoluto, se 
consideran todos los funcionarios designados por él 
como órganos, esto es, como representantes de la volun- 
tad del pueblo y del Estado. No hay usurpador ni 
tirano que renuncie a esta justificación de su poder. 
No media gran diferencia entre la autocracia de un 
monarca hereditario, legitimada por la fórmula de la 
representación, y la seudodemocracia de un emperador 
electivo. 

Sin embargo, la separación de poderes es beneficiosa 
para el régimen democrático. En primer lugar en cuanto 
significa una disgregación del poder y evita una con- 
centración del mismo expuesta a sus extralimitaciones 
arbitrarias. En segundo lugar porque procura sustraer 
a la influencia inmediata del Gobierno la importantí- 
sima esfera de la legislación abriéndola a la influencia 
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directa de los ciudadanos y reduciendo la función del 
Gobierno a la mera ejecución. ] 

Esto no sigmifica propiamente una capitis dimi- 
nutio del Gobierno. Antes bien, podría creerse que la 
suma de las energías sociales que se manifiestan en el 
poder político es la misma al pasar de la forma autocrá- 
tica a la democrática, distinguiéndose sólo en la dis- 
tinta gravitación del poder, concentrado en la primera 
y distribuido en la segunda, lo que permite soportar a 
esta última más fácilmente desde un punto de vista 
subjetivo. La voluntad del Gobierno no pierde nada en 
intensidad al contribuir a ella una pluralidad de órga- 
nos. La idea del caudillaje queda, sin duda, oscurecida 
por la circunstancia de que el Gobierno esté sometido 
a un Parlamento de centenares de miembros, y de que 
el dirigente único, representante exclusivo, quede reem- 
plazado por una multitud de personas que compartan 
la función directiva, esto es, la creación de la voluntad 
imperante. 

Con esto se convierte la erección de estos dirigentes 
múltiples en el problema eje de la democracia real 
que —en contraposición a su ideología — no es una 
comunidad carente de dirección, antes bien se distin- 
gue de la autocracia efectiva no por la ausencia, sino 
por la profusión de dirigentes. De aquí resulta elemento 
esencial de la democracia efectiva la adopción de un 
método especial de selección de dirigentes entre la co- 
lectividad de los dirigidos. 

Este método es la elección. El análisis sociológico 
de esta función es básico para el conocimiento funda- 
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mental de la democracia efectiva. Frente a esta función 
especial de la democracia se repite el problema de que 
ya tratamos al considerar el concepto total de aqué- 
lla, o sea la divergencia entre ideología y realidad. 
Según su concepto ideológico, la elección ha de signi- 
ficar una transferencia de voluntad de los electores a 
los elegidos. Partiendo de esta ideología, la elección y, 
por consiguiente, la democracia basada en aquélla, 
serían, como se ha dicho, «un imposible lógico », por- 
que de hecho la voluntad no es transferible : celui qui 
délégue, abdique. Rousseau sostenía ya que la voluntad 
no es representable. Pero esta interpretación ideoló- 
gica de la elección se halla visiblemente inspirada por 
la intención de mantener en pie la ficción de la liber- 
tad. Puesto que la voluntad para permanecer libre 
sólo puede determinarse ella misma, hace falta inter- 
pretar que la voluntad de los elegidos traduce la de los 
electores. De aquí la identificación ficticia de los elec- 
tores con los elegidos. Ahora bien, el significado obje- 
tivo de la elección no acompaña a esta ideología sub- 
jetiva, sino que, por lo contrario, el contenido real de 
esta función es muy distinto. 

Considerado desde un punto de vista puramente 
formal, equivale a un método de creación de órganos 
que se diferencia de otros por dos circunstancias : la 
primera porque no se trata de una función simple, 
sino compleja, en la que colaboran una multitud de 
órganos fragmentarios. La segunda porque el órgano 
creado mediante la elección es superior a los órganos 
creadores, ya que el primero dicta a los segundos la 
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voluntad gobernante, de normas obligatorias para 
éstos. En relación con estas dos circunstancias, la elec- 
ción se halla en antítesis con el nombramiento, método 
específico de creación de órganos dentro de la autocra- 
cia efectiva. Precisamente la segunda de las dos carac- 
terísticas anotadas, o sea la de que los dirigidos ins- 
tituyan al dirigente, y los sometidos a las normas 
creen la autoridad que las dicte, es también una razón 
que conduce a la ficción ideológica de la delegación de 
la voluntad. La experiencia psicológica y psicoanalítica 
encuentra en el concepto de la autoridad social una 
imagen de la autoridad paternal. Toda autoridad, so- 
cial, religiosa o de cualquiera otra especie, es concebida 
como preexistente a los sometidos a ella ; así ocurre 
con el padre, con el patriarca, con la divinidad. Esta 
concepción psicológica de la autoridad social se resiste 
a imaginar una creación de la autoridad por los suje- 
tos a ella, porque es tanto como decir que el padre sea 
creado por los hijos o el creador por las criaturas. Y así 
como en el estado primitivo del totemismo los compa- 
fieros de clan en ciertas fiestas orgiásticas ostentaban 
la máscara del animal totem, esto es, del primer padre 
del clan, y, simulando ser éste, se eximían por cierto 
tiempo de todos los lazos del orden social, de igual 
manera el pueblo sujeto a normas reviste en la ideolo- 
gía democrática los atributos de una autoridad inalie- 
nable en sí misma, pero necesaria y constantemente 
transferida en su ejercicio a los elegidos. También la 
doctrina de la soberanía del pueblo, aunque muy su- 
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tilizada y espiritualizada, es una máscara totemís- 
tica (1). 

Pero el verdadero rostro, tras los rasgos formales 
ya esbozados, muestra los siguientes : Mediante la elec- 
ción democrática, el dirigente no sólo es designado por 
la colectividad social de los dirigidos, sino quetambién 
se alza entre ellos para elevarse a su rango de caudillo. 
Lo que Max Weber ha denominado tan acertadamente 
«autocefalía », es característico en sumo grado de la 
democracia real, y la distingue, en cuanto hecho, de 
aquella organización política llamada autocracia, y 
modernamente, dictadura. La ideología de ésta repre- 
senta al caudillo como un ser completamente distinto 
de la comunidad social sujeta a él, y superior a ella, 
irradiando la aureola del origen divino o la de las fuer- 
zas mágicas. Según la ideología autocrática, el dirigen- 
te no es en modo alguno un órgano creado o creable 
por la comunidad. Se le imagina como un poder creador 
de ésta, como un ser que no puede nacer de una ma- 
nera inteligible por el juicio humano. En el sistema de 
la ideología autocrática, el origen, la designación y la 
promoción del caudillo son cuestiones dogmáticas, no 
sujetas a las reglas del conocimiento racional. El cau- 
dillaje representa en aquel caso un valor absoluto ex- 
presado en la deificación del caudillo. La realidad de 
ser éste perecedero plantea a esta ideología un proble- 


(1) Cts. mi disertación Gott und Slaat, en Logos, « Internatio- 
nale Zeitschrift fir Philosophie der Kultur», vol. XI, cuad. 3, pá- 
gina 261. 
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ma embarazoso, orillado a veces, de un modo pura- 
mente ideológico, con la ficción de no considerar como 
verdadero gobernante a la persona humana del mo- 
narca mortal, sino, por ejemplo, como en el Derecho 
político húngaro, un abstracto, la eterna y sagrada 
corona. Pero la realidad señala los casos de usurpación 
de las funciones gubernamentales, forma de autocrea- 
ción del órgano de gobierno, así como los de sucesión 
en el mando cuando no habiendo disposición del dic- 
tador precedente acerca de su sucesor, ni lugar para 
una continuación hereditaria, ocurre la necesidad de 
tomar un soberano de un pueblo extraño en vez del 
propio (heterocefalía). 

En el sistema de la ideología democrática, el pro- 
blema de la promoción del dirigente obedece sólo a 
consideraciones racionales. La función directiva no 
representa un valor absoluto, sino solamente relativo ; 
el dirigente sólo lo es para un determinado plazo y 
con ciertas restricciones; por lo demás, es igual a sus 
conciudadanos, a cuya crítica se halla sujeto. De aquí 
la publicidad de los actos de gobierno, mientras que la 
autocracia mantiene el principio del secreto de go- 
bierno. Del hecho de que el dirigente en la autocracia 
sea trascendente a la comunidad mientras que en la 
democracia sea inmanente a ella, se deriva la conse- 
cuencia, característica para la primera, de que la per- 
sona que ejerce las funciones del Gobierno es siempre 
superior al orden social, y, por consiguiente, irrespon- 
sable de por sí, mientras que la responsabilidad de los 
dirigentes es una nota específica de la democracia efec- 
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tiva. Ante todo, en la democracia el Gobierno no sig- 
nifica ninguna cualidad sobrenatural, sino que cual- 
quiera puede ser gobernante, por lo que el mando no es 
un monopolio permanente de uno solo ni de unos pocos. 
El cuadro de la democracia efectiva acusa el hecho de 
un cambio más o menos rápido de caudillos. Es cierto 
que también en él se comprueba la tendencia del diri- 
gente a mantenerse en su cargo, pero esta tendencia 
tropieza con obstáculos dimanados de las mismas ideas 
que inspiran la conducta de los hombres. La racionali- 
zación de la función directiva con sus consecuencias de 
publicidad, crítica, responsabilidad, y la conciencia 
de la eventualidad en el nombramiento del dirigente, 
impide que se considere a éste como inamovible. Pero 
por lo mismo que no lo es, cambia la ideología de la 
función directiva, siendo siempre característica para 
la democracia auténtica la existencia de una corriente 
que sube desde la colectividad de los dirigidos hacia los 
puestos directivos. (Para evitar confusiones, obsérvese 
que esto no se refiere tanto a los dirigentes de partido 
como a los del Estado o gobernantes.) 

Este movimiento, tan característico de la democra- 
cia real, la distingue claramente de la autocracia, en 
la que faltan o apenas existen posibilidades de elevarse, 
y en donde el Gobierne tiene una rigidez casi inmuta- 
ble. El método específicamente democrático de la 
selección de dirigentes, significa, en comparación con 
la autocracia, un considerable aumento del material 
disponible para aquélla, o sea de las personas concu- 
rrentes a la misma, 
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No siendo, tanto la democracia como la autocra- 
cia, sino métodos para crear un orden social, piensan 
los defensores de uno y otro principio que es el suyo 
respectivo el que permite alcanzar un orden mejor. 
A ello tiende el argumento tan burdo como ineficaz, 
aunque siempre repetido a favor de la autocracia, 
según el cual la democracia no puede prevalecer frente 
a ella, por representar ésta el único principio viable de 
que gobiernen los mejores y sólo los mejores. En este 
concepto, «el mejor » no puede ser más que el que haga 
mejores leyes, y las mejores leyes son las únicas que 
tienen derecho a existir. El tópico del « gobierno de los 
mejores» queda, pues, reducido a una lamentable 
tautología. No es discutible que deban gobernar los 
mejores : en ello coinciden los defensores de la demo- 
cracia con los de la autocracia. El problema político, 
o sea técnico social, es el de cómo pueden Jlegar al 
gobierno y mantenerse en él los mejores. Lo substan- 
cial es el método de la promoción de dirigentes. Y pre- 
cisamente en este punto, los propugnadores del ideal 
autocrático no poseen argumentos contra la democra- 
cia, pues el sistema autocrático, como hemos visto, no 
conoce ningún método de selección de dirigentes, y 
extiende sobre este problema, el más importante de la 
política, aquel velo místico-religioso que oculta al vulgo 
profano el nacimiento de los dioses. La verdad es que 
deja en suspenso la respuesta a la pregunta sobre quién 
ha de ser gobernante y cómo ha de llegar a serlo. Pero 
tampoco puede argumentarse nada decisivo a favor 
de la democracia en cuanto al método aplicado por ella 
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para la selección de dirigentes (1). Si bien se afirma 
que la democracia ayuda a erigirse en caudillos a los 
charlatanes y a los demagogos de los instintos más 
bajos de la masa, puede, por lo contrario, oponerse que 
es precisamente el método de la democracia el que 
plantea sobre campo más amplio la lucha por el poder, 
haciendo al caudillaje objeto de una competencia pú- 
blica y creando así una base, la más extensa, para una 
selección, mientras que el principio autocrático, sobre 
todo en su forma típica de Monarquía burocrática, 
suele ofrecer muy pocas garantías de camino expedito 
para los más aptos. A eso se añade que la democracia, 
según la experiencia, no sólo facilita el acceso a los 
puestos de dirección, sino que también ofrece garantías 
para que un dirigente que no se muestre idóneo pueda 
ser rápidamente eliminado, mientras que la autocracia 
hace precisamente lo contrario siguiendo sus principios 
de funciones vitalicias e incluso hereditarias. En la 
más íntima conexión con ello se encuentra el hecho de 
que en la democracia, dado su principio de la idoneidad 


(1) El texto no intenta afirmar que la democracia garantice 
la mejor selección de dirigentes, sino sólo aspira a destacar las par- 
ticularidades del método democrático frente al autocrático. Frente 
a un criterio de valoración, inexacto en cuanto a este punto, que 
expuse a favor de la democracia en mi primera edición de esta obra, 
me reprochaba, con razón, de inconsecuente REINHOLD HORNEFFER 
en la suya Hans Kelsen, Lehre von der Demokratie, Erfurt, 1926, 
página 77. Si opto a favor de la democracia, lo hago exclusivamente 
por las razones expuestas en el último capítulo de esta obra : por 
las relaciones entre la forma democrática del Estado y una con- 
cepción filosófica relativista. Éste era ya el punto de vista de mi 
Teoría general del Estado, lo que, al parecer, no ha tenido presente 
HORNEFFER+ 
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y de la libre crítica, se descubren fácilmente los des- 
aciertos de la administración pública, mientras que la 
autocracia, con su principio del mantenimiento de los 
empleados una vez nombrados, favorece el sistema tra- 
dicional del silencio. De ello derivan algunos observa- 
dores miopes que la democracia se presta más a la 
corrupción que la autocracia. Indudablemente es plau- 
sible el caso de que una personalidad genial y abnegada 
ejerza las funciones de monarca absoluto. Pero la His- 
toria, que conoce junto a democracias desmoralizadas 
otras política y culturalmente florecientes, señala im- 
placablemente al lado de figuras gloriosas, los espectros 
de césares envilecidos que aniquilaron sus Estados y 
sumieron a sus pueblos en indecible desgracia. 

Así como la idea primaria liberal de que ninguno debe 
ser dirigente, básica para la democracia, se convierte 
en la realidad práctica en el pensamiento de que todos 
puedan llegar a serlo, de la misma manera se transfor- 
ma el principio secundario de igualdad de los indivi- 
duos en una tendencia a la mayor equiparación. El 
supuesto demagógico de que todos los ciudadanos 
deben ser igualmente aptos para ejercer cualquier 
función oficial, se convierte en la mera posibilidad de 
capacitarlos para las funciones del Estado. La educa- 
ción para la democracia es una de las principales exi- 
gencias de la democracia misma (1). Y aunque toda 
educación es, en el buen sentido, autoritaria-auto- 


(1) Cfs. mi estudio Politische Weltsanschauung und Erziehung, 
en Annalen fir soziale Politik und Gesetzgebung, vol. 1, cuad. 1, 
página 1.8, 1912. 
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crática en cuanto a relación de maestro a discípulo y 
dirección espiritual, se ofrece el problema de la demo- 
cracia en la práctica de la vida social como magno 
problema de educación (1). Desde este punto de vista 
hay que enfocar también la cuestión relativa a la pre- 
paración de una determinada clase para ejercer el go- 
bierno o colaborar en él, cuestión verdaderamente fun- 
damental. Uno de los errores de la teoría socialista de 
la dictadura del proletariado es que, imaginando la 
revolución social con grandes analogías a las revolu- 
ciones burguesas de 1789 y 1848, da como supuesto 
que el proletariado está tan preparado para incautarse 
del poder como en su tiempo lo estuvo la burguesía (2). 
Pero la burguesía, en virtud de su situación económica, 
había tenido ocasión de prepararse para el poder polí- 
tico, del que estaba apartada por la aristocracia. Es 
un hecho dramático que el Gobierno, allí donde ha 
sido arrebatado por el proletariado, cayese en manos 
inexpertas, que por ello no fueron capaces de retenerlo. 
Con ello no aludimos sólo a la catástrofe administrati- 
va de la República socialista rusa, sino también a las 
dificultades extraordinarias surgidas para el partido 
social-demócrata, conducido por los descendientes de la 
burguesía en Alemania y Austria, a causa de no dispo- 
ner dentro del proletariado de los elementos cualificados 
precisos para dominar el aparato administrativo, aun- 
que fuese en la limitada escala en que lo exigiría un 
Gobierno de coalición burguesa socialista. 


(1) Cfs, STEFFEN, ob. cit., pág. 97. 
(2) STEFFEN, Ob. cit., págs. 148 y 149. 


IX 


Democracia formal y social 


La democracia construída sobre el principio de la 
mayoría es considerada por los marxistas como una 
democracia formal o burguesa, en oposición a la demo- 
cracia social o proletaria, nombre bajo el cual se dis- 
tingue un orden social que garantiza a los ciudadanos 
no sólo una participación igual en la formación de la 
voluntad colectiva, sino también, en cierto sentido, una 
igualdad económica. Esta antítesis debe ser radical- 
mente rechazada, puesto que es el valor de la libertad 
y no el valor de la igualdad el que define en primer 
lugar la idea de la democracia. Indudablemente, tam- 
bién desempeña un papel en la ideología democrática 
el pensamiento de la igualdad, pero, como hemos 
visto, solamente en un sentido negativo, formal y se- 
cundario, al intentar atribuir a todos la mayor libertad 
posible y, por lo tanto, una libertad igual, consistente 
en una participación alícuota en la formación de la 
voluntad estatal. Históricamente la lucha por la de- 
mocracia es una lucha por la libertad política, esto es, 
por la participación del pueblo en las funciones legisla- 
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tiva y ejecutiva. La absoluta independencia de la idea 
de igualdad — fuera de su concepto de igualdad para 
el uso de la libertad — respecto de la idea de democra- 
cia, se manifiesta claramente en el hecho de que la 
igualdad, no en su acepción política y formal, sino en 
cuanto equiparación material, esto es, económica, podría 
ser realizada en una forma que no fuese la democrá- 
tica, o sea en la autocrática-dictatorial, no sólo tan 
bien como bajo aquélla, sino tal vez mejor. Prescin- 
diendo de que al hablar de la igualdad económica ofre- 
cida a los ciudadanos por una democracia social no sólo 
se piensa en una igualdad, sino en una abundancia 
para todos, el concepto de la igualdad puede adoptar 
significados tan diferentes que resulta imposible con- 
siderarlo esencial para el concepto de la democracia. 
Con el nombre de «igualdad » se quiere dar a entender 
«justicia », y ésta admite tantas interpretaciones como 
aquélla. La teoría marxista, O, al menos, una tendencia 
moderna de ella, especialmente la doctrina bolchevista, 
aspira a emplazar bajo el nombre de «democracia », 
no la ideología de la libertad, sino la ideología de la 
justicia. Pero es una manifiesta corrupción de la termi- 
nología aplicar el vocablo «democracia », que tanto 
ideológica como prácticamente significa un determi- 
nado método para la creación del orden social, al con- 
tenido de este mismo orden, que es cosa completamente 
independiente. Este desplazamiento ideológico, si no 
en sus propósitos, por lo menos en sus consecuencias, 
tiene por resultado que se utilice a favor de un sistema 
expresamente dictatorial la gran autoridad y el crédito 
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de que el lema de la democracia goza precisamente 
gracias a su ideología de la libertad. Así, sin vacilacio- 
nes, se llega a negar — siguiendo el camino de este con- 
cepto de la democracia social, contrapuesto al de la 
política — que exista diferencia entre la democracia y 
la dictadura, declarando a ésta, cuando se inspira en 
y la justicia social, como «verdadera» democracia. Ello 
tiene por consecuencia que se deprima de manera 
injusta la democracia actual, y con ella los méritos 
de quienes la han realizado, a costa muchas veces de su 
interés material. 

Sorprende que precisamente sea el ideal socialista 
aquel cuya realización exija la renuncia a los métodos 
de la democracia, puesto que el socialismo desde Marx 
y Engels parte del supuesto fundamental, no sólo para 
su teoría política, sino también económica, de que el 
proletariado explotado y empobrecido constituye la 
inmensa mayoría de la población, y que este proleta- 
riado sólo necesita adquirir conciencia de su situación 
de clase para organizarse en el partido socialista y en- 
tablar la lucha de clases contra una minoría exigua. 
El socialismo, pues, había de reclamar la democracia, 
por creerse seguro de un gobierno cuya posesión le 
garantizaba la mayoría. Pero ya el surgimiento de demo- 
cracias burguesas en la primera mitad del siglo x1x, y, 
más todavía, su consolidación, así como los progresos 
posteriores del desenvolvimiento democrático, des- 
mintieron las esperanzas del socialismo. ¿Por qué no 
se convierte la democracia meramente política en otra 
también económica, es decir, por qué gobierna un grupo 
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burgués-capitalista y no proletario-comunista, si el pro- 
letariado, formado en la mentalidad socialista, reúne la 
mayoría, y el sufragio de la mayoría le asegura el pre- 
dominio en el Parlamento? Naturalmente esta pregun- 
ta sólo se refiere a los casos en que impera la genuina 
democracia y está asegurada la generalidad e igual- 
dad de los derechos políticos, como ocurre en las gran- 
des democracias de la Europa occidental y América. 
De seguro no bastan para dar respuesta ni las impurezas 
de los sistemas electorales, nila división en circunscrip- 
ciones, ni los obstáculos para el ejercicio del sufragio 
opuestos a ciertas categorías de electores, etc., como 
tampoco el influjo poderoso de la Prensa capitalista. 
Si la democracia civil se detiene en el estadio de la 
mera igualdad política, sin que ésta conduzca 'a una 
«igualdad » económica, la razón de ello está — como 
demuestra la experiencia de las revoluciones más re- 
cientes, especialmente la rusa — en que el proletariado 
interesado en la igualdad económica y la consiguiente 
estatización o socialización de la producción, en contra 
de lo que afirma el socialismo desde hace varios dece- 
nios, lejos de constituir, al menos hasta ahora, la in- 
mensa mayoría del pueblo, sólo forma una débil mi- 
noría. Éste es el motivo para el cambio de principios 
en el método político aceptado por una parte del so- 
cialismo, al reemplazar la democracia, que Marx y 
Engels consideraban todavía compatible con la dic- 
tadura del proletariado, por la forma propiamente 
dictatorial: por una dictadura que se presenta como 
absolutismo de un dogma político y de un régimen par- 


9. HANS KELSEN; Esencia y valor de la democracia. — 349, 
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tidista personificador de aquel dogma. Así ocurre que 
la extrema izquierda del partido proletario abandona 
el ideal democrático creyendo que el proletariado no 
puede conquistar el poder dentro de esta forma, al 
menos en plazo previsible, mientras que la extrema 
derecha de los partidos burgueses hace lo mismo, pen- 
sando que la burguesía no podrá defender el poder 
político, siquiera por mucho tiempo, dentro de la de- 
mocracia. 

En el oscuro horizonte de nuestro tiempo, asoma el 
rojo resplandor de un astro nuevo: la dictadura de 
partido, dictadura socialista del proletariado, o dic- 
tadura nacionalista de la burguesía ; tales son las dos 
nuevas formas de la autocracia (1). 

Para poner de relieve el respectivo valor de la de- 
mocracia y la autocracia, hay que retroceder hasta los 
últimos fundamentos filosóficos en los que enraiza esta 
contraposición. Pues existe una conexión íntima entre 
los problemas de la política y los de la filosofía. Cier- 
tamente, esa investigación no podrá conducirnos a una 
decisión objetiva entre las dos formas primarias de la 
estructura estatal. Pero puede ilustrar al individuo, 
para que sepa dónde referir su decisión, subjetivamente 
justificada (y sólo subjetivamente justificable), en el 
gran conflicto de nuestra época. 

A este problema se dedican los siguientes capítulos. 


(1) Cfs. mi Teoría general del Estado, Barcelona, 1934, pági- 
nas 464 y ss, 
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La conexión entre los problemas políticos y filosóficos 


Nada tiene de extraño que la Ética mantenga ínti- 
mas relaciones con la ciencia política y social, ya que, 
bien mirado, éstas constituyen una parte de aquélla, 
por lo que no hay posibilidad de separarlas. Pero mucho 
más importante es la profunda analogía que se advierte 
entre los problemas teoréticos de esas ciencias y la 
Gnoseología. En efecto, la médula de todo razonamiento 
ético-político es la relación entre el sujeto y el objeto 
del poder, del mismo modo que el sentido de toda es- 
peculación epistemológica es la relación entre el sujeto 
y el objeto del conocimiento. Hay una profunda analo- 
gía entre la relación de poder que constituye el objeto 
de la política y la manera cómo, en el ámbito del cono- 
cimiento, el sujeto se apodera del objeto o, a la inversa, 
como éste determina al sujeto. Por eso, en uno y otro 
caso existe un número, limitado apriorísticamente, de 
planteamientos y soluciones de problemas, y la impo- 
sibilidad de resolver la pugna en que se presentan, 
Y por eso también se da en los dos casos ese eterno 
retorno, esa monótona insistencia en el mismo teore- 
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ma, que suscita la impresión de que el espíritu humano, 
a diferencia de lo que ocurre en la investigación de la 
naturaleza y en el dominio de la técnica, está — en 
filosofía y en política — moviéndose dentro de un círcu- 
lo de hierro, del que no tiene manera de salir. 

Pero entre política y filosofía no existe sólo un para- 
lelismo externo sino una real conexión interior. Como 
la cuestión medular de una y otra es la relación entre 
un sujeto y un objeto, parece indudable que el tipo 
humano que aquél encarne ha de ser de alcance deci- 
sivo para fijar el tipo de ideología que este sujeto des- 
arrollará en su relación con el objeto — del poder o del 
conocimiento —. La raíz común de la fe política y de 
la convicción filosófica es siempre la estructura psí- 
quica, el carácter del filósofo o del político, la forma 
esencial de su yo, esto es, la manera como este «yo » 
se experimenta a sí mismo en su relación con el «tú» o 
«él». Si se quiere averiguar por qué son inconciliables 
las pugnas ideológicas — no menos antitéticas que los 
conflictos de poder —, por qué es imposible la mutua 
y plena comprensión, a qué se debe la encendida pa- 
sión que en ellas ponemos, no hay más remedio que bus- 
car en características humanas los más hondos fun- 
damentos determinantes de la adopción de uno u otro 
sistema político o filosófico. En definitiva, pues, una 
tipología de las opiniones políticas y filosóficas tendrá 
que desembocar en una caracterología o, al menos, 
habrá de tratar de unirse con ella. Podemos suponer 
que toda concepción de la vida, especialmente toda 
doctrina política, se integra en la correspondiente con- 
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cepción del mundo, en un sistema de filosofía ; pues 
es el mismo hombre el que se hace sus ideas tanto sobre 
la relación con sus prójimos y el orden de esta relación, 
como acerca de su relación con el mundo en general y 
la posibilidad de su conocimiento. Sin embargo, no 
todo ideal político va necesariamente unido con la co- 
rrespondiente y adecuada postura filosófica ; pues esa 
vinculación entre la voluntad de modelar prácticamente 
la vida y una determinada imagen del mundo, no se da 
en un libro lógicamente pensado sino en el hombre, 
con todas las contradicciones que le son propias. No 
se crea, pues, que quien se sienta inclinado a una deter- 
minada posición filosófica, especialmente en teoría del 
conocimiento, ha de participar fatalmente en la con- 
vicción política que de ella parece deducirse. Histórica- 
mente, es posible demostrar tal conexión ; más adelante 
he de ponerla de relieve en algunos espíritus represen- 
tativos. Pero no hay que ignorar las fuerzas, a veces 
muy poderosas, que destruyen esta unión, impidiendo 
que la doctrina política ascienda a la correspondiente 
concepción filosófica, o viceversa. En un ensayo de 
descubrir las relaciones entre las formas políticas y los 
sistemas filosóficos, no puede olvidarse, en primer tér- 
mino, que, en sus raíces más hondas, la naturaleza del 
hombre no es racional ni, por tanto, lógica ; y que la 
voluntad humana tiene la posibilidad de imprimir al 
intelecto una dirección que no sólo contradiga a las 
inclinaciones primarias, sino a los postulados de la con- 
secuencia. Hay que tener cuenta de las circunstancias 
externas que, si bien no ponen límites a la especulación 
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filosófica, coartan o suprimen totalmente la libertad 
de movimiento en política. Generalmente, la adhesión 
a una u otra política, y especialmente la decisión entre 
democracia y autocracia, no está basada ni en una pro- 
funda investigación de los hechos, ni en una reflexión 
concienzuda sobre sí mismo, sino que depende de cir- 
cuñstancias accidentales, e incluso de pasajeros esta- 
dos de ánimo. Al mismo tiempo, el hecho de que todo 
régimen político suscita indefectiblemente una oposi- 
ción, es causa de vacilaciones bien explicables ; se 
comprende que los descontentos de la democracia cla- 
men por la dictadura, y viceversa. A menudo, son 
siempre los mismos — incluso de buena fe —los que 
están descontentos de toda idea política actualmente en 
vigencia y a favor de todo programa aún no realizado 
o ya caduco. Muchos de los que hoy están profunda- 
mente convencidos de que la democracia es la causa 
de todos los males que nos aquejan e invocan la dic- 
tadura, hubieran sido liberales demócratas en un Esta- 
do absolutista y en 1848 se hubieran batido en las 
barricadas a favor de la República alemana negro-rojo- 
gualda ; y es más que probable que lo hagan así en 1948. 
Claro que no se pierde mucho renunciando a poner 
como modelos a estos espíritus pequeños. Pero tam- 
poco en los grandes hombres será siempre fácil demos- 
trar la existencia de la conexión buscada entre ideales 
políticos y filosóficos, porque los filósofos no han desen- 
vuelto ningún sistema político, y los prácticos y los 
teóricos de la política no se han preocupado de plan- 
tearse filosóficamente sus problemas. 
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Sólo con estas limitaciones puede afirmarse la co- 
nexión entre las actitudes filosóficas y políticas. 

Para establecerla sobre bases firmes, hemos de ex- 
poner, ante todo, la esencia de las dos formas originarias 
de la sociedad ; describiremos los dos tipos ideales : 
autocracia y democracia en su pureza teórica ; no tal 
como se han dado en la realidad histórica, sino tal como 
hemos de presuponerlas para comprender las formas 
políticas reales que se aproximan más o menos, según 
los casos, a uno u otro de estos tipos ideales. La reali- 
dad política representa siempre una combinación de 
ambos elementos, con predominio en cada caso de uno 
de ellos. 


Il 


La idea y el tipo caracterológico de las dos formas 
políticas fundamentales 


La idea de la democracia, como ya se ha demostra- 
do en el anterior escrito, es la idea de libertad en el 
sentido de autonomía o autodeterminación política. Su 
expresión relativamente más pura se encuentra allí 
donde el orden jurídico estatal es creado directamente 
por los mismos que a él están sometidos, allí donde las 
normas de conducta de un pueblo son acordadas por 
el pueblo mismo reunido en asamblea. Cuando en lugar 
de la asamblea popular se crea un Parlamento elegido 
por el pueblo — aun con arreglo al principio del su- 
fragio universal e igualitario —, estamos en presencia 
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de una limitación de este principio de la autonomía 
(disimulada apenas por la ficción de la representación), 
la cual queda desde luego ceñida a la creación de los 
órganos que han de establecer el orden jurídico de 
Estado. Ciertamente, no puede comprenderse la de- 
mocracia partiendo de la sola idea de libertad ; ya que 
ésta, por sí misma, no puede fundar un orden social, 
cuyo sentido esencial es la vinculación ; y sólo una 
vinculación normativa puede establecer vínculos so- 
ciales y establecer una comunidad. El sentido más 
profundo del principio democrático radica en que el 
sujeto no reclama libertad sólo para sí, sino para los 
demás ; el «yo » quiere que también el «tú » sea libre, 
porque ve en él su igual. De ese modo, para que pueda 
originarse la noción de una forma social democrática, 
la idea de igualdad ha de agregarse a la de libertad, li- 
mitándola. 

Si se pregunta cuál es el tipo humano a que corres- 
ponde esta concepción política en la que el anhelo 
hacia la libertad se modifica por el sentimiento iguali- 
tario, indudablemente es aquel en el que la vivencia 
del propio yo no es tan elemental y distinta de la vi- 
vencia de los otros yo, del no-yo, como para que uno 
no fuera capaz de compenetrarse con la pretensión de 
los otros yo a ser reconocidos en su calidad de tales. 
Es el tipo cuyo acontecimiento radical es el « Tat tvam 
asi » (1), el hombre que, al contemplar a los demás, oye 


(1) Fórmula sánscrita de la teoría brahmánica monista de 
ser-uno, de la Upanishada Chandogya : significa « eso eres tú »; 
muy usada por Schopenhauer. 
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dentro de sí una voz que le dice : ése eres tú. Este tipo 
de personalidad se reconoce a sí mismo en los demás ; 
ve en los otros no algo ajeno a él, no un enemigo, sino 
el igual y, por tanto, el amigo ; el propio yo no es para 
él algo particularísimo, incomparable e inimitable. 
En él, el sentimiento de la individualidad se encuentra 
más bien disminuído ; por eso está abierto a la simpa- 
tía y la comprensión, es amigo de la paz y enemigo de 
la agresión ; sus impulsos agresivos no se dirigen pri- 
mariamente contra los demás, sino que se revuelven 
contra sí mismo, manifestándose como tendencia a la 
autocrítica y como noble disposición a soportar el 
sentimiento de la culpa y la conciencia de la responsa- 
bilidad. Y nada tiene de paradójico, aunque otra cosa 
parezca a primera vista, que ese ejemplar humano en 
el que la conciencia de su individualidad se halla más 
bien relegada a segundo plano, sienta inclinación por 
una forma política en la que el poder está reducido al 
mínimo. Pues la actitud que el sujeto adopta ante el 
problema del poder — el problema fundamental de la 
política — depende esencialmente de la intensidad de 
su volutad de poder. Y en una forma política en la que 
el poder predomina, el individuo, al someterse, tiende 
a identificarse con el poder que le somete (1). 

Cuanto más fuerte es esta voluntad de poder, tanto 
menor es el aprecio que de la libertad se hace. Nega- 


1) Freu, Massenpsychologie und  Ichanalyse, 1921. — 
FreunD, Das Unbehagen in der Kultur, 1930. — MULLER FREIEN- 
FELs, Persónlichkeit und Weltanschauung, 2.3 ed., 1920. 
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ción plena del valor de libertad, maximalización de 
poder: tal es la idea de la autocracia. Aquí, el orden 
jurídico del Estado es establecido por el único al que 
todos los demás están sometidos — sin participar en 
modo alguno en la formación de la voluntad común —, 
por el soberano y caudillo que, por sus dotes persona- 
lísimas y naturaleza diferente a la de los demás, se 
encuentra sobre todos y frente a todos. La desigualdad 
radical entre el caudillo y los dirigidos, es el supuesto 
a priori de esta forma política, que corresponde a un 
tipo humano de conciencia exacerbada del propio yo. 
La incapacidad o, al menos, la enemiga a reconocer 
en el «tú» un «yo» por esencia análoga al propio, 
impide a este tipo de hombre reconocer que la igualdad 
pueda ser un ideal; del mismo modo que la fuerza de 
sus impulsos agresivos y la intensidad de sus aspiracio- 
nes de poder le vedarán admitir que la libertad y la 
paz constituyan ideales políticos dignos de estima. 
Donde la conciencia del propio yo se halla de tal modo 
exacerbada, el sujeto acaba indefectiblemente por 
identificarse con su super-yo, con su yo ideal, que para 
él está representado por el dictador omnipotente. No 
es, pues, una contradicción psicológica, sino todo lo 
contrario, el que precisamente este tipo sea un fanático 
de la disciplina rígida y de la obediencia sin límites y 
que, de hecho, encuentre su mayor placer no sólo en 
mandar sino en obedecer. La identificación con la 
autoridad : tal es el secreto de la obediencia. 
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TI 


La antítesis entre la primacia del conocimiento 
y de la voluntad 


La democracia, al limitar la autoridad, relaja tam- 
bién la disciplina ; por eso se opone a todo poder abso- 
luto, incluso el de la mayoría. El poder ejercido por la 
mayoría debe distinguirse de todo otro en que no sólo 
presupone lógicamente una oposición, sino que la reco- 
noce como legítima desde el punto de vista político, 
e incluso la protege, creando instituciones que ga- 
rantizan un mínimo de posibilidades de existencia y 
acción a distintos grupos religiosos, nacionales o econó- 
micos, aun cuando sólo estén constituidos por una 
minoría de personas; o, en realidad, precisamente por 
constituir grupos minoritarios. La democracia necesita 
de esta continuada tensión entre mayoría y minoría, 
entre gobierno y oposición, de la que procede el proce- 
dimiento dialéctico al que recurre esta forma estatal 
en la elaboración de voluntad política. Se ha dicho 
acertadamente que la democracia es discusión. Por 
eso, el resultado del proceso formativo de la voluntad 
política es siempre la transacción, el compromiso. La 
democracia prefiere este procedimiento a la imposición 
violenta de su voluntad al adversario, ya que de ese 
modo se garantiza la paz interna. Un principio vital 
de la democracia es, pues, no la existencia de un libe- 
ralismo económico — porque la democracia puede ser 
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liberal o socialista —, pero sí la garantía de las liber- 
tades : libertad de pensamiento y de Prensa, libertad 
de cultos y de conciencia ; afirmación del principio de 
tolerancia y, sobre todo, libertad de la ciencia, junta- 
mente con la fe en la posibilidad de su objetividad. 
Todas las constituciones democráticas están informa- 
das por ese espíritu que, especialmente por lo que se 
refiere a la ciencia, es el de aquel tipo de hombre que 
hemos descrito como específicamente demócrata. En el 
gran dilema entre la voluntad y la razón, entre el im- 
pulso a dominar el mundo y la aspiración de compren- 
derlo, el hombre demócrata se inclina más bien hacia 
el conocimiento y la comprensión que no hacia la vo- 
luntad y el dominio : pues, en él, la intensidad de la 
conciencia de su yo, el valor atribuído a su subjetivi- 
dad ceden el puesto a la crítica racional, incluso la de 
sí mismo, y al reconocimiento del valor a los objetos, 
que son los supuestos de la creencia en una ciencia crí- 
tica y, por tanto, objetiva. 

La autocracia no puede tolerar la oposición; no 
existe en ella discusión ni transigencia, sino imposición. 
Y al no admitirse la tolerancia, todavía menos cabe 
hablar de libertad de conciencia, religiosa o de pensa- 
miento. El primado de la voluntad sobre el conoci- 
miento tiene como consecuencia la de que sólo puede 
pasar por verdadero lo que es bueno : pero lo que es 
bueno nadie puede decirlo sino la autoridad estatal, a 
la que han de someterse no sólo la voluntad, sino la ra- 
zón y la fe de los súbditos ; de manera que quien osa 
resistir a esa autoridad, no sólo delinque, sino que, 
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además, incurre en error. Compréndese, pues, que en 
tal sistema, la libertad de la ciencia habrá de ser objeto 
de ataques más o menos directos : sólo se la tolerará 
como instrumento del poder, cuando sus conclusiones 
puedan aprovechar más o menos a los intereses del 
mismo. Si desaparece la creencia en la posibilidad de 
una ciencia libre de los intereses del poder político y, 
por tanto, digna de la libertad, o si el ideal de la obje- 
tividad del conocimiento cede el puesto a otros ideales, 
se inicia el viraje hacia una actitud espiritual favorable 
a la autocracia. Un movimiento semejante suele ir de 
la mano con la alta estima concedida al irracionalismo 
y el consiguiente menosprecio de lo racional. En el 
ineludible conflicto entre la ciencia y la religión, ésta 
recaba para sí la primacía. 


IV 


Racionalismo e ideología 


Donde con más claridad se revela el carácter racio- 
nalista de la democracia es en su aspiración a organi- 
zar el orden estatal como un sistema de normas gene- 
rales, preferentemente escritas, en las que los actos 
individuales de la administración y la jurisdicción se 
hallen determinados del modo más amplio posible, pu- 
diendo considerarse como previsibles. A la democracia 
es inmanente la tendencia a situar en la legislación el 
centro de gravedad de las funciones estatales, convir- 
tiéndose en Estado legislativo, El ideal de legalidad 
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desempeña en ella un papel decisivo, así como la creen- 
cia de que los actos políticos individuales pueden justi- 
ficarse racionalmente — por su legalidad. En la demo- 
cracia, la seguridad jurídica reclama la primacía sobre 
la justicia, siempre problemática; el demócrata propen- 
de más al positivismo jurídico que al Derecho natural. 
La autocracia, por el contrario, desprecia esta raciona- 
lización del orden colectivo; evita en lo posible la 
vinculación jurídica del imperante y sus auxiliares, los 
cuales actúan como representantes y servidores perso- 
nales suyos, pero no como órganos del Estado, a la 
manera democrática. El acto estatal concreto no cons- 
tituye ya la ejecución previsible de una ley que, en lo 
esencial, le preformaría por así decirlo, sino la creación 
libre e intuitiva del imperante o sus órganos. Una de 
las miras fundamentales de las autocracias es asegurar 
la más amplia libertad de movimientos al aparato es- 
tatal, identificado con el detentador del poder. Si éste 
dicta leyes, posee el poder ilimitado de hacer en cada 
caso concreto cuantas excepciones estime convenientes. 
Toda actuación del poder público pretende ser una 
realización de la justicia ; de una justicia que no puede 
expresarse racionalmente en leyes generales, sino tan 
sólo manifestarse en cada caso, según sus particulari- 
dades. Ahora bien, la cualidad instransmisible del 
caudillo es precisamente estar en posesión de esta jus- 
ticia, como virtud y capacidad habidas por la gracia 
de Dios; tal es la legitimación de su poder dictatorial. 
Por eso, todo sistema autocrático rechaza la exigencia 
de desarrollar un programa como la democracia racio- 
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nalista. Si, no obstante, contrariando su naturaleza, se 
ve obligado a lanzar un programa, éste es o comple- 
tamente vacuo o contradictorio. En ese caso, se de- 
fiende de la crítica alegando que el programa no con- 
tiene ni puede contener lo esencial ; no es posible com- 
prender ni regular por medio de principios generales el 
curso de la vida. Todo radica, pues, en la acción con- 
creta, en el misterio del xa:póc creador. 

Como la democracia tiende fundamentalmente a la 
seguridad jurídica y, por tanto, a la legalidad y previ- 
sibilidad de las funciones estatales, existe en ella una 
poderosa inclinación a crear organizaciones de control, 
que sirvan de garantía de la legalidad. De estas garan- 
tías, la más firme en el principio de publicidad. La ten- 
dencia a la claridad es específicamente democrática, y 
cuando se afirma a la ligera que en la democracia son 
más frecuentes que en la autocracia ciertos inconve- 
nientes políticos, especialmente las inmoralidades y co- 
rrupciones, se emite un juicio demasiado superficial o 
malévolo de esta forma política, ya que dichos incon- 
venientes se dan lo mismo en la autocracia, con la 
sola diferencia de que pasan inadvertidas, por imperar 
en ella el principio opuesto a la publicidad. En lugar 
de claridad, impera en la autocracia la tendencia a 
ocultar: ausencia de medidas de control — que no 
servirían más que para poner frenos a la acción del 
Estado —, y nada de publicidad, sino el empeño de 
mantener el temor y robustecer la disciplina de los 
funcionarios y la obediencia de los súbditos, en interés 
de la autoridad del Estado. Del mismo modo que la 


10 Hans KELSEN: Esencia y valor de la democracia. — 349. 
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democracia lleva aparejada con su actitud críticorracio- 
nalista cierta postura antiideológica o, al menos, poco 
favorable a las ideologías, la autocracia tiende, por 
el contrario, a rodearse de ideologías específicamente 
místicorreligiosas ; y suele reprimir con mayor rigor 
todo intento de atentar contra estas representaciones 
en que se apoya el poder, que la lesión de los inte- 
reses directos y reales del poder mismo. La lucha en 
la que la democracia supera la autocracia, va dirigida 
en nombre de la razón crítica, contra las ideologías 
que apelan a las fuerzas irracionales del alma humana. 
Pero como ningún poder puede renunciar completa- 
mente a las ideologías que le justifican y explican, 
también las democracias o, mejor, los que detentan el 
poder en las democracias operan con tales ideologías. 
Pero éstas se encuentran mucho más cercanas a la 
realidad, son más racionales y, por tanto, más débiles 
que las de la autocracia, ya que al ser más intenso el 
poder de ésta, requiere un velo más espeso para di- 
simular su verdadera naturaleza. Ciertamente, tam- 
bién hay ocasiones en que la democracia se sirve de las 
mismas ideologías a las que deben o creen deber su 
éxito las autocracias ; así, por ejemplo, la afirmación 
de que la voluntad del imperante es un eco de la divina 
voluntad. Pero nunca se ha creído sinceramente que 
la vox populi sea la verdadera vox Dei. Pues lo que se 
reclama como carisma a favor de un caudillo único, 
no se puede atribuir a cada uno de los componentes de 
la masa anónima : esto es, la comunicación personal 
con lo absoluto, con la divinidad, como su mensajero, 
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su instrumento o su descendiente, que es lo que de sí 
afirma el autócrata. Si la democracia, que por esencia 
es racionalista, se esforzase en legitimarse por tal pro- 
cedimiento, se repetiría lamentablemente la fábula del 
asno en la piel del león. 


V 
El problema de los dirigentes 


Esta distinción entre democracia y autocracia se 
revela también en la manera de plantearse el problema 
de los dirigentes. Para la ideología autocrática, el cau- 
dillo encarna un valor absoluto; para la democracia, 
por el contrario, su valor no pasa de relativo ; por eso 
no constituye ésta un campo abonado para el ideal del 
caudillismo ni, en general, para el principio de autori- 
dad. Por naturaleza, la democracia es una sociedad 
que no reconoce padre — la paternidad es el modelo y 
la experiencia primaria de la autoridad — ; aspira a 
ser en lo posible una sociedad de colaboración entre 
iguales, sin direcciones tuteladoras. Su principio es la 
coordinación y su forma más primitiva la sociedad entre 
hermanos del régimen del matriarcado. De aquí el 
sentido, mucho más profundo de lo que se piensa, que 
para la democracia tiene el lema de la Revolución fran- 
cesa: libertad, igualdad, fraternidad. La autocracia, por 
el contrario, es por naturaleza una comunidad patriar- 
cal; no se busque en su estructura la coordinación, 
sino la relación de superior a inferior, la articulación 
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jerárquica. Por eso se tiende fácilmente a atribuirle 
mayor vitalidad y, de hecho, causa la impresión de 
que, en las perspectivas históricas, la autocracia ocupa 
mucho más lugar que las formas democráticas, que no 
constituirían, por así decirlo, más que los entreactos del 
drama de la Historia. La repulsión hacia las ideologías 
quita fuerzas, al parecer, a la democracia, porque, con 
sus principios de legalidad, tolerancia, libertad de pen- 
samiento y protección de minorías, se crea sus propios 
adversarios, al paso que la autocracia los suprime sin 
contemplaciones. Es el paradójico privilegio de la de- 
mocracia : poder darse a sí misma su sentencia de 
muerte con sus propios métodos de elaboración de vo- 
luntad política, esto es, por medios legales. Ahora bien : 
uno de los más serios peligros de la autocracia radica 
precisamente en la falta de medios para encauzar las 
voluntades adversas, no menos inexistentes que en la 
democracia. Desde el punto de vista de la técnica psi- 
cológicopolítica, el mecanismo de las instituciones de- 
mocráticas tiende a elevar la pasión política de las 
masas y, en especial, de los grupos de oposición, hasta 
el dintel de la conciencia social, para que ésta reaccione. 
En cambio, el equilibrio social de la autocracia des- 
cansa en el desplazamiento de las pasiones políticas a 
una esfera que cabría equiparar a la de lo inconsciente 
en las psicologías individuales. Por eso, renunciamos 
a investigar cuál de las dos técnicas es más adecuada 
para proteger la forma del Estado contra su derroca- 
ción por las revoluciones. 
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vI 
La actitud ante la política internacional 


A los hábitos descritos en la política interior, co- 
rresponde igualmente determinada actitud en la po- 
lítica internacional. El tipo democrático se inclina al 
ideal pacifista, así como la autocracia propende al im- 
perialismo. No quiere decirse con esto que no haya 
habido democracias que han llevado a cabo guerras de 
agresión ; pero siempre es menor la disposición a em- 
prenderlas, porque hay que vencer en el interior gran 
cantidad de obstáculos que no existen en las autocra- 
cias. Por eso tiene la democracia la tendencia a justi- 
ficar su política internacional en una ideología pacifista 
y racional : urge considerar la guerra emprendida como 
guerra meramente defensiva, mientras que la actitud 
heroica de la autocracia no necesita ocultar tras esta 
máscara sus verdaderas intenciones. O bien se suele 
considerar que la finalidad de toda guerra es una defi- 
nitiva liberación de los pueblos, mediante una orga- 
nización jurídica internacional de rasgos marcadamente 
democráticos : comunidad de Estados coordinados, so- 
metidos a una instancia — un Tribunal de justicia in- 
ternacional a ser posible — a la que se comprometen a 
recurrir para zanjar sus litigios, como punto de partida 
de la evolución hacia el Estado universal ; claro que, 
para la convicción autocrática-imperialista, esta idea 
no sólo carece de valor político, sino que significa la 
decadencia de la civilización, por el igualitarismo que 
impone a los pueblos, al atenuar sus diversidades. 
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vII 
Teorías democrática y autocrática del Estado 


La gran variedad de concepciones en torno a la na- 
turaleza del Estado que se desenvuelven dentro del 
tipo democrático y del autocrático, se acusa con sin- 
gular relieve en la idea que cada uno de estos tipos se 
forma acerca de las relaciones del Estado con los demás 
Estados. Aquel tipo de hombre en el que el sentimiento 
de su individualidad se halla exacerbado, identificán- 
dose con el autócrata omnipotente, sustenta la siguiente 
teoría : El Estado es una realidad diversa por natura- 
leza de la masa o suma de los individuos, una realidad 
supraindividual, colectiva, un organismo místico y, 
en cuanto tal, una especie de ser supremo, la realidad 
de un valor absoluto. El concepto de soberanía eleva 
al Estado a la categoría de lo absoluto, y le diviniza ; 
pero por Estado se entiende aquí el soberano. La ex- 
presión simbólica de esta teoría es la frase célebre « el 
Estado soy yo ». En este tipo, el conocimiento del mun- 
do arranca del yo y, análogamente, la especulación 
política toma como punto de partida el propio Estado 
soberano. Consiguientemente, la existencia de los otros 
Estados y la validez de los respectivos órdenes jurídi- 
cos se funda en la voluntad soberana de este Estado, 
sobre el que ninguna otra voluntad existe en la esfera 
social. Es la teoría según la cual el Derecho interna- 
cional no vale para el Estado sino en tanto que éste lo 
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reconoce ; bien entendido que este reconocimiento es el 
creador de su subjetividad jurídica. El Derecho inter- 
nacional no constituye un orden superestatal — lo que 
sería incompatible con la idea de soberanía — sino, 
supuesto que se le admita como Derecho, un elemento 
que el propio orden estatal acepta libremente; de ese 
modo, el Estado soberano se extiende sobre todas las 
demás comunidades jurídicas estatales, no, claro está, 
en el ámbito territorial y material de su vigencia, pero 
sí cuanto al fundamento formal de su validez : de ma- 
nera que todo el mundo jurídico se constituye como 
voluntad y representación del Estado-Yo absoluto. 
Diametralmente opuesta a esta concepción es aque- 
lla otra que no ve en el Estado un ser supraempírico, 
racionalmente incognoscible, distinto de la suma de 
sus miembros, sino la ordenación ideal de la conducta 
recíproca de los individuos. El Estado no es un supe- 
rior de sus súbditos, no domina a los hombres, no es de 
naturaleza distinta que la de los supuestos domina- 
dos; el Estado está constituído por hombres, no vive 
sino en ellos y por ellos, y no es más que un orden es- 
pecífico de la conducta humana. La teoría política de 
este tipo podría resumirse en esta frase : «El Estado 
somos nosotros. » Lejos de atribuírsele un valor abso- 
luto, se le relativiza. El concepto de soberanía es el 
reflejo de una suma de ambiciones de poder; visto así, 
desaparece el principal obstáculo que se opone a reco- 
nocer que sobre los Estados existe o puede existir un 
Derecho internacional que los coordina, delimitando 
jurídicamente los respectivos ámbitos de validez es- 
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pacial y temporal. El Estado es un ser jurídico, pero 
sin supremacía alguna : es un grado intermedio en la 
cadena de formaciones jurídicas graduales que condu- 
cen desde la comunidad internacional universal hasta 
las comunidades jurídicas inferiores que la integran. 
En esta tendencia antiideológica, enderezada a lograr 
un conocimiento objetivo y libre de valores, en el que 
se ponga de relieve la relatividad de todas las antítesis 
aparentemente absolutas, la teoría jurídica, política 
y social del tipo democrático se revela en su verda- 
dero carácter de teoría social científica por excelen- 
cia, mientras que el tipo autocrático trata el problema 
de la sociedad como objeto del conocimiento, con arre- 
glo a puntos de vista políticorreligiosos, esencialmente 
teológicos. Sólo el tipo democrático es capaz de juzgar 
objetivamente la forma estatal que le está ordenada ; y, 
lo que es más importante, sólo él tiene inclinación a 
hacerlo. Lo que constituye su fuerza científica, es su 
debilidad política. En tanto que la oposición de formas 
políticas puede reducirse a una antítesis de actitudes 
íntimas humanas, es lógico que la pugna entre una men- 
talidad puramente científica (esto es, orientada sim- 
plemente al valor del conocimiento) y una mentalidad 
política (es decir, enfocada hacia un valor distinto y, 
para ella, superior al del conocimiento, por ejemplo, el 
valor de la sociedad) vaya unida con el antagonismo 
de democracia y autocracia. Y así ya no resulta tan 
paradójico que en el hogar de la democracia pueda flore- 
cer una ciencia auténtica del Estado, con la garantía 
de la libertad intelectual, mejor que en la autocracia, 
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en la que sólo puede cultivarse una ideología del Es- 
tado; y tampoco es extraño que quien se sienta interior- 
mente inclinado a la democracia se encuentre mejor 
dispuesto a elaborar una concepción puramente cientí- 
fica del Derecho, del Estado y de la Sociedad, que aquél 
a quien su carácter impulsa hacia la autocracia y, por 
tanto, hacia toda actitud típicamente ideológica. 


VII 


La oposición de criterios filosóficos 


En estas dos teorías antagónicas del Estado se pre- 
senta con toda claridad la oposición de sistemas filosó- 
ficos en los que, en último término, enraiza la pugna de 
idearios políticos. Y esta oposición resulta de la posi- 
ción que se adopta frente a lo absoluto. La cuestión 
decisiva es si se cree en un valor y, consiguientemente, 
en una verdad y una realidad absolutas, o si se piensa 
que al conocimiento humano no son accesibles más que 
valores, verdades y realidades relativas. La creencia en 
lo absoluto, tan hondamente arraigada en el corazón 
humano, es el supuesto de la concepción metafísica 
del mundo. Pero si el entendimiento niega este su- 
puesto, si se piensa que el valor y la realidad son cosas 
relativas y que, por tanto, han de hallarse dispuestas 
en todo momento a retirarse y dejar el puesto a otras 
igualmente legítimas, la conclusión lógica es el criticis- 
mo, el positivismo y el empirismo, entendiéndose por 
tales aquella dirección de la filosofía y de la ciencia que 
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parte de lo positivo, esto es, de lo dado en la experien- 
cia sensible, de lo que los sentidos pueden percibir y la 
razón comprender, de la experiencia eternamente cam- 
biante, rechazando, en consecuencia, la hipótesis de un 
absoluto transcendente. Esta pugna de concepciones 
metafísicas es paralela a la antítesis de actitudes polí- 
ticas : a la concepción metafísicoabsolutista del mundo 
se ordena la actitud autocrática, así como la democra- 
cia corresponde a la concepción científica del universo, 
al relativismo crítico. 

En efecto, todos los grandes metafísicos se han deci- 
dido por la autocracia y contra la democracia ; y los 
filósofos que han hablado la palabra de la democracia, 
se han inclinado casi siempre al relativismo empírico. 

Así vemos en la Antigiiedad a los sofistas que, apo- 
yados en los progresos de las ciencias empíricas de la 
Naturaleza, unieron una filosofía radicalmente relativis- 
ta en el dominio de la ciencia social con una mentalidad 
democrática. El fundador de la sofística, Protágoras, 
enseña que el hombre es la medida de todas las cosas, 
y su poeta Eurípides ensalza la democracia y la paz. 
A su vez, Platón, en quien renace la metafísica religiosa 
contra el racionalismo de la ilustración, declarando 
contra Protágoras que la medida de todas las cosas es 
Dios, es el mayor enemigo de la democracia y un admi- 
rador y aun propugnador de la dictadura. 

En la Edad Media, la metafísica del Cristianismo va 
unida, naturalmente, a la convicción de que la mejor 
forma política es la Monarquía, como imagen del go- 
bierno divino del universo. Santo Tomás constituye 
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un testimonio culminante en este sentido. Por su no- 
toria influencia escribió Dante su famosa obra «De 
Monarchia ». Marsilio de Padua, que escribió en co- 
laboración con Juan de Jandún el « Defensor Pacis » 
— obra que representa por vez primera o, al menos, del 
modo más claro en la Edad Media el pensamiento de- 
mocrático de la soberanía popular —, era de profesión 
médico y naturalista, y su colaborador era partidario 
del averroísmo, de aquella filosofía que con su teoría 
de la eternidad del mundo y del movimiento y su orien- 
tación naturalista, hallábase en directa oposición con 
la metafísica cristiana. Especial mención merece el gran 
Nicolás de Cusa; su actividad se orienta igualmente 
hacia la investigación científiconaturalista ; como es- 
céptico en metafísica proclama la incognoscibilidad de 
lo absoluto, y el conocimiento del infinito se torna en él 
conocimiento infinito de lo finito. Su aspiración — cor- 
cordantia oppositorum — es superar y compensar todas 
las contradicciones de que está lleno el mundo, buscan- 
do la transacción ; y llegó a pensar en una religión ra- 
cional y tolerante que uniría a judíos, mahometanos y 
cristianos por encima de toda diversidad confesional ; 
por eso cayó en los límites de un panteísmo ametafí- 
sico : ¿ qué de extrañar que, políticamente, estuviese a 
favor de la democracia y ensalzase la igualdad y liber- 
tad del hombre ? (1). También el panteísmo radical- 


(1) Friscmeisen-KÓmLER y Mooo, Die Philosophie der Neu- 
zeit bis zum Ende des XVIII Jahrhunderts (en el Grundriss der 
Geschichte der Philosophie de ÚBerweG, 111 parte), 1924, pági- 
na 27. — MeNzEL, Demokratie und Weltanshauung (en la Zeits- 
chrift fúr óffentliches Recht, 11, pág. 701). 
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mente antimetafísico y naturalista de Spinoza va unido 
con un marcado afecto por el principio democrático ; 
mientras que Leibniz, metafísico par excellence, de- 
fiende la Monarquía. La actitud equívoca de Kant en 
la cuestión cardinal no permite determinar unívocamen- 
te su sistema, ni en lo político ni lo filosófico ; lo único 
que puede afirmarse es que, en tanto que combate a 
la Metafísica, simpatiza con el ideal democrático de la 
revolución. Más claridad resplandece en Hegel, el gran 
metafísico de los alemanes ; no es sólo el filósofo del es- 
píritu absoluto, lo es también de la Monarquía absoluta. 

Del espiritu de esta filosofía proviene el célebre lema: 
«autoridad, no mayoría ». Y, en efecto, si se cree en 
la existencia de lo absoluto — de lo absolutamente 
bueno, en primer término —, ¿puede haber nada más 
absurdo que provocar una votación para que decida la 
mayoría sobre ese absoluto en que se cree ? Frente a la 
autoridad de este sumo hien no puede haber más que 
la obediencia ciega y reverente para con aquel que, por 
poseerlo, lo conoce y lo quiere ; si bien es verdad que 
esta obediencia presupone la creencia igualmente in- 
condicionada de que la persona autoritaria del caudillo 
se halla en posesión del bien sumo, cuyo conocimiento 
está vedado a la gran masa de los dirigidos. 

Pero si se declara que la verdad y los valores abso- 
lutos son inaccesibles al conocimiento humano, ha de 
considerarse posible al menos no sólo la propia opinión 
sino también la ajena y aun la contraria. Por eso, la 
concepción filosófica que presupone la democracia es 
el relativismo. La democracia concede igual estima a 


FORMA DE ESTADO Y FILOSOFÍA 157 


la voluntad política de cada uno, porque todas las opi- 
niones y doctrinas políticas son iguales para ella, por 
lo cual les concede idéntica posibilidad de manifestarse 
y de conquistar las inteligencias y voluntades humanas 
en régimen de libre concurrencia. Tal es la razón del 
carácter democrático del procedimiento dialéctico de la 
discusión, con el que funcionan los Parlamentos y Asam- 
bleas populares. Por eso mismo, el poder mayoritario 
de la democracia no es posible sin una minoría oposi- 
cionista a la que ineludiblemente ha de proteger. Y por 
eso también, la política democrática es transaccional, 
del mismo modo que el relativismo tiende a procurar la 
compensación de los puntos de vista contrapuestos, 
ninguno de los cuales puede aceptar integramente y sin 
reservas, y con negación completa del otro. 

La relatividad del valor de cualquier fe política, la 
imposibilidad de que ningún programa o ideal político 
pretenda validez absoluta (pese a la desinteresada dedi- 
cación subjetiva y la firme convicción personal de quien 
lo profesa), inducen imperiosamente a renunciar al ab- 
solutismo en política : sea el absolutismo de un mo- 
narca, de una casta sacerdotal, aristocrática o guerrera, 
de una clase o de cualquier grupo privilegiado. 

Quien en su voluntad y actuaciones políticas puede 
invocar la inspiración divina, el apoyo sobrenatural, 
puede tener el derecho de cerrar su oído a la voz de los 
hombres, y de imponer su voluntad — que es la del 
sumo bien —a un mundo de descreídos y de ciegos 
— porque quieren de otro modo —. Tal es el punto de 
vista de las autocracias por la gracia de Dios, que en el 


158 HANS KELSEN 


siglo xix fué el blanco de los ataques de cuantos 
lucharon por la libertad espiritual, por una ciencia libre 
de dogmas, fundada únicamente en la razón humana 
y en la duda crítica; en una palabra, de cuantos lu- 
charon por la democracia, pues quien no se apoya más 
que en la verdad humana y sólo orienta las finalidades 
sociales con arreglo al conocimiento humano, no puede 
justificar la coacción (imprescindible para su realiza- 
ción) de otro modo que por el asentimiento de la ma- 
yoría, al menos, de aquellos en beneficio de los cuales 
ha de redundar el orden coactivo. Y éste ha de proteger 
el derecho de la minoría, para que en todo momento 
pueda convertirse por sí misma en mayoría. 

Tal es el sentido auténtico de aquel sistema político 
que llamamos democracia, y que no puede oponerse al 
absolutismo en política, sino por ser expresión del rela- 
tivismo político. 

En el capítulo XVIII del Evangelio de San Juan 
se describe un episodio de la vida de Jesús. El relato 
sencillo, pero lapidario en su ingenuidad, pertenece a 
lo más grandioso que haya producido la literatura uni- 
versal, y, sin intentarlo, simboliza de modo dramá- 
tico el relativismo y la democracia. Es en el tiempo de 
la Pascua, cuando Jesús, acusado de titularse hijo 
de Dios y rey de los judíos, comparece ante Pilato, el 
gobernador romano. Pilato pregunta irónicamente a 
aquel que ante los ojos de un romano sólo podía ser 
un pobre loco : «¿ Eres tú, pues, el rey de los judíos ? » 
Y Jesús contesta con profunda convicción e iluminado 
por su misión divina : «Tú lo has dicho. Yo soy un rey, 
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nacido y venido al mundo para dar testimonio de la 
verdad. Todo el que siga a la verdad oye mi voz. » 
Entonces Pilato, aquel hombre de cultura vieja, ago- 
tada, y por esto escéptica, vuelve a preguntar : «¿ Qué 
es la verdad ?» Y como no sabe lo que es la verdad, y 
como romano está acostumbrado a pensar democrá- 
ticamente, se dirige al pueblo y celebra un plebiscito. 
Según el Evangelio, se presentó ante los judíos, y les 
dijo: « No encuentro culpa en él. Pero es costumbre que 
en la Pascua dé libertad a un reo. ¿ Queréis, pues, 
que déje libre al rey de los judíos ? » — El plebiscito fué 
contrario a Jesús —. Gritando contestaron todos: «¡No 
a él, sino a Barrabás!.» 

El cronista añade : « Barrabás era un malhechor. » 

Tal vez los partidarios de la autocracia objetarán 
que precisamente este ejemplo dice más en contra que 
en favor de la democracia. Objeción digna de respeto, 
si bien con una condición : Que ellos por su parte se 
hallen tan convencidos de su verdad política — dis- 
puestos si fuese preciso a sellarla con sangre — como 
lo estaba de la suya el Hijo de Dios. 


